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Introducción.  
Los combates por la ley

l Poder Legislativo ha ido ganando importancia en la formación de 

la agenda política nacional. Desde 1988, sólo por poner una fecha 

paradigmática, inició una profunda transformación en su integración y 

funcionamiento. Su composición es más heterogénea, las mayorías son 

inestables, incluso de signo contrario al Ejecutivo, sus discusiones son pu-

blicitadas, la interlocución con la sociedad civil es mayor, cuenta con un 

servicio civil de carrera, cuadros profesionales, unidades de información 

y análisis; después de muchos años, el Legislativo parece ser un poder 

independiente. 

Este nuevo papel del Congreso de la Unión se ha puesto a prueba en 

el gobierno de la alternancia. En las elecciones del 2 de julio del año 2000, 

Vicente Fox ganó la Presidencia de la República, pero la Alianza por el 

Cambio, conformada por el Partido Acción Nacional (pan) y el Parti-

do Verde Ecologista de México (pvem), no obtuvo mayoría en el Poder 

Legislativo. La Cámara de Diputados, por ejemplo, se integró con 207 

diputados del pan, 210 del Partido Revolucionario Institucional (pri), 

52 del Partido de la Revolución Democrática (prd), 16 del  pvem, ocho 

del Partido del Trabajo (pt), uno de Convergencia por la Democracia 

E
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(cd), tres del Partido de la Sociedad Nacionalista (psn) y dos del Partido 

Alianza Social (pas) y un independiente.1 Ningún partido o alianza de 

partidos tenía mayoría simple, mucho menos calificada. La alternancia 

se dio con un “gobierno dividido”, pues el titular del Poder Ejecutivo 

pertenecía a un partido distinto a la mayoría en el Legislativo; y con un 

“gobierno sin mayoría”, porque ningún partido alcanzó 50% más uno de 

los asientos del Congreso. 

Un gobierno dividido y sin mayorías es una fuente permanente de 

conflictos. Los debates, las polémicas, los cambios en las prioridades, 

las suspensiones y rechazos de iniciativas pueden interpretarse como 

frenos al gobierno. En estas condiciones no es extraño que las tesis de la 

obstrucción, de la ingobernabilidad, apareciera en los momentos de 

mayor tensión en las relaciones Ejecutivo-Legislativo. En los arreglos 

constitucionales no están del todo previstos los modos de resolución de 

estos problemas; por otra parte, inmanentes a un régimen democrático 

y republicano. Una y otra vez políticos y comentaristas lamentaron la 

falta de acuerdos y reprobaron en todos los tonos las múltiples dificul-

tades legislativas. De un modo u otro, abierta o soterrada, aparecía la 

nostalgia del autoritarismo, desde el Ejecutivo o desde los interesados 

en reformas particulares. Y aunque la Presidencia utilizó el recurso ex-

clusivo de sus decretos para evadir al Congreso, se ha logrado armar 

una hipótesis social que trasladaba al Legislativo –y a la oposición– una 

cierta responsabilidad política en presuntos “frenos al cambio”. 

Esta es una perspectiva teórica y política muy interesada, demasiado 

anclada en los resabios del autoritarismo del Ejecutivo, del llamado “pre-

sidencialismo”, para recuperar una noción clásica del régimen político 

mexicano. Por eso, en lugar de lamentarse, hay que ver en la heteroge-

neidad del Congreso, en su división e independencia, una oportunidad 

para que se formen otras agendas políticas, para que se construyan otras 

perspectivas, para que se hagan otras llamadas de atención, se formulen 

1 Datos al 30 de enero de 2001. En una Legislatura es frecuente la movilidad marginal de dipu-
tados, entre grupos parlamentarios o en la conformación de diputados independientes. Cfr. Datos  

de composición de la LVIII Legislatura. Secretaría de Servicios Parlamentarios. Dirección Gene-
ral de Apoyo Parlamentario. Se puede consultar en http://www.diputados.gob.mx/servicios/ban-
coleg/datosyci.pdf.
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otros problemas y se procesen decisiones más ricas y variadas que las 

que generan gobiernos homogéneos. 

La agenda educativa es un ejemplo de las posibilidades que genera 

esta nueva situación política. En la LVIII Legislatura –de 2000 a 2003–, 

los diputados presentaron 37 iniciativas de ley con temática educativa. 

Los senadores 16. El Poder Ejecutivo sólo una. Los congresos estatales 

ninguna. Puede decirse que los cambios jurídicos más significativos 

provinieron de los grupos parlamentarios. De las siete iniciativas de ley 

aprobadas por el Congreso, sólo una fue propuesta por el Ejecutivo, la 

que corresponde a la nueva Ley de Ciencia y Tecnología y la Ley Orgáni-

ca del Conacyt. Las otras seis fueron propuestas de las y los legisladores. 

No eran iniciativas menores: implicaron cambios constitucionales, 

así como definiciones estratégicas para el sistema educativo nacional, la 

investigación, la ciencia y el deporte. Cambios que no fueron iniciados 

por el Ejecutivo, tampoco por el partido en el gobierno, sino por las 

distintas fracciones parlamentarias del Congreso de la Unión. Por eso 

hay que volver la vista al Poder Legislativo, ahí se ha ido formando una 

agenda educativa distinta, aunque no contraria, tampoco alternativa,  

a la ofrecida por el Ejecutivo, focalizada en los denominados programas 

estratégicos, que no requieren trasformaciones legislativas de fondo. 

La cuestión de la agenda

En los tres años correspondientes a la LVIII Legislatura del Congreso de 

la Unión,2 los diputados presentaron 37 iniciativas de reforma, adición 

o creación de nuevas leyes en materia educativa. No se refieren única-

mente a los cambios al artículo 3º constitucional o a la Ley General de 

Educación (lge), sino a diversos ordenamientos jurídicos que impactan 

al proceso educativo. Los senadores, por su parte, presentaron 18 inicia-

tivas; el Ejecutivo Federal sólo una.

2 “2. El ejercicio de las funciones de los diputados y los senadores durante tres años constituye una 
legislatura”. Artículo 2º. Numeral 2 de la Ley Orgánica del Congreso de la Unión.
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En una visión estrecha, este sería el material de la agenda educativa 

del Congreso. Sin embargo, el debate legislativo tiene muchas formas, no 

sólo las propuestas de adición, reforma o cambio de ordenamientos jurí-

dicos. Hay otras intervenciones con propósitos y alcances diferentes. Por 

ejemplo, cuando se trata de formular problemas, de hacer llamadas de 

atención o de pedir explicaciones, se presentan los puntos de acuerdo. En 

la LVIII Legislatura, tan sólo en la Cámara de Diputados se presentaron 

54; en la de senadores 25. Existen también las intervenciones en tribuna 

para denunciar hechos, recordar acontecimientos o tratar los asuntos del 

día; y las comunicaciones de los congresos estatales, para excitar la toma 

de decisiones, apoyar iniciativas de ley, advertir las repercusiones de una 

propuesta o resaltar la importancia de un problema. 

Las formas y los temas del debate parlamentario tienen diferente 

significado, es cierto, pero entre todos van delineando los puntos de la 

agenda educativa, sus tiempos y jerarquías. Es un proceso conflictivo, 

a veces confuso, que avanza lentamente o a sobresaltos, con retrasos y 

olvidos; un proceso que va configurando el corpus jurídico de la educa-

ción en México. 

La primera característica del debate legislativo es la heterogeneidad. 

Tanto en sus formas como en sus temáticas y procedencia. Si se suman 

las propuestas de debate educativo, contando iniciativas de ley y de pun-

to de acuerdo, se encuentra que los diputados presentaron más de 90  

y los senadores cerca de 50, eso sin contar las comunicaciones de los con-

gresos estatales y las formas incidentales de la polémica. Intervinieron 

representantes de seis grupos parlamentarios en la Cámara de Diputados 

y de cuatro en la de senadores, además de los diputados independientes. 

Las temáticas son muy diversas, desde el presupuesto educativo hasta el 

currículo de educación básica, desde la evaluación hasta los conflictos 

magisteriales, desde la protección a los niños hasta el servicio civil de 

carrera, además de la creación de nuevas instituciones y preocupaciones 

particulares sobre discapacitados, hipoacústicos, indígenas, mujeres, re-

chazados. 

La segunda característica del debate es su inmanencia. Las iniciativas 

se presentan cotidianamente, sólo terminan con el fin de la legislatura, 

y ni entonces, pues quedan en la bitácora parlamentaria. Se verá luego, 
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pero siempre quedan iniciativas no sancionadas, propuestas no discuti-

das, que servirán luego para armar nuevas, refutar otras o considerar en 

dictámenes particulares. 

La tercera es su jerarquización. Este es el momento de las decisio-

nes, y no sólo de la aprobación legislativa, sino de la misma discusión. 

¿Cuáles de las iniciativas presentadas se discutieron; cómo se establece 

el orden de su sanción; quiénes intervienen y con qué procedimientos? 

Se sabe, no todas las propuestas se consideran ni al mismo tiempo ni en 

el orden en que fueron hechas, entonces ¿cómo se jerarquizan, quién lo 

decide, con qué criterios? 

Del total de iniciativas de ley presentadas en la LVIII Legislatura, 

sólo siete recorrieron todo el proceso legislativo. Son el Decreto que adi-

ciona la fracción XXVII-A al artículo 27 de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta, a fin de que se apliquen de manera expedita los estímulos fiscales 

destinados al fomento de la investigación y la tecnología nacional; el 

Decreto de Reformas y Adiciones a los artículos 3º y 31 de la Constitu-

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para volver obligatoria 

la educación preescolar; el que crea Ley de Ciencia y Tecnología y la Ley 

Orgánica del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología; el de reformas 

al artículo 25 de la Ley General de Educación, para destinar 8% del pib a 

educación, ciencia y tecnología; el de Ley General de Derechos Lingüís-

ticos de los Pueblos Indígenas y reforma la fracción IV del artículo 7º 

de la Ley General de Educación; el que crea la nueva Ley General de 

Cultura Física y Deporte; y el de reforma a la fracción XI del artículo 7 

y el párrafo tercero del artículo 48 de la lge reforma a la fracción XI del 

artículo 7 y el párrafo tercero del artículo 48 de la lge. 

¿Por qué sólo éstos? ¿Y los demás, dónde quedaron? ¿Cómo se ela-

boró esta agenda? ¿Quién decidió que fuera así? ¿Cómo se definieron las 

prioridades? ¿Por qué unas iniciativas tardaron dos o más años en apro-

barse, mientras otras lo hicieron en un periodo más corto? Por ejemplo, 

la iniciativa del Ejecutivo tardó menos de seis meses; la del presupuesto 

más de dos años; las de lenguas indígenas y educación ambiental año y 

medio; la de cultura física ocho meses. ¿Por qué esta disparidad? En 

unos casos celeridad (ciencia y tecnología); en la de 8% se necesita-

ron tres excitativas, dos iniciativas adicionales y más de dos años. ¿Por 
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qué? ¿Acaso el grado de consenso define el tiempo de aprobación, o es  

la procedencia, las coyunturas políticas, los arreglos inconfesables? Si la 

agenda resulta de las decisiones de política y de no política establecidas 

en el Congreso a partir de la heterogeneidad polémica registrada antes, 

¿cómo se construyó la agenda? ¿Qué filtros se elaboraron para tamizar 

las demandas y las iniciativas? ¿Quiénes lo hicieron, con qué propósitos 

y cuáles fueron los resultados? ¿Cómo se ordena una discusión hetero-

génea, permanente y sujeta a los poderes de los tomadores de decisión? 

¿Cuáles iniciativas entrarán en la discusión, cuáles otras quedarán para 

más tarde, cuáles ni siquiera se pondrán en la mesa de debate, quedarán 

en los cajones, esperando? 

La agenda legislativa no resulta de la simple ordenación cronológica 

de las propuestas, sino de su relevancia ¿pero cómo homogeneizar la 

importancia de propuestas disímiles entre fuerzas enfrentadas? La deci-

sión sobre la agenda ya es un debate, es un conflicto inmanente a la he-

terogeneidad parlamentaria, es una batalla para decidir qué se discute y 

en qué orden. Sin embargo, aunque los combates se libran en propuestas 

específicas, se desarrollan alrededor de un conjunto programático, de 

una racionalidad política que les otorga coherencia y fortaleza. Lo que 

se enfrenta, a final de cuentas, en el debate legislativo, son las racionali-

dades político-educativas de los grupos parlamentarios. 

Las racionalidades se reconstruyen a partir de las iniciativas de los 

diputados y senadores. Se requiere marcar las regularidades, las cons-

tantes temáticas, los instrumentos de política y de técnica jurídica uti-

lizados por los partidos en la definición y atención de los problemas 

educativos. El conjunto perfila una racionalidad política; es decir, la serie 

que va de la definición de problemas–la elección de los objetos y objetivos 

de gobierno–la selección de los instrumentos y el diseño de los mecanismos 

de atención del problema educativo a tratar en el Congreso. 

La reconstrucción de la agenda legislativa es un momento funda-

mental del proceso, un momento que siempre queda velado por las 

decisiones, por la discusión y la votación de los temas prioritarios. Una 

vez encontrados éstos, las preguntas son otras: ¿qué estrategias y tácti-

cas siguieron los participantes en el debate? ¿Cuáles son las caracterís-

ticas de los resultados? ¿Qué implicaciones jurídicas e institucionales 
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tienen? ¿Cuál es su viabilidad política y económica? En la LVIII Le-

gislatura, todas las iniciativas aprobadas por el Congreso alcanzaron 

un alto grado de consenso, casi fueron unánimes. ¿Por qué? ¿Cómo 

se logró? ¿Qué significa? ¿En qué momento del proceso legislativo se al-

canzó, cuánto duró, sobre qué fue? ¿Cuál es el sentido del consenso par-

lamentario?

Es ese terreno heterogéneo y difuso de enfrentamientos, acuerdos, 

trueques y negociaciones entre fuerzas partidarias, económicas, sociales 

e internacionales, que encuentran en el Congreso de la Unión un campo 

de ejercicio del poder, el que quisiéramos atender ahora, a modo de di-

lucidar, entre el ruido de los discursos y el silencio de las alianzas, entre 

las propuestas y los resultados, la agenda educativa de la LVIII Legisla-

tura del Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos. 

Una hipótesis recorre el texto: la agenda educativa de la LVIII Le-

gislatura resulta de una peculiar combinación de factores, situaciones 

y coyunturas políticas. A diferencia de otros tiempos, el Ejecutivo no 

determina el orden, la jerarquía y celeridad en la discusión de las pro-

puestas legislativas. La alternancia en el Poder Ejecutivo hizo posible 

que fueran aprobados los puntos más significativos de la agenda de la 

LVIII Legislatura: la obligatoriedad de preescolar y 8% del pib a educa-

ción. Son propuestas que se habían presentado con anterioridad, pero 

que fueron bloqueadas por los representantes del pri cuando era el par-

tido en el poder y los gobernantes las consideraban inapropiadas o muy 

costosas. Ahora, en la oposición, ellos mismos las recuperaron, las hi-

cieron posibles, aunque su viabilidad todavía siga estando en duda, por 

las diferencias siempre presentes entre la ley y el programa, el programa 

y los recursos, los recursos y las acciones.

Modelos teóricos

La formación de la agenda de gobierno es el punto más problemáti-

co del ciclo de las políticas públicas. En muchos sentidos es el proceso 

que otorga las características a una administración en particular. Del 

conjunto de demandas, problemas y solicitudes, de distinto alcance y 
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significación, presentadas por grupos, sectores, comunidades, con inte-

reses, expectativas y deseos diversos, los gobernantes efectúan una elec-

ción para definir los problemas que atenderán, el orden, la jerarquía, los 

tiempos y los recursos. En esto consiste la formación de la agenda de go-

bierno. Se trataría de un ejercicio clásico de la teoría económica, entre la 

asignación de los recursos entre usos y necesidades distintas, de no ser 

porque en la elección de los problemas se deben considerar primero los 

aspectos políticos, es decir, la conversión de un problema en un proble-

ma público y luego la atención gubernamental de ese problema. 

El trayecto que va de la demanda particular a la demanda colectiva, 

a la politización de la demanda y luego al tema o problema que reci-

be atención gubernamental, es un proceso plagado de contradicciones, 

crisis y diferencias. Un trayecto que sólo aparece como tal cuando la 

demanda se convierte en política pública, en el momento en que se 

agenda, se trata, se instrumenta y se evalúa; sin embargo, es un proceso 

que en cualquier momento puede truncarse, trucarse o sencillamente 

no aparecer como tal.

La formación de la agenda gubernamental implica un conjunto de 

filtros que reducen el campo de posibilidades de política a un número 

reducido y manejable de decisiones. ¿Cuáles serían esos filtros? La lite-

ratura de las políticas públicas ha señalado que la inmensa variedad de 

temas y problemas que esperan ser atendidos están escasamente estruc-

turados o son relativamente anárquicos. Para eso han diseñado modelos 

descriptivos del tipo del “bote de basura” o de “papelera” (Cohen, March 

y Olsen, a principios de los años setenta). Por supuesto, modelos como 

éstos arrojan procesos decisionales muy desorganizados, inciertos, aza-

rosos, circunstanciales. La pregunta es si en estas condiciones en posible 

trazar alguna regularidad en la toma de decisiones para conformar la 

agenda de gobierno. Sobre esto se ha procedido, primero, a reducir el 

campo de las elecciones a través de lo que se denomina un “patrón de 

aceptabilidad y atendibilidad de las cuestiones públicas” (Aguilar, 2003). 

Por más contingentes que puedan ser, las decisiones se toman en un 

ambiente estructurado por ideas, valores, fuerzas sociales, intereses, he-

rencias y costumbres, que marcan los límites de lo que puede y no ser 

atendido, más aún, de lo que puede y no ser aceptado. El marxismo de 
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los años setenta insistía mucho en este punto al distinguir los límites de 

acción de los límites del sistema, para efectuar un corte radical de las 

funciones atendidas por el estado capitalista (Hirsch, 1976). De esa épo-

ca datan también las diferencias establecidas por Cobb y Elder (1984, 

2003), sobre las agendas públicas y las gubernamentales, para distinguir 

aquellas cuestiones percibidas como merecedoras de atención pública 

por parte de los miembros de una comunidad política, del conjunto 

de asuntos explícitamente aceptados para ser tratados de manera ins-

titucional o gubernamental. Una vez delimitada el área de posibilida-

des de elección, por denominar así al conjunto estructurado de asuntos  

que transitaron de los problemas a las demandas políticas, se han pro-

puesto tres elementos a considerar en la toma de decisiones: el contexto 

(Cobb y Elder, 1984); las ventanas u oportunidades de elección (Kingdon, 

1997); y, sobre todo, la fuerza de las actores políticos involucrados.

Hemos trascrito muy brevemente algunos de los aspectos elemen-

tales de la formación de la agenda de gobierno, nos servirán solamente 

para encuadrar los problemas que se enfrentan en la elaboración de la 

agenda específica del Congreso de la Unión. Desde un punto de vista 

procesal, la agenda legislativa es parte de la agenda política general, uno 

de los aspectos a considerar en el tratamiento de los problemas guber-

namentales. A diferencia de la agenda política, los asuntos a considerar 

por el Congreso están limitados por los procedimientos de recepción 

de las propuestas legislativas, que en el caso mexicano sólo pueden ha-

cer los miembros del Congreso, el Ejecutivo Federal y las legislaturas 

estatales. Este es un primer filtro de acceso de las demandas; el segun-

do serían los tiempos y modalidades, que están marcadas por la ley. El 

tercero el campo de tratabilidad de los asuntos, restringido únicamente 

a los que puedan ser traducidos jurídicamente. El cuarto, las instancias 

de discusión, pues tienen que pasar por las regulaciones internas de los 

grupos parlamentarios y del Congreso en general. El universo de las po-

sibilidades de elección está circunscrito, es permanente pero finito, está 

desorganizado, pero se cuentan con indicaciones procesales para aten-

derlo en tiempo y forma. 

En el Congreso de la Unión, la presentación de iniciativas a ser con-

sideradas en la agenda legislativa toma la forma de una anarquía orga-
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nizada, de un piso de debates con propuestas y estrategias heterogéneas 

que tienen que seguir un modelo procesal delimitado, pero en el que es 

necesario elegir el orden, el tiempo y la jerarquía de los asuntos plan-

teados. La agenda legislativa, como la política en general, es un campo 

de posibilidades que demanda orden, estructura y jerarquización. Un 

campo de posibilidades, además, de propuestas muy diversas, tanto en 

el tema como en la forma, porque se desarrolla en el marco de un debate 

muy diverso, con actores, fuerzas e intereses encontrados. La agenda 

educativa, por ejemplo, es tratada como una de tantas agendas particu-

lares que se desarrollan en el Congreso de la Unión. Es un subconjunto 

de la agenda legislativa en general, y si bien el primer problema es ela-

borar la agenda de los tomadores de decisiones educativas, o sea, los in-

tegrantes de las comisiones de educación de cada una de las cámaras, el 

segundo punto, fundamental, es que los asuntos educativos puedan ser 

considerados para la agenda general, lo que implica un nuevo conjunto 

de fuerzas, intereses y actores involucrados.

Un modelo agonístico

El modelo de la “papelera de reciclaje” puede ser útil para describir sola-

mente el conjunto de propuestas educativas en el Congreso, las iniciati-

vas que llegan, se reciben y se tramitan, pero es un modelo descriptivo, 

que no considera la procedencia, la racionalidad, la regularidad y con-

gruencia de los participantes en el debate. Por esa razón, preferimos ela-

borar un modelo para la formación de la agenda legislativa que parta del 

debate educativo en el Congreso, en todas sus formas y manifestaciones, 

para distinguir subconjuntos decisionales por iniciativa de ley o punto 

de acuerdo, propuestos por cada uno de los grupos parlamentarios, en 

los tiempos regulados por el legislativo. Esta sería la agenda tentativa  

en materia educativa, la conforman iniciativas de ley, puntos de acuerdo 

y comunicaciones; es decir, propuestas de debate, que podrán ser discu-

tidas y sancionadas, o se quedarán en la lista de pendientes de las comi-

siones, esperando alguna excitativa que las levante en las prioridades, 

o que cambien los tiempos políticos, para ser retomadas o desechadas. 
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De este conjunto discursivo se eligieron las propuestas consideradas 

para la sanción del Congreso de la Unión. Llamamos agenda efectiva 

al conjunto de iniciativas de ley y de puntos de acuerdo discutidas por 

el Congreso. Es un conjunto seleccionado y jerarquizado de propuestas 

consideradas en la discusión de cada una de las cámaras, y del congreso 

en su conjunto. En sentido estricto, los únicos puntos de esta agenda se-

rían aquellos que realizaron todo el proceso legislativo, desde su presen-

tación como iniciativa hasta la publicación del decreto correspondiente 

en el Diario Oficial de la Federación. Sin embargo, la realidad es que 

cada una de las cámaras elabora su propia agenda, que entre la sanción 

de una propuesta y la discusión de la minuta en la colegisladora puede 

pasar más tiempo del esperado, y más aún, que los tiempos del Legisla-

tivo y del Ejecutivo no son los mismos, por lo que entre un decreto del 

Legislativo y la aprobación del Ejecutivo hay una diferencia temporal y 

procesal en la que pueden ocurrir muchas cosas.

La elección de las propuestas de la agenda efectiva es un proceso a 

dilucidar. En sentido estricto, a un modelo de la papelera le corresponde 

un proceso decisional azaroso, contingente, heterogéneo. Sin embargo, 

es posible considerar algunos elementos de los modelos de Cobb y Elder 

para encontrar los factores que ordenan y jerarquizan las iniciativas. En 

primer lugar, el contexto en que se reciben las propuestas, o de manera 

más general, el ambiente político y legislativo que puede, en virtud de  

la coyuntura, focalizarse en alguna iniciativa de ley o punto de acuerdo. 

En segundo lugar, el tiempo de presentación, que puede abrir una venta-

na para la aprobación en virtud, por ejemplo, de la carga legislativa o la 

relevancia del tema. En tercero, la fuerza de los emisores de la iniciativa. 

Desde luego, estos tres factores no operan de manera aislada, sino que 

pueden apoyarse, incluirse, sustituirse. No es un modelo general, sólo 

indicadores para el estudio de cada una de las iniciativas que en un pe-

riodo largo puedan develar la agenda del Congreso de la Unión. 

Hay que repetirlo, en el debate general se encuentra tanto lo que se 

atendió como lo que no, lo que se aprobó y lo que no, lo que se dejó de 

lado y lo que entró, lo que se encuentra implícito y explícito. Es menos 

un listado que un ordenamiento estratégico de las intervenciones legis-

lativas. Lo que se discute y se sanciona conforma la agenda efectiva. Esta 
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agenda tiene que ver tanto con el contenido de las propuestas como con 

las fuerzas que las impulsan, con las estrategias y tácticas que utilizan y 

el modo como se engarza en la dinámica parlamentaria y en la coyuntu-

ra política nacional. Los grupos parlamentarios tienen agendas propias. 

En el debate parlamentario entran en colisión; el resultado, siempre cap-

tado ex post facto, es la agenda del Congreso. A veces, la agenda es explí-

cita, definida previamente, anunciada con anterioridad a la presentación 

de iniciativas y puntos de acuerdo; sin embargo, la mayoría de las veces 

no es así. Se va armando cotidianamente; por definición es inconclusa, 

es un proceso permanente, que recoge nuevas propuestas. Además, para 

complicar el proceso, la agenda debe estar jerarquizada, lo que implica 

una decisión, es decir, que debe considerarse el poder de las fracciones 

parlamentarias en la determinación de la agenda legislativa. 

Esta es nuestra opción teórica y metodológica: la agenda no está es-

tablecida de antemano, no deriva de un plan trazado por un actor con 

poderes de dilucidación o de imposición, tampoco se registra de una 

vez para siempre o de modo único, resulta de todas las actividades que 

conforman el trabajo parlamentario: iniciativas de ley, gestorías, pun-

tos de acuerdo, reuniones, foros, talleres, desayunos, seminarios, regis-

trados en reuniones formales e informales, en los debates y polémicas, 

en las noticias y los boletines de prensa, en las solicitudes y las cartas. 

Hay que hacer un trabajo paciente y documentalista, gris, ensuciarse 

las manos con las copias y cansar la vista en las páginas de los diarios 

de los debates para encontrar las problematizaciones, los compromisos, 

los acuerdos, los silencios y los gritos que irán conformando lo que se 

discute y lo que no se discute, lo que se presenta como iniciativa de ley, 

como recomendación o como gestoría, lo que se debate y se aprueba y lo 

que se debate y no se aprueba, o lo que se presenta y se discute, pero sin 

alcanzar resultados, o lo que se prorroga: la agenda educativa. 

Se trata, en consecuencia, de analizar la formación de la agenda 

educativa de la LVIII Legislatura del Congreso de la Unión como el re-

sultado de un juego político-estratégico entre fuerzas dispares, con sus 

racionalidades, intereses y prioridades; de ver el Congreso como una 

arena de luchas en las que cotidianamente se presentan iniciativas de 

combate, en la que se siguen reglas escritas y no, en las que los partici-
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pantes acuerdan, negocian, combate, discuten, se distancian, se enemis-

tan, fintan, proponen, discurren, callan, niegan, firman o prorrogan los 

enfrentamientos sobre lo que hay que atender en educación, las formas 

en qué se hace, el orden en que se discute y el tiempo que se toman para 

sancionar. Menos que una papelera de reciclaje, o que un bote de basu-

ra, el modelo de la agenda legislativa es agonístico, de envites y réplicas, 

de engaños y simulacros, desenvuelto en una institución que contiene 

sus propias reglas de combate, sus propios espacios y regulaciones a las 

que los jugadores pueden o no someterse, según los tiempos y circuns-

tancias, pero a las que debe atenderse, si no para respetarlas, sí para con-

siderarlas en su arsenal técnico y táctico. Por esta razón, en este texto se 

dividen los capítulos según un modelo simple de instrucciones del juego 

agonístico: el Congreso de la Unión, para acotar el espacio del juego, o 

el teatro de operaciones, en lenguaje no agonístico, sino bélico, en el 

que se detallan las facultades educativas del Congreso, su integración 

y regulaciones generales; los participantes, para detallar las fuerzas en 

disputa, los nombres y apellidos de los jugadores parlamentarios; las 

intervenciones, en el que se describen las formas del debate parlamen-

tario y las propuestas legislativas que conformarán la agenda tentativa 

del Congreso; la agenda efectiva, en el que se elabora ex post facto el 

ordenamiento de las iniciativas propuestas; y las estrategias, en el que 

se relatan los pormenores tácticos y estratégicos de cada uno de los de-

cretos sancionados por el Congreso de la Unión. 

Una última cuestión. Refiere específicamente al campo educativo. 

¿Cuándo se considera una propuesta como educativa para formar parte 

del debate y de la formación de la agenda? El campo educativo se ha 

extendido, ya no abarca solamente los dominios de la didáctica y la pe-

dagogía, ha incorporado campos añejos, como la economía, la política, 

la seguridad interior y las relaciones internacionales, la seguridad social 

y la salud pública. Por esta razón, al delimitar la agenda educativa se 

tiene que tener cuidado de reconocer su flexibilidad y contingencia y no 

detenerse únicamente en instituciones, niveles educativos o derechos 

adquiridos, sino ampliar la perspectiva a los cambiantes problemas que 

involucran el saber, las prácticas o los organismos educativos. 
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Para elaborar el texto se recurrió a distintas fuentes de información: 

diarios de los debates de las cámaras de diputados y senadores, gace-

tas parlamentarias, informes de las comisiones de educación, cultura, 

ciencia y tecnología, Cuadernos de Apoyo del Sistema Integral de In-

formación y Documentación (siid), noticias, columnas periodísticas y 

entrevistas con representantes populares, asesores y personal de apoyo 

parlamentario. Versiones anteriores o preliminares de este texto fueron 

elaboradas como artículos de coyuntura educativa o capítulos de un li-

bro sobre los primeros años del gobierno del cambio. Jesús Jiménez Sán-

chez soportó durante meses mi diálogo sordo con páginas y páginas de 

los diarios de debates, gacetas y noticias parlamentarias; Verónica Abi-

gail revisó, como siempre, el documento con una paciencia y erudición 

envidiables; Jorge Villegas proporcionó los instrumentos informáticos 

una y otra vez hasta conformar un pequeño banco de datos legislativos; 

Daniel Ochoa y Amalia Rodríguez revisaron las intervenciones de algu-

nos meses en el Senado, lo mismo que Marcela, Judith y ya no se quién 

más. Un avance de la investigación fue conocido, discutido, revisado y 

publicado en el libro La mala educación en tiempos de la derecha, co-

ordinado por César Navarro Gallegos, en el que participan Marcelino 

Guerra, Nicanor Rebolledo, Catalina Gutiérrez, Tatiana Coll; y también 

por la coordinadora, en ese entonces, del Cuerpo Académico Interven-

ción y Formación en Gestión Educativa de la Universidad Pedagógica 

Nacional, la maestra Lucía Rivera Ferreiro. 



23

La arena parlamentaria

os debates educativos en el Congreso están regulados en el tiem-

po y en el espacio por una serie de normas, indicaciones, restric-

ciones y procedimientos inscritos en la Constitución de la República,  

en la Ley Orgánica del Congreso, en los reglamentos de las cámaras y en 

las prácticas parlamentarias. Son los dictados jurídicos e institucionales 

propios del parlamento; sin embargo, también hay rituales, modos de 

hacer, gestos, prácticas y costumbres no escritas que forman parte de las 

reglas no escritas en las que se desarrollan las actividades legislativas. 

El Congreso es una arena, se dijo antes, no en el sentido figurado 

del espacio, sino real de los combates parlamentarios; sería mejor decir 

un espacio agonístico, en el que los participantes lanzan jugadas para 

debatir, para combatir y se someten a las reglas de los juegos estratégi-

cos-discursivos que dan origen a leyes, reglamentos, decretos, puntos 

de acuerdo y demás actos legislativos. Para estudiar el debate educa-

tivo en el Congreso mexicano, en un periodo delimitado, en este caso 

la LVIII Legislatura, es necesario establecer las condiciones en que se 

da, las particularidades espacio-temporales en que se desarrolla, las re-

glas que lo norman y las formas que asume. En este capítulo se tratan, 

L
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en primer lugar, las facultades legislativas del Congreso de la Unión en 

materia educativa, para delimitar las áreas de competencia federal  

en la educación, a modo de legitimar, de hacer posibles y necesarios 

debates educativos de los representantes populares y estatales; en segun-

do, los espacios del debate, las cámaras del Congreso, su composición y 

funcionamiento, la comisión permanente, las comisiones especiales; en 

tercero, los tiempos, los periodos de sesiones, ordinarios y extraordina-

rios, los de receso, los de discusión y sanción; en cuarto, las formas del 

debate; en quinto, los procesos legislativos.

Las facultades educativas del Congreso

En el título tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, correspondiente a la División de Poderes, en el capítulo 

segundo, relativo al Poder Legislativo, sección tercera, que trata de las 

facultades del Congreso, el artículo 73 define una larga lista de atri-

buciones y campos de atención, entre las que se encuentra la fracción 

XXV, dedicada específicamente a las facultades del Congreso en ma-

teria educativa. Se enumeran las acciones, áreas, instituciones y mo-

dalidades educativas en las que el Congreso tiene la responsabilidad y 

atribución legítima de atender. A la letra dice: 

Artículo 73.- El Congreso tiene facultad:… “XXV. para establecer, organizar y soste-

ner en toda la República escuelas rurales, elementales, superiores, secundarias y pro-

fesionales; de investigación científica, de bellas artes y de enseñanza técnica; escuelas 

prácticas de agricultura y de minería, de artes y oficios, museos, bibliotecas, obser-

vatorios y demás institutos concernientes a la cultura general de los habitantes de  

la nación y legislar en todo lo que se refiere a dichas instituciones; para legislar sobre 

monumentos arqueológicos, artísticos e históricos, cuya conservación sea de interés 

nacional; así como para dictar las leyes encaminadas a distribuir convenientemente 

entre la Federación, los Estados y los Municipios el ejercicio de la función educativa y 

las aportaciones económicas correspondientes a ese servicio público, buscando unifi-

car y coordinar la educación en toda la República. Los títulos que se expidan por los 

establecimientos de que se trata surtirán sus efectos en toda la República.
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La fracción XXV funciona como un dispositivo cartográfico, en tres 

perspectivas: primero, traza los linderos de lo que podría llamarse el 

campo educativo, al menos desde una óptica jurídico-institucional, 

pues establece un ámbito escolar, cuando dice que podrá organizar y 

sostener en toda la República escuelas rurales, elementales, superiores, 

secundarias y profesionales, escuelas prácticas de agricultura y de mi-

nería, de artes y oficios; otro ámbito científico, artístico, técnico y cultural, 

cuando señala que entre sus atribuciones estará también legislar sobre 

instituciones culturales como museos, bibliotecas, observatorios; y otro 

ámbito histórico, en el que se legisle sobre la conservación de la memo-

ria histórica del país, los monumentos arqueológicos, artísticos e históri-

cos; segundo, establece los modos de articulación de los ámbitos, con 

mecanismos de distribución de responsabilidades entre los diferentes 

niveles de gobierno; y tercero, especifica los mecanismos de asignación 

de los recursos presupuestales. En suma, el campo educativo es un terri-

torio político y conceptual definido constitucionalmente por el engarce 

de tres ámbitos, el escolar, el cultural y el histórico, organizado por un 

sistema múltiple de instituciones escolares, científicas, artísticas, técni-

cas e históricas, y unificado por un sistema de reparticiones de atribu-

ciones y recursos. 

Los debates educativos en el Congreso son jugadas discursivas y 

políticas para modificar cotidianamente los ámbitos, los modelos de 

repartición de funciones y facultades, el diseño institucional, los mon-

tos, la dirección y la jerarquía de las asignaciones presupuestales en 

educación. Después del Acuerdo de Modernización de la Educación 

Básica (anmeb), la federalización educativa estableció un sistema de 

repartición de responsabilidades entre la Federación, los estados y los 

municipios, en el que al Congreso Federal le corresponde definir los li-

neamientos normativos generales de la educación en el país, mientras 

que a los estados les corresponde la operación y administración de los 

servicios educativos. 
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Los espacios de debate

Los espacios en los que se genera, regula y sanciona el debate educativo 

en el Congreso de la Unión, están definidos por la arquitectura consti-

tucional de un régimen democrático, representativo y federal. Primero, 

por la estructura general del Congreso. El artículo 51 de la Constitución 

señala que el Congreso estará dividido en dos cámaras, una de Diputa-

dos, integrada por 500 representantes que se eligen cada tres años; 300 

por el principio de mayoría, en cada uno de los distritos electorales del 

país, y 200 por el principio de representación proporcional. A diferencia 

de la de diputados, en las que la representación popular es de ciudada-

nos por distrito, la Cámara de Senadores, se integra por 128 miembros, 

que representan a las entidades de la Federación, dos electos según el 

principio de votación mayoritaria relativa y uno asignado a la primera 

minoría, los 32 senadores restantes serán elegidos según el principio de 

representación proporcional, mediante el sistema de listas votadas en 

una sola circunscripción plurinominal nacional. Cuando las cámaras de 

diputados y senadores se encuentran en receso, funciona la Comisión 

Permanente, integrada por 37 miembros, 19 diputados y 18 senadores, 

nombrados por sus respectivas cámaras antes de la clausura de los pe-

riodos ordinarios de sesiones. Entre sus funciones y atribuciones más 

importantes, la Comisión Permanente recibe y turna iniciativas de ley 

y convoca a periodos extraordinarios de sesiones para desahogar una 

agenda legislativa acordada previamente. 

Segundo, por la organización interna de las cámaras. Se encuentra 

regulada en la Ley Orgánica del Congreso de la Unión y en los regla-

mentos interiores de la Cámara de diputados y de senadores. En lo que 

respecta a la organización espacial del debate educativo, la cuestión más 

relevante de la estructura interna de las cámaras es la división del tra-

bajo legislativo. Para eso, se han creado comisiones y comités de trabajo 

definidas por áreas o campos temáticos, que son las responsables de la 

elaboración y el seguimiento de una agenda legislativa particular. Las 

comisiones legislativas son de tres tipos: ordinarias, especiales y bica-

marales. Las ordinarias se encargan de la recepción, revisión y dictamen 

de iniciativas de ley y puntos de acuerdo, para ello realizan foros, semi-
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narios, reuniones con especialistas y secretarios de Estado. Sus trabajos 

y funciones están regulados en el artículo 45, numeral 6 de la Ley Orgá-

nica del Congreso:

[…] 6. Las comisiones tendrán las siguientes funciones: 

a) Elaborar su programa anual de trabajo; 

b) Rendir un informe semestral de sus actividades a la Conferencia para la Direc-

ción y Programación de los Trabajos Legislativos; 

c) Organizar y mantener un archivo de todos los asuntos que les sean turnados, 

que deberá ser entregado a la Legislatura siguiente; 

d) Sesionar cuando menos una vez al mes; 

e) Resolver los asuntos que la Mesa Directiva de la Cámara les turne; 

f) Dictaminar, atender o resolver las iniciativas, proyectos y proposiciones turna-

das a las mismas en los términos de los programas legislativos acordados por la 

Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos; y 

g) Realizar las actividades que se deriven de esta ley, de los ordenamientos aplica-

bles, de los acuerdos tomados por el Pleno de la Cámara y los que adopten por 

sí mismas con relación a la materia o materias de su competencia.

El artículo 39 de la misma ley señala que las comisiones ordinarias per-

manentes en la Cámara de Diputados son 38 y su competencia corres-

ponde en lo general con la de las organizaciones y dependencias de la 

Administración Pública Federal. En el artículo 40 se añaden cuatro co-

misiones más, que tratan tareas específicas: la de Reglamentos y Prácticas 

Parlamentarias, para preparar los proyectos de ley que rijan las activida-

des camarales; la del Distrito Federal; la de Vigilancia de la Contaduría 

Mayor de Hacienda; y la Jurisdiccional, que conformará la sección ins-

tructora cuando así se requiera. 
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Comisiones ordinarias de la Cámara de Diputados

i. Comisión de Agricultura y Ganadería xxii. Comisión de Juventud y Deporte 

ii. Comisión de Asuntos indígenas xxiii. Comisión de marina 

iii. Comisión de Atención a Grupos Vulnerables xxiV. Comisión de medio Ambiente y recursos 
naturales 

iV. Comisión de Ciencia y tecnología xxV. Comisión de Participación Ciudadana 

V. Comisión de Comunicaciones xxVi. Comisión de Pesca 

Vi. Comisión de Cultura xxVii. Comisión de Población, Fronteras y Asuntos 
migratorios 

Vii. Comisión de Defensa nacional xViii. Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública 

Viii. Comisión de Desarrollo metropolitano xxix. Comisión de Puntos Constitucionales 

ix. Comisión de Desarrollo rural xxx. Comisión de radio, televisión y Cinematografía 

x. Comisión de Desarrollo Social xxxi. Comisión de recursos Hidráulicos 

xi. Comisión de Distrito Federal xxxii. Comisión de reforma Agraria 

xii. Comisión de economía xxxiii. Comisión de reglamentos y Prácticas 
Parlamentarias 

xiii. Comisión de educación Pública y Servicios 
educativos 

xxxiV. Comisión de relaciones exteriores 

xiV. Comisión de energía xxxV. Comisión de Salud 

xV. Comisión de equidad y Género xxxVi. Comisión de Seguridad Pública 

xVi. Comisión de Fomento Cooperativo y economía 
Social 

xxxVii. Comisión de Seguridad Social 

xVii. Comisión de Fortalecimiento al Federalismo xxxViii. Comisión de trabajo y Previsión Social 

xViii. Comisión de Gobernación xxxix. Comisión de transportes 

xix. Comisión de Hacienda y Crédito Público xl. Comisión de turismo 

xx. Comisión Jurisdiccional xli. Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior 
de la Federación 

xxi. Comisión de Justicia y Derechos Humanos xlii. Comisión de Vivienda 

Del mismo modo, el artículo 90 de la Ley Orgánica del Congreso de-

fine las comisiones ordinarias del Senado de la República; pero cinco 

artículos más señala que la Cámara podrá aumentar o disminuir el nú-

mero de las comisiones o subdividirlas en secciones según lo crea con-

veniente. En lo que respecta a la Comisión de Estudios Legislativos, por 
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ejemplo, el artículo 89 dice que hará el análisis de las iniciativas de leyes 

o decretos y junto a las comisiones de competencia específica, formulará 

los dictámenes respectivos. Dicha comisión se podrá dividir en las sec-

ciones o ramas que se estime conveniente: 

Comisiones Ordinarias de la Cámara de Senadores

i. Comisión de Administración xxV. Comisión de Hacienda y Crédito Público

ii. Comisión de Agricultura y Ganadería xxVi. Comisión de Jubilados y Pensionados 

iii. Comisión de Asuntos indígenas 
Actas

xxVii. Comisión de Jurisdiccional 

iV. Comisión de Biblioteca y Asuntos 
editoriales

xxViii. Comisión de Justicia 

V. Comisión de Ciencia y tecnología xxix. Comisión de Juventud y Deporte 

Vi. Comisión de Comercio y Fomento 
industrial

xxx. Comisión de marina 

Vii. Comisión de Comunicaciones y 
transportes

xxxi. Comisión de medalla Belisario Domínguez 

Viii. Comisión de Defensa nacional xxxii. Comisión de medio Ambiente, recursos naturales 
y Pesca 

ix. Comisión de Derechos Humanos xxxiii. Comisión de Población y Desarrollo 

x. Comisión de Desarrollo regional xxxiV. Comisión de Puntos Constitucionales 

xi. Comisión de Desarrollo rural xxxV. Comisión de recursos Hidráulicos 

xii. Comisión de Desarrollo Social xxxVi. Comisión de reforma Agraria 

xiii. Comisión de Desarrollo Urbano y 
ordenación territorial

xxxVii. Comisión de relaciones exteriores 

xiV. Comisión de Distrito Federal xxxViii. Comisión de relaciones exteriores, América del 
norte 

xV. Comisión de educación y Cultura xxxix. Comisión de relaciones exteriores, América latina 
y el Caribe 

xVi. Comisión de energía xl. Comisión relaciones exteriores, Asia-Pacífico 

xVii. Comisión de equidad y Género xli. Comisión de relaciones exteriores, europa y África 

xViii. Comisión de estudios legislativos xlii. Comisión de relaciones exteriores, organismos 
internacionales 

xix. Comisión de estudios legislativos, 
Primera

xliii. Comisión de relaciones exteriores, organizaciones 
no Gubernamentales internacionales 

xx. Comisión de estudios legislativos, 
Segunda

xliV. Comisión de Salud y Seguridad Social
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xxi. Comisión Fomento económico xlV. Comisión de trabajo y Previsión Social

xxii. Comisión de Gobernación xlVi. Comisión de turismo

xxiii. Comisión de Juventud y Deporte xlVii Comisión de Vivienda 

xxiV. Comisión de marina 

Las comisiones especiales, como su nombre lo indica, se crean para aten-

der una demanda concreta realizada en el pleno, y las bicamarales son 

reuniones de representantes de las dos cámaras para realizar estudios de 

iniciativas comunes. En el Senado, por ejemplo, funcionan la Comisión 

de concordia y pacificación para el estado de Chiapas; la encargada de la 

conmemoración del quincuagésimo aniversario del voto de la mujer en 

México; para atender la problemática de la sociedad de ahorro y présta-

mo del noroeste, denominada “El arbolito”; para el estudio de los siste-

mas de control de la administración y rendición de cuentas dentro de los 

poderes de la Unión; para impulsar medidas que eviten el mercado ilícito 

y el robo de combustibles en Petróleos Mexicanos; para la atención y se-

guimiento a las indagaciones del proceso que se sigue en torno al homi-

cidio del Lic. Luis Donaldo Colosio Murrieta; para la reforma del Estado; 

la que dará seguimiento a los asesinatos de mujeres en Ciudad Juárez; la 

de seguimiento al cumplimiento de los objetivos y fines del decreto por el 

que se expropiaron diversos ingenios azucareros; la transitoria tendiente 

a lograr un acercamiento en el conflicto de límites entre los estados de 

Colima y de Jalisco; la plural encargada de realizar acciones necesarias 

para promover una reunión internacional de parlamentarios en el marco 

de la Conferencia Internacional sobre el Financiamiento para el Desarro-

llo; y el Grupo Mundial de Parlamentarios para el Hábitat. 

En la Cámara de Diputados había 16 comisiones especiales y siete 

comités; entre ellos, la Comisión Especial de la Agroindustria Azucarera 

de México; la de Concordia y Pacificación; la que conozca y dé segui-

miento a las investigaciones relacionadas con los homicidios de mujeres 

perpetrados en Ciudad Juárez, Chihuahua, ocurridos desde 1993 hasta 

la fecha; la de reforma del Estado; la de seguimiento a los fondos apor-

tados por los trabajadores mexicanos braceros; la Sur-Sureste; así como 

el Comité conmemorativo del CCL aniversario del natalicio de don 
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Miguel Hidalgo y Costilla; el de estudios de Derecho e investigaciones 

parlamentarias; de estudios de las finanzas públicas; de estudios sociales  

y de opinión pública; y las comisiones bicamarales del canal de televi-

sión del Congreso de la Unión y del sistema de bibliotecas.

Los comités camarales son órganos auxiliares creados por disposición 

del Pleno, para realizar tareas diferentes a las de las comisiones; sólo du-

ran el tiempo estimado en su creación. Por ejemplo, para la orientación 

informativa, así como para el conocimiento y atención de las peticiones 

que formulen los ciudadanos a la Cámara o a sus órganos, se formó el 

Comité de Información, Gestoría y Quejas; para ayudar a la Junta de 

Coordinación Política en el ejercicio de sus funciones administrativas, se 

creó el Comité de Administración. Hay otros tipos de instancias creadas 

por el Pleno, como los “grupos de amistad” para la atención y seguimien-

to de los vínculos bilaterales con órganos de representación popular de 

países con los que México sostenga relaciones diplomáticas. 

Tercero, por la estructura de las comisiones de educación. La Comisión 

de Educación Pública y Servicios Educativos de la Cámara de Diputados 

se instaló el 19 de octubre del año 2001, la integraron 13 diputados del 

pri, 12 del pan, tres del prd, uno del psn y uno del pvem. La Presidencia 

de la Comisión le correspondió al pri, luego de que en la Legislatura an-

terior había sido del prd. El 15 de noviembre se conformaron cinco sub-

comisiones temáticas para desahogar las iniciativas rezagadas y plantear 

la nueva agenda educativa. Las subcomisiones son las siguientes: Ley 

General de Educación para destinar un monto anual equivalente a 8% 

del pib; Análisis y estudio de los espectáculos de debate o programas 

talk show; incorporación de los discapacitados a la educación regular; 

reformas y adiciones a diversas disposiciones en materia fiscal para el 

fomento de la lectura y el libro; y artículos de la Ley General de Educa-

ción para la creación del Consejo Nacional de Autoridades Educativas. 

Las subcomisiones son la primera aproximación de una posible agenda 

parlamentaria, que será, como es evidente, modificada ulteriormente en 

los debates cotidianos. 

La Comisión de Educación y Cultura del Senado de la República ini-

ció sus actividades el 12 de octubre del año 2000; quedó integrada por 

15 senadores, siete del pri, cinco del pan, dos del prd y uno del pvem. 
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Si bien formalmente no se formaron subcomisiones de estudio y segui-

miento, sí se elaboró una agenda inicial: la reforma constitucional para 

el derecho a la educación preescolar; una nueva legislación en educación 

superior; el sistema de evaluación educativa; el estatuto jurídico de la 

Comisión Nacional de Cultura (Conaculta); una nueva Ley del Patrimo-

nio Cultural; la cultura en la reforma hacendaria; la revisión del marco 

institucional de la Ley General de Cultura; el marco jurídico de la unam 

y del ipn. 

El trabajo legislativo se organiza en distintos tipos de reunión. Las 

sesiones de Congreso General, las de cada una de las cámaras, la de la 

Comisión Permanente, las sesiones extraordinarias, las sesiones secre-

tas, las reuniones de comisiones y los foros de debate y discusión orga-

nizados por las comisiones respectivas. Por otra parte, según el artículo 

96 de la Ley Orgánica del Congreso, las comisiones seguirán funcio-

nando durante los recesos del Congreso y los de la propia cámara, en el 

despacho de los asuntos a su cargo.

Los tiempos de discusión

El debate parlamentario está regulado tanto por los espacios en los que 

se presenta como por los tiempos en que se desarrolla. El tiempo legis-

lativo mexicano no corre al parejo del año natural, o cronológico, sino 

que tiene sus propias formas de contar, iniciar, terminar o alargarse. Los 

momentos en que se hacen las iniciativas de debate son tan importantes 

que definen incluso los espacios en que se inician, por tanto, las moda-

lidades y el trayecto que deberán seguir. Para empezar, el tiempo más 

general del Congreso es una Legislatura. El numeral 2 del artículo 2º de 

la Ley Orgánica del Congreso de la Unión dice que “El ejercicio de las 

funciones de los diputados y los senadores durante tres años constituye 

una legislatura.” Esta medida temporal tiene una función político-re-

presentativa, debido a que sólo alude a la duración del ejercicio de los 

diputados, pero también condiciona la vigencia de las propuestas he-

chas, aunque no las elimina, porque con demasiada frecuencia muchas 

se quedan archivadas; en ocasiones se consideran, pero lo más frecuente 



33

La arena parlamentaria

es que pasen a engrosar la pila de rezagos de la papelera de reciclaje. 

Por eso, el momento en que se presenta es tan importante en la polí-

tica parlamentaria, si una iniciativa no es recuperada en la Legislatura 

que se presentó, sus oportunidades de ser sancionada favorablemente 

son pocas, a menos que sea reciclada posteriormente en otro conjunto 

estratégico-discursivo; esto es lo que les pasó a las propuestas de refor-

ma constitucional del artículo 3º constitucional referente a la educación 

preescolar, que fueron presentadas desde finales de los años noventa y 

fueron recuperadas años más tarde por una nueva estrategia legislativa 

de los partidos políticos.

Durante el año, el Congreso de la Unión se reúne en dos periodos 

ordinarios de sesiones: el primero ocurre entre el 1 de septiembre y el 

15 de diciembre de cada año; el segundo, entre el 15 de marzo y el 30 de 

abril. En el primer periodo, las prioridades de la agenda legislativa están 

determinadas constitucionalmente, tratan del llamado “paquete econó-

mico”, en el que los diputados y senadores discuten los criterios generales 

de política económica y la ley de ingresos; los diputados, por su parte, 

tienen la facultad exclusiva de sancionar el decreto de presupuestos de la 

Federación. Las demás iniciativas de ley, de puntos de acuerdo, de debate 

y polémica de coyuntura, están subordinadas a las decisiones de política 

parlamentaria, los debates económicos no tienen fecha límite definida en 

la misma legislación para entrar en vigor. 

El año legislativo3

Sept. oct. nov. Dic. enero Feb. marzo Abril mayo Jun. Jul. Ag.

1 septiembre-15 diciembre
Primer Periodo ordinario  

de Sesiones

Comisión Permanente 15 marzo-30 abril
Segundo Periodo 

ordinario  
de Sesiones

Comisión Permanente

3 El 2 de agosto de 2004, se promulgó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto de Reforma del 
primer párrafo del artículo 65 constitucional que modifica el inicio de los periodos parlamentarios, 
para quedar como sigue: “El Congreso se reunirá a partir del 1o. de septiembre de cada año, para 
celebrar un primer periodo de sesiones ordinarias y a partir del 1o. de febrero de cada año para cele-
brar un segundo periodo de sesiones ordinarias”. El artículo 66 fija los límites de los periodos y sigue 
sin cambio: “Artículo 66.- Cada periodo de sesiones ordinarias durará el tiempo necesario para tra-
tar todos los asuntos mencionados en el artículo anterior. El primer periodo no podrá prolongarse 
sino hasta el 15 de diciembre del mismo año, excepto cuando el Presidente de la República inicie su 
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Durante los periodos de receso de las cámaras funciona la Comisión Per-

manente del Congreso de la Unión. El artículo 78 constitucional dice que 

estará integrada por 37 miembros, 19 diputados y 18 senadores con sus 

respectivos suplentes, nombrados en cada una de las cámaras antes de la 

clausura de los periodos ordinarios de sesiones. El proceso de instalación 

de la Comisión está normado por el artículo 118 de la Ley Orgánica del 

Congreso de la Unión: 

[…] el mismo día de la clausura de las sesiones ordinarias del Congreso General e 

inmediatamente después de esta ceremonia, los diputados y senadores que hubie-

ren sido nombrados como miembros de la Comisión Permanente, se reunirán en 

el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, bajo la presidencia de la persona 

a quien corresponda el primer lugar por orden alfabético de apellidos o de éstos y 

de nombres si hubiere dos o más apellidos iguales, con auxilio de dos secretarios de 

su elección, a fin de integrar la mesa directiva de la Comisión Permanente, para lo 

cual se nombrará por mayoría de votos un Presidente, un vicepresidente y cuatro 

secretarios; de éstos últimos, dos deberán ser diputados y dos senadores. 

La Comisión tiene facultades de representación del Congreso en los pe-

riodos de receso, entre sus atribuciones más relevantes se encuentran 

las de recibir durante el receso del Congreso de la Unión las iniciativas 

de ley y proposiciones dirigidas a las cámaras y turnarlas para dictamen 

a las comisiones de la Cámara a la que vayan dirigidas; emitir la convo-

catoria del Congreso o de una sola Cámara a sesiones extraordinarias, 

siendo necesario en ambos casos el voto de las dos terceras partes de los 

individuos presentes; así como de conocer y despachar todos los asun-

tos de su competencia. En la Comisión se realizan debates de coyuntura, 

se presentan y turnan iniciativas, aunque no se sancionan; por eso, el de-

bate en la Comisión Permanente es más político que legislativo, aunque 

sirve de espacio de presentación y recepción de las iniciativas que serán 

turnadas a las comisiones de la Cámara a la que vayan dirigidas. 

encargo en la fecha prevista por el artículo 83, en cuyo caso las sesiones podrán extenderse hasta 
el 31 de diciembre de ese mismo año. El segundo periodo no podrá prolongarse más allá del 30 de 
abril del mismo año”.
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En el caso de que los periodos ordinarios de sesiones no alcancen 

a cubrir la agenda legislativa pactada, la Comisión Permanente po-

drá citar a periodos extraordinarios de sesiones, con una agenda y un 

tiempo estrictamente delimitados. Durante ese tiempo no se podrá 

debatir ningún otro asunto. En la LVIII Legislatura, la Comisión Per-

manente llamó a un periodo extraordinario de sesiones 17 de diciem-

bre del año 2001. La discusión presupuestal y de Ley de Ingresos fue 

el motivo principal para la apertura del periodo extraordinario, pero 

también había un conjunto de iniciativas vinculadas de diverso modo 

al “paquete fiscal”, por lo que también se incorporaron a la agenda 

extraordinaria, al igual que algunas minutas pendientes en la Cámara 

de Senadores, como la reforma a la Constitución Política de los Es-

tados Unidos Mexicanos, en materia del artículo 3o. constitucional: 

educación preescolar, la Ley del Servicio Exterior, las reformas a la 

Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros y 

la Ley Federal de Instituciones de Fianzas, las reformas a la Ley del 

Contrato de Seguro, entre otras. El 17 de diciembre, la Comisión Per-

manente emitió un decreto mediante el cual se convocó al Congreso 

de la Unión a un periodo de sesiones extraordinario durante el primer 

receso del segundo año de ejercicio de la LVIII Legislatura, con el ob-

jeto de ocuparse de los siguientes temas: 

 1. Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2002. 

 2. Reformas a diversas disposiciones de carácter fiscal y tributario 

(paquete fiscal). 

 3. Legislación presupuestal. 

 4. Presupuesto de Egresos de la Federación Ejercicio Fiscal 2002. 

 5. Reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-

canos en materia de planeación presupuestal y tributaria. 

 6. Reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-

canos en materia del artículo 3o. constitucional: educación pre-

escolar. 

 7. Minuta de la Cámara de Senadores sobre la Ley del Servicio Ex-

terior. 

 8. Legislación en materia de husos horarios. 
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 9. Minuta de reformas a la Ley General de Instituciones y Socieda-

des Mutualistas de Seguros y la Ley Federal de Instituciones de 

Fianzas. 

10. Minuta de reformas y adiciones a la Ley del Contrato de Seguro. 

11. Minutas de Ley para Regular las Sociedades de Información 

Crediticia. 

12. Reformas y adiciones a la Ley Aduanera. 

13. Reformas y adiciones a diversas disposiciones del Código Penal 

Federal, en materia de delitos contra el ambiente. 

14. Legislación en materia de comercio exterior.4

El periodo extraordinario de sesiones inició a las 11 horas del día 20 de 

diciembre de 2001 y terminó a las 9:15 horas del 1 de enero de 2002. 

Un reporte de la sesión de clausura en la Cámara de Diputados dice lo 

siguiente:

[…] Dictámenes aprobados: 

• 1 de las comisiones de Puntos Constitucionales y de Educación Pública y Servicios 

Educativos, con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 

3o. párrafo primero fracciones III, V y VI y 31 fracción I, de la Constitución Polí-

tica de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de educación preescolar. Pasa al 

Senado para los efectos del inciso e del artículo 72 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 

• 1 de la Comisión de Relaciones Exteriores, con proyecto de decreto por el que se 

reforman diversas disposiciones de la Ley del Servicio Exterior Mexicano. Pasa a la 

Cámara de Senadores, para los efectos del artículo 72, inciso e, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que 

reforma diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Sobre la Renta; 

• 1 de la Comisión de Energía, con proyecto de decreto que establece el horario 

estacional que se aplicará en los Estados Unidos Mexicanos. Pasa a la Cámara de 

Senadores para los efectos constitucionales; 

4 Según el artículo 2 numeral 2 de la Ley Orgánica del Congreso, el año legislativo se computa del 
1 de septiembre al 31 de agosto siguiente. 



37

La arena parlamentaria

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que re-

forma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Federal de Derechos. Pasa 

a la Cámara de Senadores para los efectos constitucionales; 

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto por el 

que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Aduanera. 

Pasa al Poder Ejecutivo para los efectos constitucionales; 

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que 

reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Especial 

Sobre Producción y Servicios. Pasa a la Cámara de Senadores para los efectos cons-

titucionales; 

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público con proyecto de Ley de Ingresos 

de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2002. Pasa a la Cámara de Senadores para 

los efectos constitucionales; 

• 1 minuta proyecto de decreto que establece, reforma, adiciona y deroga diversas 

disposiciones fiscales, respecto a la Ley del Impuesto Sobre la Renta, para los efectos 

del inciso e del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-

canos. Se le dispensan todos los trámites; 

• 1 minuta proyecto de decreto que reforma la Ley del Impuesto Especial Sobre Pro-

ducción y Servicios, para los efectos del inciso e del artículo 72 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se le dispensan todos los trámites; 

• 1 minuta proyecto de Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 

2002, para los efectos del inciso e del artículo 72 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. Se le dispensan todos los trámites; 

• 1 de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con proyecto de Presupuesto 

de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2002. Pasa al Poder Ejecutivo 

para los efectos constitucionales.5 

El 3 de febrero de 2002, la Comisión Permanente convocó a la Cámara 

de Senadores a un periodo extraordinario de sesiones a realizarse en el 

primer receso del segundo año de ejercicio de la LVIII Legislatura, con 

el propósito de sancionar la minuta que establece el horario estacional 

5 Cfr. Diario Oficial de la Federación, México, 19 de diciembre de 2001.
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en el país.6 La apertura se realizó el 20 de febrero, duró únicamente una 

sesión. 

Las regulaciones político-discursivas 

La función más importante del Congreso de la Unión es legislar, elabo-

rar leyes y decretos de observancia general; el debate parlamentario, en 

consecuencia, consistiría en las tácticas y estrategias político-discursivas 

realizadas por los representantes populares sobre las iniciativas de crea-

ción, adición, reforma o derogación de leyes, reglamentos y decretos. 

Sin embargo, esta definición general del debate es reducida porque sólo 

considera el aspecto jurídico-institucional de las propuestas de debate; 

lo cierto es que en la arena parlamentaria se realizan debates que reba-

san el ámbito jurídico y forman más bien un subconjunto particular del 

debate político general. Así, a las actividades propiamente legislativas, 

se les debe incorporar, añadir o vincular, un abanico muy amplio de 

jugadas político-discursivas que tienen propósitos muy diversos. Hay, 

ciertamente, las iniciativas para realizar cambios en el corpus jurídico de 

la nación, pero también intervenciones para llamar la atención sobre un 

problema, para realizar pronunciamientos generales, para conmemorar 

fechas importantes, para polemizar sobre aspectos de coyuntura, para 

denunciar atropellos, para establecer posiciones, para comunicar acuer-

dos, etc. Los debates son heterogéneos, en tiempo, lugar, tema y circuns-

tancia, pueden hacerse en torno a iniciativas de ley, puntos de acuerdo, 

informes, problemas actuales, comparecencias de secretarios de Estado 

y realizarse tanto en las plenarias generales, reuniones de comisión, o de 

comisiones unidas, en coloquios, foros, talleres, seminarios. Las temá-

ticas son muy variadas y dependen de circunstancias, programas, situa-

ciones, demandas, proyectos. 

El debate parlamentario tiene múltiples formas. La más general es 

la de las iniciativas de ley, la más trascendente y explícita del trabajo 

6 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados, México, Año 11, No. 6, Periodo de Sesiones 
Extraordinarias, diciembre 31, 2001.
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legislativo en la que se reforman, adicionan, derogan, abrogan o crean 

diversos códigos jurídicos; pero no es la única, hay otras con propósitos 

y alcances diferentes, por ejemplo, cuando se trata de formular proble-

mas, hacer llamadas de atención o pedir explicaciones, se presentan los 

puntos de acuerdo; existen también las intervenciones en tribuna para 

denunciar hechos, recordar acontecimientos o tratar los asuntos del día; 

y las comunicaciones de los congresos estatales, para excitar la toma de 

decisiones, apoyar iniciativas de ley, advertir las repercusiones de una 

propuesta o resaltar la importancia de un tema. Estas formas del debate 

parlamentario tienen diferente significado, es cierto, pero entre todas 

van delineando los puntos de la agenda educativa, sus tiempos y jerar-

quías. Es un proceso conflictivo, a veces confuso, que avanza lentamente 

o a sobresaltos, con retrasos y olvidos; un proceso que va configurando 

el corpus jurídico de la educación en México. 

Desde una perspectiva estrictamente empírica, el debate puede pare-

cer caótico, que atiende a coyunturas y propuestas momentáneas, que no 

tiene un orden preciso ni responde a propuestas establecidas con antela-

ción que correspondan a planes o programas generales de los diferentes 

actores representados en las cámaras; en realidad, la heterogeneidad del 

debate es una característica inmanente a la actividad parlamentaria de 

las democracias representativas; la aleatoriedad y contingencia de las 

iniciativas parlamentarias es un efecto resultante del sistema de la repre-

sentación política, del juego partidario y del conjunto de normas cons-

titucionales y reglamentarias que lo regulan y procesan. 

La reglamentación del debate es formal y tácita. Se encuentra tanto en 

la Ley Orgánica del Congreso de la Unión, en los reglamentos interiores 

de las cámaras, y en los acuerdos parlamentarios, en los pactos políti-

cos ad hoc, y en la cultura política, en los rituales, en las costumbres, en 

los usos. Las regulaciones parlamentarias son formas político-discursi-

vas de control de los enunciados legislativos. Una suerte de economía po-

lítica de los discursos parlamentarios, en la que se producen, distribuyen, 

circulan y consumen las iniciativas de los que intervienen en los debates. 

Los controles de enunciación parlamentaria se presentan en los diferen-

tes momentos del trayecto legislativo. En el caso de las iniciativas de ley, 

por ejemplo, las fases del debate se encuentran en la siguiente figura: 
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Los controles discursivos aparecen desde la producción misma de la 

iniciativa. ¿Quiénes tienen la facultad de presentar iniciativas en el 

Congreso? El artículo 71 constitucional restringe el derecho de ini-

ciar leyes o decretos al Presidente de la República; a los diputados y 

senadores, al Congreso de la Unión, y a las Legislaturas de los estados. 

Es un primer cerco coactivo del debate, sólo podrán intervenir los ac-

tores definidos por la ley. Desde luego, estos son los procedimientos 

formales, las reglas escritas, el protocolo de la legitimidad podría de-

cirse; sin embargo, las iniciativas de ley son la traducción jurídica de 

Fuente: Cámara de Diputados.

Sesión del Pleno
1a. Lectura
Se da lectura al dictamen por los secretarios de la mesa.
2a. Lectura
Se lee ante el Pleno y un miembro de la Comisión lo fun-
damenta. Cada Grupo Parlamentario expone su posición.

Discusión
• en la misma sesión se procede a la discusión de la ini-

ciativa, primero en lo general (o sea en su conjunto), y 
después en lo particular cada uno de los artículos.

• los legisladores hablan alternativamente a favor o en 
contra de la iniciativa.

• Agotado el orden de los oradores, la Asamblea, me-
diante votación económica, determina si esta suficien-
temente discutida en lo general.

• Si así lo considera, se procede a la votación nominal 
del Dictamen en lo general.

Votación en lo general
• Cada legislador se pone de pie dice su nombre y el 

sentido de su voto.
• Concluida la votación se procede al cómputo de los 

votos.
• el Presidente de la mesa proclama los resultados y 

declara si la iniciativa ha sido aprobada en lo general.

Discusión y votación en lo particular
• Se procede, en su caso, a la discusión en particular de 

los artículos impugnados.
• Concluida la discusión de los artículos reservados, y si 

la Asamblea lo determina, se inicia la votación nominal 
de los mismos.

• el Presidente de la mesa proclama los resultados y de-
clara si la iniciativa ha sido aprobada en lo particular.

Aprobación
Concluida la votación en lo general y lo particular, 
el Presidente de la mesa proclama el resultado de 
la misma y, en su caso, declara aprobado el proyec-
to de ley o decreto y ordena su envío a la Cámara 
revisora.

Cámara Revisora
• la Cámara revisora recibe de la Cámara de 

origen la minuta del Dictamen con proyecto 
de decreto de la iniciativa y se somete inter-
namente al mismo procedimiento descrito para 
la Cámara de origen.

• Aprobada una iniciativa por la Cámara revisora, 
el Presidente de la mesa directiva acuerda su en-
vío al Poder ejecutivo para sus efectos constitucio-
nales.

Poder Ejecutivo
Si el titular del ejecutivo no tuviera observaciones 
que hacer, lo publicará en el Diario Oficial de la 

Federación.

PUBLICACIÓN EN EL DIARIO OFICIAL  

DE LA FEDERACIÓN
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una política, el momento de formalización normativa de la atención 

a un problema político-gubernamental, en el que intervienen, como 

se sabe, diferentes fuerzas y actores. Así que el momento de la legi-

timidad de enunciación, es decir, de la pertinencia del origen de las 

iniciativas legislativas está circunscrito, es un valladar infranqueable: 

nadie puede presentar iniciativas de ley, con excepción de los que de-

tentan el poder de la representación popular. El filtro en la producción 

enunciativa limita las propuestas legislativas, sin duda, pero abre tam-

bién la posibilidad de múltiples formas de intervención de los poderes 

económicos, corporativos y sociales en el parlamento, es la práctica 

del lobby, de los promotores de otras fuerzas sociales no representati-

vas, sino interesadas, localizadas, en la presentación y discusión de las 

iniciativas de ley. El principio de la representación popular, entonces, 

está trastocado, produce efectos negativos en la generación de iniciati-

vas de ley e incentiva la formación de asociaciones perversas entre los 

representantes populares y los representantes de intereses particulares 

en el Poder Legislativo. La primera malla discursiva en el Parlamento 

es una forma matizada de la perversión del poder representativo. 

Una segunda modalidad de los controles discursivos se encuentra 

en la distribución de las iniciativas de ley. La Constitución señala que 

las iniciativas presentadas por el Presidente de la República, por las le-

gislaturas de los estados o por las diputaciones de los mismos, pasarán 

desde luego a comisión. Para formar parte del debate legislativo, sólo 

se considerarán las iniciativas que sean recibidas, discutidas y sancio-

nadas por las comisiones. El artículo 60 del Reglamento Interior para 

el Gobierno del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos 

tajantemente señala que ninguna proposición o proyecto podrá discu-

tirse sin que primero pase a la comisión o comisiones correspondientes 

y éstas hayan dictaminado. La única excepción del caso es cuando los 

asuntos se consideren de urgente o de obvia resolución, calificada por 

el voto de las dos terceras partes de los individuos de la Cámara que 

estén presentes, entonces se podrá dar curso a las proposiciones o pro-

yectos en hora distinta a la señalada y ponerlos a discusión inmediata-

mente después de la lectura. En el caso de las peticiones de particulares, 

corporaciones o autoridades que no tengan derecho de iniciativa, se 
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mandará pasar directamente por el Presidente de la Cámara a la comi-

sión que corresponda, según la naturaleza del asunto de que se trate. 

Las comisiones dictaminarán si se toman en cuenta o no. 

La tercera serie de regulaciones se encuentra en los procedimientos 

de discusión y sanción legislativa. La Ley Orgánica del Congreso y el 

Reglamento Interior son muy amplios y detallados en los modos en que 

se realiza el debate parlamentario. Distinguen, de entrada, las formas 

del debate y las someten a valoraciones diferentes. Las iniciativas de ley 

siguen el trayecto señalado anteriormente, pero el artículo 58 del Regla-

mento da un tratamiento diferente a las que no son. Las propuestas que 

no son presentadas por uno o más individuos de la Cámara, se presenta-

rán por escrito y firmadas por sus autores al Presidente de la Cámara, y 

serán leídas una sola vez en la sesión en que sean presentadas. Podrá su 

autor, o uno de ellos si fueren varios, exponer los fundamentos y razones 

de su proposición o proyecto; hablarán una sola vez dos miembros de la 

Cámara, uno en pro y otro en contra, prefiriéndose al autor del proyecto 

o proposición; se preguntará a la Cámara si admite o no a discusión la 

proposición. En el primer caso se pasará a la comisión o comisiones  

a quienes corresponda, y en el segundo se tendrá por desechada.

Después de la especificación tipológica, la discusión en comisiones 

sigue una serie de pautas precisas, contenidas en lo general en el Regla-

mento Interior, ¡que data de 1943! Aquí empieza una tensión perma-

nente entre las reglas escritas y las no escritas, entre las normas, los usos 

y las costumbres. En primer lugar, aparecen las cuestiones del tiempo. 

Según el artículo 87, toda Comisión debería presentar dictamen en los 

negocios de su competencia, dentro de los cinco días siguientes al de 

la fecha en que los haya recibido; en el artículo 91 se encuentran las 

excepciones del caso y los procedimientos consecuentes, que consisten 

en comunicar la suspensión o prórroga del dictamen, de no hacerlo, 

la Secretaría será la responsable de hacérselo saber al Presidente de la 

Cámara, a fin de que acuerde lo conveniente. Los tiempos límite se ne-

gocian, de manera tácita o explícita. En segundo lugar, están las condi-

ciones para elaborar el dictamen. El artículo 88 advierte que para que 

haya dictamen de comisión, éste deberá ser firmado por la mayoría de 

los individuos que la componen. Si alguno o algunos de ellos desistie-
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sen del parecer de dicha mayoría, podrán presentar voto particular por 

escrito. En tercer lugar, sigue la cuestión de las convocatorias para las 

reuniones de discusión y realización de los dictámenes, una fuente per-

manente de conflicto, pues la información de reuniones de debate y san-

ción, de resolución y firma, siempre es una herramienta en los debates 

políticos. El artículo 93 del reglamento señala que es el Presidente de la 

Comisión quien citará a los miembros para el despacho de los negocios 

de su incumbencia, sólo podrán funcionar con la mayoría de los in-

dividuos que las forman. En cuarto lugar están los procedimientos de 

validación de los dictámenes de las comisiones, los que se presentarán 

al Pleno. Una vez que estén firmados los dictámenes por la mayoría de 

los miembros de las comisiones encargadas de un asunto, se imprimirán 

junto con los votos particulares, si los hubiere, y se remitirán a los dipu-

tados o senadores, según corresponda, para su conocimiento y estudio; 

pero en el caso de que los dictámenes no lleguen a ser presentados al 

Pleno durante la Legislatura que los recibió, quedarán a disposición de 

la siguiente Legislatura, con el carácter de proyectos. En quinto lugar 

está la discusión de los dictámenes en el Pleno de las cámaras. Aquí se 

sigue un procedimiento tortuoso y difícil. 

Hay que pasar primero el filtro de la Junta de Coordinación Política 

(jcp), que organiza las órdenes del día y el debate parlamentario. La jcp 

está conformada por los coordinadores de los grupos parlamentarios, es 

la “expresión de la pluralidad de la Cámara; por tanto, es el órgano co-

legiado en el que se impulsan entendimientos y convergencias políticas 

con las instancias y órganos que resulten necesarios a fin de alcanzar 

acuerdos para que el Pleno esté en condiciones de adoptar las decisio-

nes que constitucional y legalmente le corresponden “[…] Atribucio-

nes […] a) Impulsar la conformación de acuerdos relacionados con  

el contenido de las propuestas, iniciativas o minutas que requieran de su 

votación en el Pleno, a fin de agilizar el trabajo legislativo.7 La jcp garan-

tiza, de algún modo, la organización del trabajo, filtra las propuestas y 

ordena la discusión, es un espacio de enfrentamientos, de acuerdos, ne-

7 Cfr. Diario de los Debates de la Cámara de Diputados, Comisión Permanente, México, Año II, No. 
9, miércoles 13 de febrero de 2002.
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gociaciones y desacuerdos; pero sólo pueden tramitarse los acuerdos 

logrados en ella. Incluso los dictámenes positivos pueden prorrogarse 

por las discusiones en la jcp. Una vez integrado en el orden del día de 

una sesión, el dictamen inicia con la primera lectura. Si no se considera 

de obvia y urgente resolución, o si no se plantea una moción suspensiva, 

la discusión y votación se hará en la segunda lectura, que puede ser en 

esa misma sesión, si se dispensa su lectura, o en otra, lo que abre más 

tiempo para las disputas parlamentarias.

Los participantes

Las reglas del espacio parlamentario establecen las condiciones en que se 

desarrollan las jugadas político-discursivas en el Poder Legislativo. Los 

participantes son los diputados y senadores, el jefe del Ejecutivo, los fun-

cionarios de la administración pública federal, responsables de iniciativas, 

consultores y lobbysts, asesores y trabajadores del Congreso, los partidos 

políticos y los medios de comunicación y, en general, todas las organiza-

ciones políticas y sociales involucradas en iniciativas de ley o propuestas 

de otro tipo que sean presentadas en el Congreso de la Unión. 

Los debates en el Parlamento son parte del debate político general en 

varios sentidos: primero, porque la tarea legislativa se da una vez que se 

define la estrategia de atención a un problema político-gubernamental. 

Las iniciativas de ley son la traducción jurídica de un dispositivo de 

gobierno, la forma normativa general de una resolución política. La ley 

es parte de los instrumentos de gobierno para resolver un problema; la 

preceden tanto las batallas para la definición del mismo problema como 

las diferentes estrategias de solución propuestas, el papel y lugar que 

juega en ellas, las características que asume (nueva ley, decreto, refor-

ma), el momento, las circunstancias, los promotores, los receptores, los 

que participan en los debates, los que elaboran el dictamen respectivo y 

en general todos los legisladores. 
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La formación de una ley sigue un trayecto más largo que el referi-

do en las regulaciones internas del Congreso, inicia en el exterior, en la 

formulación del problema político primero, luego gubernamental, que 

se quiere atender o resolver; por tanto, los participantes en el juego le-

gislativo no son sólo los legisladores o el Poder Ejecutivo, sino las fuer-

zas sociales y los actores políticos involucrados en la formulación de un 

problema y su resolución legislativa. Desde una perspectiva estratégica, 

es decir, política de largo plazo, los debates parlamentarios son parte del 

debate político general; pero en un sentido inmediato, gubernamental: 

se trata de leyes o decretos que forman parte de un programa, de un con-

junto de técnicas, tácticas, mecanismos e instituciones que se articulan 

para enfrentar problemas de gobierno, problemas específicos, por eso los 

modelos generales del tipo sociedad política-sociedad civil-partidos no 

son útiles, ignoran la formación de los problemas políticos y disuelven 

los enfrentamientos en formulaciones vacías del tipo consenso o coer-

ción. En realidad, los participantes en el debate parlamentario son menos 

figuras generales y abstractas que individuos, organizaciones y fuerzas 

sociales que se involucran de diferente manera en las distintas etapas o 

momentos de la trayectoria de las iniciativas de ley, incluso antes de su 

traducción jurídica, en la etapa de formulación del problema político, 

luego gubernamental, más tarde programático, entonces normativo y de 

ahí pasa a seguir el trayecto específicamente legislativo, en el que también 

se inmiscuyen fuerzas extraparlamentarias, desde los consultores hasta 

los lobbysts, los expertos y, desde luego, los diputados y senadores.

En cada una de las fases los participantes son muchos, o distintos, juegan 

con las reglas propias de cada momento o institución, y van decantando 

las soluciones programáticas y su traducción jurídica. Luego entran en la 

vorágine parlamentaria, con sus reglas, rituales, usos y costumbres, ahí 

Formación de las propuestas legislativas

Definición 
gubernamental  
(Programas)

traducción 
jurídica 
(iniciativas de ley)

trayecto 
legislativo

Formación  
del problema
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les imprimen sus formas de actuar, decidir, pensar y combatir. No se pue-

den establecer listados previos o generales, cada propuesta, cada jugada, 

traza su propia historia, es necesario efectuar estudios de caso para cada 

iniciativa, para captar las regularidades, los movimientos de fondo, las 

estrategias político-discursivas generales que forman escisiones políticas, 

fuerzas sociales o enfrentamientos de largo alcance. 

En cada caso, los participantes extra-parlamentarios son distintos, 

responden a los intereses y repercusiones del problema y la ley que se 

atienden; pero los representantes populares tienen tiempos y atribucio-

nes específicas que marcan las características de cada legislatura, que le 

otorgan sello particular y trascendencia única. La LVIII Legislatura del 

Congreso de la Unión, por ejemplo, es la denominada “legislatura de la 

alternancia”, para destacar el momento en que el Partido Revolucionario 

Institucional por primera vez fue vendido en una contienda electoral por 

la Presidencia de la República. Aunque la Alianza por el Cambio, confor-

mada por el pan y el pvem, no obtuvo mayoría en el Congreso, ni en la 

Cámara de Diputados ni en la de Senadores, alcanzó una presencia muy 

significativa en las dos cámaras, muy similar a la del pri. 

En el Congreso, los diputados y senadores forman grupos parlamen-

tarios según lo dispuesto por el artículo 70 constitucional. El Grupo 

Parlamentario es el conjunto de diputados según su afiliación de parti-

do, a efecto de garantizar la libre expresión de las corrientes ideológicas 

en la Cámara; se integra por lo menos con cinco diputados y sólo podrá 

haber uno por cada partido político nacional que cuente con diputados 

en la Cámara. Está representado por un coordinador, quien expresa  

la voluntad del Grupo, promueve los entendimientos necesarios para la 

elección de los integrantes de la Mesa Directiva; y participa con voz y 

voto en la Junta de Coordinación Política y en la Conferencia para la Di-

rección y Programación de los Trabajos Legislativos. Si en el transcurso 

de la legislatura algún diputado o senador deja de pertenecer, o no se 

inscribe, a un Grupo Parlamentario, será considerado como diputado o 

senador sin partido, debiéndosele guardar las mismas consideraciones 

que a todos los legisladores. 
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La integración de la lviii legislatura

Los grupos parlamentarios de la LVIII Legislatura sufrieron modifica-

ciones menores en los tres años de ejercicio, no se alteraron de manera 

significativa, pero entre el 1 de septiembre del año 2000 y el 31 de agosto 

de 2003 no fueron los mismos. Las modificaciones son cambios en el 

número de los integrantes y en la existencia de legisladores sin adscrip-

ción partidaria. En el siguiente cuadro se consigna la conformación de 

la LVIII Legislatura de la Cámara de Diputados, según el último reporte, 

de noviembre del año 2002.

Los grupos parlamentarios

Grupos parlamentarios de la LVIII Legislatura 

Cámara de Diputados

Partido Diputados Porcentaje

Partido Acción nacional (PAn) 205 41.0

Partido revolucionario institucional (Pri) 208 41.6

Partido de la revolución Democrática (PrD) 54 10.8

Partido del trabajo (Pt) 8 1.6

Partido Verde ecologista de méxico (PVem) 17 3.4

Partido de la Sociedad nacionalista (PSn) 3 0.6

Partido Convergencia por la Democracia (CDPPn) 1 0.2

Partido Alianza Social (PAS) 2 0.4

independiente 2 0.4

total 500 100

Fuente: Cámara de Diputados. Última fecha de actualización, 12 de noviembre de 2002.

Como se observa, ningún partido alcanzó la mayoría simple, ni siquiera 

podía alcanzarse sumando los votos de la Alianza por el Cambio, que 

no tenía ninguna formalidad institucional en el Legislativo, pero podría 

suponer una mayoría que permitiera armonizar la agenda del Ejecutivo 
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con la del Legislativo; por el contrario, ni se mantuvo la alianza electoral 

que llevó a Vicente Fox a la Presidencia de la República, ni en el Con-

greso podía mantenerse una fuerza mayoritaria, por lo que se generó 

una situación inestable dentro de la Cámara de Diputados y en sus re-

laciones con el Ejecutivo. A esto se le ha llamado la alternancia con un 

“gobierno dividido” y un “gobierno sin mayoría”, porque el titular del 

Ejecutivo proviene del pan, y ni éste ni otro partido alcanzó la mayoría 

en la Cámara de Diputados. 

En la Cámara de Senadores sucedió algo parecido, a pesar del cre-

cimiento en las senadurías alcanzadas por la Alianza por el Cambio, ni 

pudo alcanzar la mayoría ni tampoco mantuvo relaciones estables o una 

agenda común. 

Grupos parlamentarios de la LVIII Legislatura  
Cámara de Senadores

Grupo parlamentario
Mayoría 
relativa

Primera  
minoría

Representación 
proporcional

Total

Partido Acción nacional (PAn) 27 10 9 46

Partido de la revolución institucional (Pri) 32 15 13 60

Partido de la revolución Democrática (PrD) 4 7 5 16

Partido Verde ecologista de méxico (PVem) 1 0 4 5

Sin grupo 0 0 1 1

totAl 64 32 32 128

Fuente: Cámara de Senadores.

Las comisiones de educación

Las fuerzas legislativas se encuentran dispuestas en los grupos parla-

mentarios, pero los individuos se distribuyen en las comisiones legis-

lativas señaladas en el capítulo anterior. Los que directamente participan 

en el diseño de la agenda educativa, la discusión y la elaboración de los 

dictámenes, son los que participan en las comisiones de educación de  

la Cámara de Diputados, así como en las legislaturas estatales, en el caso 
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que presenten iniciativas de leyes federales o en la sanción de las refor-

mas constitucionales. 

Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos 
Cámara de Diputados

Nombre
Grupo 

parlamentario
Nombre

Grupo 
parlamentario

enrique meléndez Pérez. Presidente Pri ramón león morales PrD

Jorge luis García Vera. Secretario Pri José Carlos luna Salas PAn

Alfonso Vicente Díaz. Secretario PAn Héctor méndez Alarcón PAn

óscar ochoa Patrón. Secretario PAn maría Cristina moctezuma lule PVem

miguel Bortolini Castillo. Secretario PrD miguel Ángel Donaciano moreno tello Pri

Celita trinidad Alamilla Padrón PAn rodolfo ocampo Velázquez PAn

luis Artemio Aldana Burgos Pri José ramírez Gamero Pri

Silvia Álvarez Bruneliere PAn eduardo rivera Pérez PAn

Alberto Anaya Gutiérrez Pt José del Carmen Soberanis González Pri

Hotensia Aragón Castillo PrD Gerardo Sosa Castelán Pri

rosa elena Barduy isaac Pri José maría tejeda Vázquez PAn

norma enriqueta Basilio Sotelo Pri Fernando Ugalde Carmona PAn

Juan nicolás Callejas Arroyo Pri olga margarita Uriarte rico Pri

Cutberto Cantorán espinosa Pri maría isabel Velasco ramos PAn

José manuel Correa Ceseña Pri nahum ildelfonso Zorrilla Cuevas Pri

Fuente: Cámara de Diputados. Durante los tres años de la LVIII Legislatura, la comisión sufrió 
modificaciones menores en su integración, se presenta la integración final.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos quedó inte-

grada por 13 diputados del pri, 12 del pan, tres del prd, uno del pt y del 

pvem. La Mesa Directiva de la Comisión se formó con dos representan-

tes del pri, dos del pan y uno del prd. La Presidencia le correspondió al 

diputado Enrique Meléndez Pérez, del pri, diputado electo por mayoría, 

en el distrito 6 de Tamaulipas. En una posición de la línea oficial del 

sindicato magisterial, Enrique Meléndez era el secretario general de la 

sección XXX del snte, en Tamaulipas. Jorge Luis García Vera, también 

del pri, fue el primer secretario. Llegó a la cámara por la vía proporcio-
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nal. Los secretarios provenientes del pan eran Óscar Ochoa Patrón y Al-

fonso Vicente Díaz. El primero fue electo por la vía de la representación 

proporcional, ocupó la Presidencia Municipal de Agua Prieta, Sonora, 

en el periodo 1994-1997. Al término de la LVIII Legislatura, fue enviado 

como delegado de la sep en Sonora. Alfonso Vicente Díaz es origina-

rio de Puebla, donde ganó por mayoría el distrito electoral número 12; 

cuando terminó su periodo legislativo se convirtió en el representante en 

Puebla. Por su parte, el secretario del prd, Miguel Bortolini Castillo fue 

electo por mayoría en distrito 23 de la Ciudad de México. En las eleccio-

nes del año 2003 ganó la Delegación Coyoacán del Distrito Federal.

Las funciones educativas en la Cámara de Senadores se ligan con 

las culturales en general, por lo que su agenda se vuelve más compleja 

y difícil. La integración de la Comisión de educación y Cultura de la 

LVIII Legislatura incorporó ex gobernadores del pri, un ex secretario 

de educación pública, varios dirigentes del snte, de la línea oficial y sus 

aliados más próximos del prd, algunos pretendientes a la gubernatura 

de sus estados –el caso más claro era el del Presidente de la Comisión, 

el senador por Nuevo León, José Natividad González Parás–, y algunos 

ideólogos de la derecha panista. 

Comisión de Educación y Cultura 
Cámara de Senadores

Nombre Grupo parlamentario

José natividad González Parás. Presidente Pri

marco Antonio Adame Castillo. Secretario PAn

Armando Chavarría Barrera. Secretario PrD

manuel Bartlett Díaz Pri

Joaquín Cisneros Fernández Pri

Addy Joaquín Coldwell Pri

miguel Ángel navarro Quintero Pri

roberto Pérez de Alva Blanco Pri

tomás Vázquez Vigil Pri

Salvador Becerra rodríguez PAn

Guillermo Herbert Pérez PAn
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Felipe de Jesús Vicencio Álvarez PAn

marco Antonio xicoténcatl reynoso PAn

José moisés Castro Cervantes PrD

roque González Salazar. Secretario Técnico

Fuente: Cámara de Senadores.

Las comisiones educativas en los estados

Por último, en las legislaturas estatales, las comisiones de educación mani-

fiestan una gran diversidad en sus atribuciones, funciones y responsabili-

dades, las hay responsables únicamente de los servicios educativos, pero 

también están las que incorporan las actividades culturales y artísticas, 

las técnicas y científicas, en algunos casos relacionan la educación con los 

asuntos juveniles y en otros mantienen la relación decimonónica entre la 

educación y la justicia. A pesar de que durante la LVIII Legislatura del 

Congreso Federal no se presentó ninguna iniciativa de ley proveniente 

de los congresos estatales, participaron frecuentemente con excitativas, 

recomendaciones, comunicaciones y solicitudes a las dos cámaras, y, des-

de luego, se involucraron en las discusiones de las reformas constitucio-

nales en educación. Por esta razón, incorporamos en el siguiente cuadro 

a los presidentes de las comisiones estatales que atienden las cuestiones 

educativas. Habida cuenta de que los procesos electorales en los estados 

tienen sus propios tiempos, señalamos también las legislaturas que com-

prenden los periodos más cercanos a la federal. 

Presidentes de las comisiones de educación en las legislaturas estatales

Estado Nombre Comisión Legislatura Periodo

Aguascalientes Juan Francisco ovalle Peña educación y Cultura LVII 15 /xi/98 – 
15/xi/01

Baja California David Gutiérrez Piceno
luz Argelia Paniagua Figueroa

educación y Cultura xVi
xVii

01/10/98 –  
30/09/01;

01/10/01 –  
30/09/04

Baja California 
Sur

Pedro Graciano osuna lópez
Jorge enrique Cancino Villavicencio

Asuntos educativos  
y de la Juventud

ix
x

15/03/99 –
14/03/02;

15/03/02 –
14/03/05
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Campeche César iván Arcila Amézquita educación, Cultura  
y Deporte

LVII 01/10/00 –
30/09/03

Chiapas Vicente tovilla molina Guilmar 
Sarmiento Gutiérrez

educación lx
lxi

16/11/98 –
15/11/01

15/11/01 –
14/11/04

Chihuahua Cesáreo Valles machuca
Víctor manuel rivera Pérez

educación Pública, 
Ciencia y tecnología

lix
lx

01/10/98 –
30/09/01;

01/10/01 –
30/09/04

Coahuila Jesús Zúñiga romero educación lV 01/01/00 –
31/12/02

Colima José maría Valencia Delgado educación, Cultura  
y Deporte

liii 01/10/00 –
30/10/03

Distrito Federal Alejandro Sánchez Camacho educación ii 15/09/00 –
14/09/03

Durango Gabino Flores torres educación, Ciencia, 
Arte y tecnología

lxi 01/08/98 – 
31/08/01

Guanajuato enrique ortiz rivas educación, Cultura  
y Asuntos editoriales

lViii 25/09/00 – 
24/09/03

Guerrero Gabino olea Campos educación lV 15/11/99 – 
14/11/02

Hidalgo Santiago morales Hernández educación Pública  
y Justicia

lVii 01/04/99 –
31/03/02

Jalisco José Guadalupe madera Godoy educación lVi 01/02/01 – 
31/01/04

estado de 
méxico

Selma noemí montenegro Andrade educación, Cultura, 
Ciencia y tecnología

liV 05/09/00 – 
04/09/03

michoacán Fabricio Apolos Gómez Sousa educación lxix 15/12/01 – 
14/12/04

morelos edmundo Venosa Peña educación y Cultura xlViii 01/09/00 – 
31/08/03

nayarit David estrada Cervantes
Alejandro lara morán

educación
educación y Asuntos 
Culturales

xxVi
xxVii

18/08/99 – 
17/08/02; 

18/08/02 – 
17/08/05

nuevo león José Cruz González rodríguez educación, Cultura  
y Deporte

lxix 15/12/00 –
14/12/03

oaxaca Amando Demetrio Bohórquez reyes educación Pública lViii 14/11/01 – 
14/11/04
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Puebla óscar emilio Carranza león educación, Ciencia  
y tecnología

liV 15/01/99 – 
14/01/02

Querétaro marco Antonio rojas Valladares educación y Cultura liii 27/09/00 – 
26/09/03

Quintana roo Florentino de la C. Balam xiu Salud, educación  
y Cultura

ix 24/03/99 – 
23/03/02

San luis Potosí xicoténcatl turrubiates Flores educación Pública lVi 15/09/00 – 
14/09/03

Sinaloa elodia lorena Álvarez Gámez educación lVii 01/12/01 – 
30/12/04

Sonora marco Antonio Coronado Acuña educación lVi 15/09/00 – 
14/09/03

tabasco Ulises Coop Castro educación, Cultura, 
recreación y Deporte

lVii 01/01/01 – 
31/12/04

tamaulipas Jorge merino Sosa Pohl educación y Cultura lVii 01/01/99 – 
31/12/02

tlaxcala Joaquín Flores nophal educación lVi 15/01/99 – 
14/01/02

Veracruz Guadalupe Velázquez Casanova educación y Cultura lix 05/11/00 – 
04/11/03

yucatán maría elvia maldonado narváez educación, Ciencia, 
Arte y tecnología

lVi 01/07/01 – 
30/06/04

Zacatecas Joel Hernández Peña educación y Cultura lVii 07/09/01 – 
06/09/04

Fuente: elaboración personal a partir de la información de los Congresos estatales.

El espacio está regulado, se conocen las reglas y los jugadores, veamos 

ahora qué propuestas, qué iniciativas, qué jugadas hicieron.
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E l Parlamento es una zona de debates; las metáforas agonísticas 

no están fuera de lugar: describen las prácticas que ahí se desa-

rrollan, trazan las intervenciones de los participantes como jugadas, 

como acciones que, a la vez, buscan modular las acciones de otros, como 

iniciativas de enfrentamientos tácticos y estratégicos, móviles, flexi-

bles, fluidos. Por eso, en los capítulos anteriores se buscaron las reglas 

de los combates legislativos, los teatros de operaciones, los jugadores y 

las condiciones históricas en que se desenvuelven. Es el momento ahora 

de ver el juego, de ver cómo se desplazan los participantes, qué juga-

das proponen, qué iniciativas realizan, cómo observan las reglas de la 

arena parlamentaria. Primero habrá que ver cuáles son las propuestas 

de debate, cuáles son las iniciativas de los diputados y senadores, qué 

formas utilizan, con qué propósitos, qué regularidades siguen, cuál es 

su intencionalidad estratégica y con qué frecuencia lo hacen. Es este ca-

pítulo, por decirlo así, en el que se registran las propuestas del juego, 

el momento inicial de las contiendas. El modelo es sencillo, es el típi-

co del agon: un jugador hace una jugada, el otro la revisa, contesta o la 

deja pasar, se enfrascan en un desdoble táctico, regresa otra, lanza otra 
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iniciativa, etc. Funciona más o menos así: un diputado o un senador 

plantea la creación de una ley para enfrentar un problema, una reforma  

o un punto de acuerdo para llamar la atención sobre algo, para denunciar 

un acontecimiento o pedir cuentas sobre el estado de la política pública; 

esa es la iniciativa para combatir, siguiendo las reglas propias de la arena 

parlamentaria, ¿cómo es recibida por los demás participantes? ¿Cuándo 

se pondrá a discusión? ¿Qué efectos genera? ¿Qué reacciones suscita? 

Así se engarzan los juegos parlamentarios: iniciativas-contrainiciativas-

respuestas-contrarréplicas-acuerdos-disensos-abandonos-alineaciones 

de fuerzas-dictámenes-reformas-sanciones-aprobaciones.

Las propuestas de los legisladores definen la cantidad, el tipo, la fre-

cuencia y las repercusiones del trabajo parlamentario. Se presentan coti-

dianamente y conforman un banco muy extenso, caótico podría decirse, 

de iniciativas de combate. En el año 2000, la alternancia en el Ejecutivo 

federal abrió una ventana inédita de oportunidades para el trabajo del 

Congreso, para que los diputados y senadores hicieran jugadas sin el 

control presidencial de los enunciados. Las repercusiones de esto han 

sido muchas. Desde una cantidad muy significativa de iniciativas, hasta 

nuevos derechos educativos, otras problemáticas y frecuentes polémi-

cas. Los que extrañan la uniformidad han lamentado las disputas en el 

Congreso, pero puede verse de otra manera. Los enfrentamientos, las 

pugnas, las polémicas entre partidos, legisladores y Poderes de la Unión 

son la matriz de formación de agendas políticas más variadas, más ricas, 

heterogéneas; son la oportunidad para que se generen otras perspecti-

vas, otras llamadas de atención, para que se planteen problemas. 

Formas del debate legislativo

El debate legislativo tiene múltiples formas. La más general es la de las 

iniciativas de ley. Se reforman, adicionan, derogan, abrogan o crean diver-

sos códigos jurídicos. No es la única. Hay otras, con propósitos y alcances 

diferentes. Por ejemplo, cuando se trata de formular problemas, hacer 

llamados de atención o pedir explicaciones, se presentan los puntos de 

acuerdo; existen también las intervenciones en tribuna para denunciar 
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hechos, recordar acontecimientos o tratar los asuntos del día; y las comu-

nicaciones de los congresos estatales, para excitar la toma de decisiones, 

apoyar iniciativas de ley, advertir las repercusiones de una propuesta o 

resaltar la importancia de un tema. Estas formas del debate parlamen-

tario tienen diferente significado, pero entre todas van delineando los 

puntos de la agenda educativa, sus tiempos y jerarquías. Es un proceso 

conflictivo, a veces confuso, que avanza lentamente o a sobresaltos, con 

retrasos y olvidos; un proceso que va configurando el corpus jurídico de 

la educación en México. 

La agenda tentativa del Congreso está conformada por iniciativas de 

ley, puntos de acuerdo y comunicaciones; son propuestas de debate que 

podrán ser discutidas y sancionadas, o se quedarán en la lista de pendien-

tes de las comisiones, esperando alguna excitativa que las levante en las 

prioridades, o que cambien los tiempos políticos para ser retomadas o 

desechadas. En términos generales, durante la LVIII Legislatura del Con-

greso de la Unión se presentaron las siguientes propuestas para el debate 

educativo: 

Propuestas para el debate educativo

Iniciativas de ley Puntos de acuerdo

Diputados Senadores Diputados Senadores

2000 2 4

2001 9 12 15 1

2002 12  4 22 14

2003 17 3 7  5

Fuente: elaboración personal a partir de los diarios de debates de las cámaras de diputados y de 
senadores. 

Las iniciativas opuestas se hacen a nombre individual o colectivo, de 

grupo parlamentario, interparlamentario o de comisión. En general, los 

legisladores la presentan como miembros de un partido político repre-

sentado en la Cámara. Aquí se abren toda una serie de interrogantes 

sobre el tipo de régimen político que genera una representación con 

modalidades mixtas, de mayoría y de proporcionalidad; y una orga-
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nización parlamentaria en donde predominan las lealtades partidarias 

por sobre las de representación popular, es decir, distritales, de circuns-

cripción o de una entidad federativa. Lo cierto es que la mayoría de 

las iniciativas de debate responde a los planteamientos de legisladores 

que forman parte de un grupo parlamentario, en el que actúan y tienen 

expectativas de desarrollo. Para decirlo brevemente, en el Parlamento 

los legisladores actúan menos en consonancia con los ciudadanos de 

un distrito, un estado o una circunscripción, que con los dictados del 

partido y del grupo parlamentario. 

En la LVIII Legislatura, el comportamiento de los legisladores sigue 

una curva de frecuencia y regularidad en consonancia con los tiempos 

parlamentarios. Bien puede trazarse una curva de frecuencia en la que, 

por ejemplo, las iniciativas de diputados aparecen poco en el primer perio-

do del primer año de la legislatura, en este caso sólo dos, luego empiezan 

en el segundo periodo del primer año y se aceleran en los siguientes dos 

periodos. Los resultados anuales se encuentran en los siguientes dos cua-

dros, tanto en el caso de las iniciativas de ley como de punto de acuerdo. 

Los diputados, por ejemplo, siguen una frecuencia ascendente: dos 

en el año 2000 (primer periodo del primer año), nueve en el siguiente 

año, 12 durante 2002 y 17 durante el segundo periodo ordinario del 

tercer año y los dos periodos de receso.

 
Iniciativas de ley presentadas en el Congreso de la Unión

2000 2001 2002 2003

Dip. Sen. Dip. Sen. Dip. Sen. Dip. Sen.

PAn 1 2 1 4 5

Pri 3 4 5 1 5 2

Pri 1 2 3 3 3 7 1

Pt 1

PVem 1 4

Fuente: elaboración personal a partir de los diarios de debates de las cámaras de diputados y de 
senadores. 
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En el caso de los puntos de acuerdo, que tratan de asuntos de coyuntura 

o son llamadas de atención de problemas específicos, el comportamien-

to es algo diferente, porque la curva ascendente no se presenta, sólo la 

coyuntural; durante 2001 y 2002 los puntos de acuerdo propuestos son 

mayores, pasan de 13 a 25, y en los periodos iniciales o finales de la le-

gislatura hay menos tiempo para cuestiones ocasionales o incidentales 

que para iniciativas que presuntamente la trascenderían. 

Puntos de acuerdo presentados en el Congreso de la Unión

2000 2001 2002 2003

Dip. Sen. Dip. Sen. Dip. Sen. Dip. Sen.

PAn 4 5 1 3 3

Pri 2 3 6 7 1

PrD 2 6 3 10 3 3 1

PVem 1

Fuente: elaboración personal a partir de los diarios de debates de las cámaras de diputados y de 
senadores. 

Propuestas por grupo parlamentario  

en la Cámara de Diputados

Las iniciativas de ley de cada grupo parlamentario en la Cámara de Di-

putados y de Senadores, son las jugadas iniciales para la conformación 

de la agenda educativa del Congreso. Si bien los partidos políticos tienen 

autonomía relativa en cada una de las cámaras, en conjunto las iniciativas 

presentadas refieren los intereses, los problemas, los temas prioritarios 

del partido político, a veces algunos diputados o senadores lanzan juga-

das individuales o de grupos reducidos; pero en general las que entrarán 

al tamiz legislativo son las que provienen de las decisiones políticas de los 

partidos, de sus intereses y ambiciones. Además de las iniciativas de ley, 

aquí se incorporan también las de puntos de acuerdo para complemen-

tar las preocupaciones de coyuntura de los partidos políticos en materia 

educativa. Por último, se consideran aparte las comunicaciones de las 
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legislaturas estatales ante cada una de las cámaras, para ver la perspectiva 

local ante el Congreso Federal.

Partido Acción Nacional

La fracción parlamentaria del pan en la LVIII Legislatura de la Cámara 

de Diputados, centró sus propuestas en las reformas a la Ley General de 

Educación (lge) para castigar las formas de discriminación en la escue-

la; para incorporar a los discapacitados a la educación; para modificar 

el sistema de sobre evaluaciones, criterios de calificación e infracciones 

a la ley; para incorporar mecanismos que permitan una participación 

mayor de la sociedad en el proceso de enseñanza-aprendizaje; para fo-

mentar la formación de valores indispensables para el desempeño ac-

tivo de educandos y educadores; del mismo modo propuso una nueva 

Ley Federal de Derechos Lingüísticos; para crear fuentes alternas de 

financiamiento educativo; para motivar a los ayuntamientos a elaborar 

un texto de primaria que guíe al maestro en la formación cívica local; 

para crear el Consejo Nacional de Autoridades Educativas.

Iniciativas de ley de diputados del PAN

Iniciativa Presentación Trámite

1. reformas y adiciones al artículo 75 de la ley General 
de educación para incorporar a los discapacitados a la 
educación regular.

03-10-00
Juan Alcocer 

Flores

Aprobada en la Cámara de Diputados 
el 04-12-01, por 421 votos a favor, 0 
en contra y 1 abstención.

2. Decreto por el que se adiciona la fracción xxVii-A al 
artículo 27 de la ley del impuesto sobre la renta, a 
fin de que de que se apliquen de manera expedita los 
estímulos fiscales destinados al fomento de la investi-
gación y la tecnología nacional.

29-03-01
José marcos 

moreno

Aprobada. Publicada en el DoF el 
13-12-01.

3. reformas y adiciones a los artículos 3º y 31 de la 
Constitución Política de los estados Unidos mexicanos, 
para que la educación preescolar sea gratuita y obli-
gatoria. 

25-09-01
Celita Alamilla 

Padrón

Dictaminada junto a las de roberto 
Pérez de Alva Blanco (Pri, 16-oct-
01);
Julio Castrillón (PAn, 22-04-99); 
Pablo Sandoval (PrD, 30-04-99); lino 
Cárdenas Sandoval (Pri, 28-04-00); 
Cutberto Cantorán espinosa (Pri, 
18-10-01) y Alberto Anaya (Pt, 18-
10-01).
DoF 12-11-02.
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     Que reforma el artículo 75 y adiciona los artículos 7º,  
8o, 21, 31, 56, 67 y 75, de la lGe, sobre evaluaciones, 
criterios de calificación e infracciones a la ley incor-
porar al Sistema educativo nacional mecanismos que 
permitan una participación mayor de la sociedad en 
el proceso de enseñanza-aprendizaje; fomenten la for-
mación de valores indispensables para el desempeño 
activo de educandos y educadores y, asimismo, impul-
sen procesos de calidad.

04-04-02
óscar ochoa 

Patrón

Comisión de educación Pública y Ser-
vicios educativos (CePSe).

4. Que adiciona los artículos 7, 8, 31, 56 de la ley General 
de educación, la necesidad e importancia de la difusión 
transparente, oportuna y eficiente de los resultados de 
las evaluaciones que se hacen al Sistema educativo 
nacional para mejorar la calidad educativa.

04-04-02
óscar ochoa 

Patrón

Aprobada en la Cámara de Diputados 
junto a la de miguel Bortolini Cas-
tillo, del PrD, el 14-04-03 por 385 a 
favor y 0 en contra.

5. Que reforma el artículo 13, y adicionan los artículos 12, 
20 y un capítulo ix de la lGe.

29-04-02
óscar ochoa 

Patrón

CePSe

6. De ley Federal de Derechos lingüísticos. 29-04-02
Gumercindo 

Álvarez Sotelo

Dictaminada con la de Uuc Kib 
espadas Ancona del PrD. DoF. 13-
03-03.

      Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la ley 
General de educación y de la ley Federal de Derechos, 
para crear una fuente alterna de financiamiento edu-
cativo. 

03-04-03
óscar ochoa 

Patrón 

CePSe y de Hacienda y Crédito Pú-
blico. 

7. Que reforma los artículos 7º, 13 y 48 y adiciona el artícu-
lo 15 de la ley General de educación, a fin de motivar 
a los ayuntamientos para que elaboren un texto de pri-
maria que guíe al maestro en la formación cívica local.

15-04-03
tomás ríos 

Bernal

CePSe

8. De ley que crea la Universidad Autónoma de estudios a 
Distancia de méxico.

28-04-03
rosa elena 

Baduy

CePSe, Gobernación y Seguridad 
Pública. 

9. De ley de educación Superior. 29-04-03
eduardo rivera 

Pérez

CePSe

10. Que reforma la ley General de educación, para crear el 
Consejo nacional de Autoridades educativas.

23-07-03
eduardo rivera 

Pérez

CePSe

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.

Las preocupaciones coyunturales del pan, vistas desde sus indicativas 

de punto de acuerdo, tienen que ver con la creación del instituto de 

evaluación, la atención a instituciones específicas, la incorporación 

de contenidos axiológicos en la educación básica, para atender rezagos 

en educación superior o para exhortar a que se utilicen eficientemente 
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los recursos o se vigile la operación de planes. Los puntos de acuerdo se 

utilizan como armas en las disputas locales o en las batallas políticas en 

ámbitos o estados. Por ejemplo, en las disputas del gobernador de Que-

rétaro –de extracción panista– con la universidad autónoma del estado 

sobre la entrega de recursos presupuestales que involucró a partidos, 

funcionarios, estudiantes, autoridades del estado y de la Federación, un 

diputado del pan solicitó una auditoría a la universidad, mientras que 

otros del pri y el prd llamaban en otro punto de acuerdo que se en-

tregara el presupuesto de inmediato y se fincaran responsabilidades al 

gobernador. 

 Puntos de acuerdo presentados por los diputados del PAN

Iniciativa Presentación Trámite

1. Solicitar al titular del Poder ejecutivo la creación del instituto nacional 
de evaluación para la educación.

15-11-01
eduardo rivera Pérez

no aprobado
02-04-03

2. Solicitar al Poder ejecutivo Federal la inclusión en los planes y pro-
gramas de educación primaria de una asignatura que fomente los 
valores universales y de desarrollo humano integral y trascendente.

16-10-01
óscar ochoa Patrón

CePSe

3. Que exhorte a los congresos de los estados a fin de que en cada uno 
de ellos sea creada una comisión ordinaria de ciencia y tecnología.

14-11-01
Silvia Álvarez Bruneliere

Aprobado
05-09-02

4. Que la SeP apoye con recursos presupuestales la creación del Centro 
nacional de Geociencias y Administración de energéticos del iPn.

15 -12-01
Juan Camilo mouriño 

terrazas

CePSe

5. Solicitar a la autoridad educativa federal que determine las acciones 
pertinentes que garanticen las habilidades y actitudes indispensables 
que permitan la comprensión efectiva de conocimientos para 
generaciones que se inician en la escuela primaria.

19-03-02
Celita trinidad Alamilla 

Padrón

CePSe

6. exhortar al titular del Poder ejecutivo Federal para hacer propios 
los objetivos del Plan de educación promovido por el Parlatino y la 
UneSCo.

29-04-02
eduardo rivera Pérez

CePSe, Ciencia 
y tecnología y 
de Cultura

7. Por el que se exhorta a las autoridades educativas federales y esta-
tales, así como a las autoridades de las instituciones de educación 
superior públicas, a formalizar un pacto nacional para afrontar los 
rezagos y retos de la educación superior.

10-10-02
eduardo rivera Pérez

CePSe

8. Solicitar al instituto nacional para evaluación de la educación que 
sean evaluados el programa y el subprograma vigentes de educación 
Física para la educación Básica.

17-10-02
mario Sandoval Silvera

no aprobado
02-04-03

9. Solicitar al titular del Poder ejecutivo Federal expedir el decreto que 
asegure el cabal cumplimiento de los propósitos y compromisos del 
Consejo nacional de Autoridades educativas, conforme a las normas 
y objetivos consensuados por las autoridades educativas.

28-11-02
Héctor méndez Alarcón

CePSe
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10. Solicitar a la Auditoría Superior de la Federación que practique una 
auditoría a la Universidad nacional Autónoma de Querétaro.

26-02-03
raúl martínez González

Vigilancia de 
la Contaduría 
mayor de 
Hacienda

11. exhortar a las entidades federativas para que utilicen la infraestructura 
de las telesecundarias y también para los telebachilleratos.

05-03-03
raúl martínez González

CePSe

12. Solicitar a las autoridades educativas federales, estatales y muni-
cipales que realicen las acciones necesarias con el fin de que las 
escuelas públicas de educación básica sean abiertas a la comunidad, 
con programas que permitan su utilización en actividades de aprendi-
zaje diversas durante los periodos de vacaciones de verano.

21-05-03
luis Aldana Burgos

Aprobado
27-08-03

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.

Partido Revolucionario Institucional

Los diputados del pri presentaron 13 iniciativas de ley en materia edu-

cativa, tres durante 2001, cinco en 2002 y otras tantas en 2003. Se han 

preocupado fundamentalmente por cuestiones de educación superior 

y regulación profesional, derechos educativos y presupuesto. La prime-

ra, presentada en la LVIII Legislatura, fue para incorporar la educación 

preescolar a la básica, hacerla gratuita y obligatoria; siguió el plantea-

miento de un ombudsman educativo y una ley sobre la cultura del sor-

do. En el segundo periodo del segundo año, presentaron dos iniciativas 

más para fomentar la cultura de la solidaridad y el respeto a los adultos 

mayores, y un amplio proyecto de reformas a varias disposiciones nor-

mativas para combatir la pederastia desde el sistema educativo. Inició 

el primer periodo del tercer año con una propuesta complementaria  

a la del prd para destinar 8% del pib a educación, y otra para reformar 

la lge con el fin de incluir el cuidado del ambiente y la capacitación 

para el trabajo desde la educación básica. Terminó la legislatura con dos 

iniciativas sobre una nueva ley del ejercicio profesional, de reformas  

a la ley reglamentaria del artículo 5° Constitucional, otra de fomento a 

la lectura y al libro, y también una sobre financiamiento de la educación 

superior y la investigación tecnológica.
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Iniciativas de ley presentadas por los diputados del PRI

Iniciativa Presentación Trámite

1. reformas y adiciones a los artículos 3º y 31 de la Constitución 
Política de los estados Unidos mexicanos.

18-10-01
Cutberto Cantorán 

espinosa

Dictaminada junto a 
las de roberto Pérez 
de Alva Blanco (Pri, 
16-10-01 );
Julio Castrillón (PAn, 22-
04-99); Pablo Sandoval 
(PrD, 30-04-99); lino 
Cárdenas Sandoval 
(Pri, 28-04-00); Celita 
Alamilla Padrón. (PAn, 
25-09-01); y Alberto 
Anaya (Pt, 18-10-01).
DoF 12-11-02.

2. iniciativa de diversas reformas y adiciones a la ley General 
de educación. Una revisión muy amplia de la ley para ga-
rantizar: la integralidad del sistema de educación básica; el 
fortalecimiento del federalismo educativo; la actualización 
de métodos didácticos y pedagógicos para garantizar la 
equidad en la educación; la implementación de las figuras 
de contraloría social y ombusdman de la función educativa 
nacional y del papel de los medios de comunicación masiva 
frente a ella.

13-11-01
lorena martínez 

rodríguez

CePSe

3. ley Federal de la Cultura del Sordo. Se propone un sistema de 
educación nacional bilingüe para sordos, el reconocimiento 
del lenguaje de señas, las diferentes modalidades de sordera, 
los derechos en medios de comunicación.

13-11-01
lorena martínez 

rodríguez
CePSe y de Atención a 
Grupos Vulnerables.

4. Que reforma y adiciona la lGe en sus artículos 7o. fracción 
Vii; 8o. párrafo primero y el 48 en su párrafo cuarto, para 
fomentar una cultura de tolerancia, respeto y solidaridad 
hacia los adultos mayores.

04-04-02
Silvia romero Suárez

CePSe

5. De reforma a los artículos 261, 266 y 266 bis del Código Penal 
Federal; reforma el 2° y crea un artículo 268 bis del Código 
Federal de Procedimientos Penales; reforma el numeral 30 
bis de la ley orgánica de la Administración Pública Federal y 
adiciona una fracción xiV al artículo 33 de la ley General de 
educación para elevar la pena de prisión a pederastas y pai-
dófilos.

29-04-02
José elías romero 

Apis

Dictaminada en la Cáma-
ra de Diputados el
14-11-02, por
401 votos a favor y 0 en 
contra.

6. Que adiciona el artículo tercero de la Constitución Política de 
los estados Unidos mexicanos, en materia de fortalecimiento 
de la educación pública superior en méxico.

10-08-02
óscar Alfonso del 

real muñoz

Comisiones de Puntos 
Constitucionales y 
CePSe.

7. Que reforma el artículo 25 de la lGe para destinar un mínimo 
de 8% del PiB a la educación.

22-10-02
Cutberto Cantorán 

espinosa

8. De reforma a diversos artículos de la lGe para incluir y 
fomentar el cuidado del ambiente y la capacitación para el 
trabajo.

24-10-02
maricruz Cruz 

morales

CePSe
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9. De ley General del ejercicio Profesional. 20-03-03
Augusto Gómez 

Villanueva

CePSe

10. Que reforma diversos artículos de la ley de Profesiones, 
reglamentaria del artículo 5º de la Constitución Política 
de los estados Unidos mexicanos, relativa al ejercicio de 
las profesiones en el Distrito Federal en asuntos del orden 
común y en toda la república en asuntos del orden federal. 

25-03-03
eduardo Abraham 

leines Barrera

Comisiones Unidas de 
Puntos Constitucionales, 
y CePSe.

11. Que reforma la ley de Fomento a la lectura y el libro. 03-04-03
José manuel Correa 

Ceceña

CePSe y de Hacienda y 
Crédito Público.

12. De decreto por el que se expide la ley reglamentaria del 
artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profe-
siones.

10-04-03
José elías romero 

Apis.

CePSe

13. Que adiciona la ley de Ciencia y tecnología y la ley de Pre-
supuesto, Contabilidad y Gasto Público, sobre financiamiento 
a la educación superior y la investigación tecnológica.

14-04-03
Jorge luis García 

Vera 

Comisiones Unidas de 
Ciencia y tecnología, y 
de Presupuesto y Cuen-
ta Pública.

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.

Durante el mismo periodo, los diputados del pri plantearon 12 puntos de 

acuerdo, distribuidos en el tiempo de manera muy similar a las iniciati-

vas de ley. Tres en el año 2000, tres en 2001, seis en 2002 y uno en 2003. 

Sus temáticas reflejan las preocupaciones de la coyuntura educativa. La 

primera fue sobre el presupuesto educativo, hecha al calor de los deba-

tes sobre el presupuesto de 2001, como esa hay varias más, tanto para el 

presupuesto general como para instituciones específicas, pero también 

están las que refuerzan otras iniciativas, como la solicitud de reapertura 

de la escuela nacional para sordos, pero también para denunciar acon-

tecimientos e involucrarse en conflictos locales. En diciembre de 2002, 

para mostrar sólo un caso, el diputado Martínez Veloz presentó un punto 

de acuerdo en el que solicita al Congreso de la Unión que se manifieste 

contra las embestidas intervensionistas de las autoridades municipales 

de Tijuana contra la Universidad Autónoma de Baja California. 
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Puntos de acuerdo presentados por diputados del PRI

Iniciativa Presentación Trámite

1. Que la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión realice las propuestas de modifi-
cación correspondientes al proyecto de Presupuesto de egresos de la 
Federación para el periodo 2001, a fin de incrementar el monto pre-
supuestal destinado a la educación superior en el próximo ejercicio, 
y generar una tendencia gradual y sostenida hacia la recuperación y 
superación del porcentaje destinado a ese fin dentro del gasto educa-
tivo, sin afectar los montos relativos a los otros niveles del sistema 
educativo nacional.

28-12-00
Héctor israel ortiz 

ortiz

Comisión de Presu-
puesto y Cuenta 
Pública. y CePSe.

2. Solicitar a la SeP que en los cursos de educación básica se incluya la 
materia de protección civil.

28-12-00
Jaime Arturo 

larrazábal Bretón

CePSe

3. Ajuste presupuestal para que el Colegio de Posgraduados aumente a 
323 millones de pesos para el ejercicio 2001.

22-03-01
Jaime Arturo 

larrazábal Bretón

Comisión de Presu-
puesto y Cuenta 
Pública.

4. Que la SeP revise y realice los trámites necesarios para la reapertura de 
la escuela nacional para Sordos; que se establezca en el país cuando 
menos una escuela para sordos en cada entidad federativa; se informe 
en un plazo no mayor de 90 días del avance de la solicitud.

04-12-01
lorena martínez 

rodríguez

CePSe, con opinión 
de la Comisión de 
Atención a grupos 
vulnerables.

5. Que la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública considere la crítica 
situación financiera de la Universidad Autónoma de Sinaloa y, en su 
caso, se le asignen recursos suficientes para que el costo por alumno 
de dicha universidad alcance la asignación promedio que en este rubro 
tienen las instituciones de educación superior estatales en el país.

15-12-01
Fernando Díaz  

de la Vega

Comisión de Presu-
puesto y Cuenta 
Pública.

6. Por el que se solicita que el Congreso de la Unión manifieste su incon-
formidad por la pretensión intervencionista de las autoridades muni-
cipales de la ciudad de tijuana en contra de la Universidad Autónoma 
de Baja California en el campus de ese municipio.

20-03-02
Jaime Cleofás 
martínez Veloz

CePSe, Gobernación 
y Seguridad 
Pública.

7. relativo al Presupuesto para Desarrollo Social. 29-04-02
enrique meléndez

CePSe, Presupuesto 
y Cuenta Pública.

8. Solicitar a la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Fe-
deración se auditen los ingresos del Fondo de la recaudación Federal 
Participable.

01-10-02
José maría Guillén 

torres

Comisión de 
Vigilancia de la 
Auditoría Superior 
de la Federación.

9. Para exhortar al ejecutivo Federal para que publique en el Diario Oficial 

de la Federación el decreto por el que se adiciona el artículo 3o. en su 
párrafo primero fracciones iii, V y Vi y el artículo 31 en su fracción i de 
la Constitución General de la república.

15-10-02
Cutberto Cantorán 

espinosa

CePSe

10. Para solicitar al Poder ejecutivo del estado de Querétaro la entrega 
inmediata de los recursos destinados a la Universidad Autónoma de 
Querétaro.

22-10-02
timoteo martínez 

Pérez

Comisiones de 
Vigilancia de la 
Auditoría Superior 
de la Federación  
y de Presupuesto y 
Cuenta Pública.
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11. Para que se incremente el presupuesto asignado a la Universidad 
Autónoma de nayarit.

29-10-02
José manuel 
Quintanilla 
rentaría

Comisiones de Pre-
supuesto y Cuenta 
Pública y CePSe.

12. Solicita al titular de la Secretaría de Salud remita a la brevedad infor-
mación suficiente sobre el tratamiento a que están siendo sometidos 
por las instancias públicas de salud los niños en edad escolar con 
problemas de hiperactividad.

20-08-03
efrén leyva 

Acevedo

Aprobada el 27 de 
agosto de 03.

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.

Partido de la Revolución Democrática

Los diputados del prd en la LVIII Legislatura presentaron 13 iniciativas 

de ley. Las temáticas son muy diversas. Inician con la propuesta para des-

tinar 8% del pib a educación, sigue con otra de leyes indígenas, una más 

sobre los resultados de la evolución, sobre la protección al menor, sobre 

becas y lenguas indígenas, coordinación de educación superior, derechos 

educativos y gratuidad en los útiles escolares.

Iniciativas presentadas por diputados del PRD

Iniciativa Presentación Trámite

1. reformas al artículo 25 de la ley General de educación, para 
destinar 8% del PiB a educación, ciencia y tecnología.

14-08-00
Hortensia Aragón Castillo

DoF
30-12-02

2. ley General de lenguas indígenas. 25-04-01
Uuc-Kib espadas Ancona

Dictaminada con la de 
Gumercindo Álvarez 
Sotelo, del PAn. DoF 
13-03-0.

3. reformas a la ley General de educación, capítulo ii, sección 
cuarta, artículo 31. el propósito es que la autoridad educa-
tiva de a conocer con oportunidad y amplitud los resultados 
de cualquier evaluación.

29-11-01
miguel Bortolini Castillo

Dictaminada con la 
de óscar ochoa, del 
PAn, en la Cámara de 
Diputados, el 14-04-
03, por 385 votos a 
favor y 0 en contra.

4. De reformas a los artículos 7, fracción x; 14, fracción xi; y se 
incorpora una nueva sección cuarta al capitulo iv de la lGe, 
a fin de garantizar la protección integral del menor de edad 
en el ámbito escolar.

17-07-02
miguel Bortolini Castillo

CePSe y de Atención a 
Grupos Vulnerables.

5. Que reforma los artículos 3° constitucional y 6º y 33 de la 
lGe, en materia de becas.

28-11-02
rogaciano morales 

reyes

Comisiones de Puntos 
Constitucionales y 
CePSe.

6. Que crea el instituto nacional de lenguas indígenas. 12-12-02
Héctor Sánchez lópez.

CePSe y de Asuntos indí-
genas.
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7. ley del Sistema nacional para la evaluación de la educación 
de reformas y adiciones a la ley General de educación y a 
la ley Federal de entidades Paraestatales.

22-01-03
ramón león morales

CePSe y de Gobernación 
y Seguridad Pública.

8. Que reforma el artículo cuarto transitorio de la ley General 
de educación, a fin de que la transferencia de los servi-
cios de educación básica al Gobierno del Distrito Federal 
se concluya a más tardar al inicio del ciclo escolar 2003-
2004. 

27-03-03
elías martínez rufino

CePSe

9. Que reforma diversas disposiciones de la ley de Ciencia y 
tecnología y de la ley orgánica del Consejo nacional de 
Ciencia y tecnología. 

01-04-03
maría del rosario tapia 

medina

Comisión de Ciencia y 
tecnología.

10. De reforma y adiciones a la ley General de Derechos lin-
güísticos de los Pueblos indígenas. 

22-04-03
Uuc-Kib espadas Ancona,

Comisión de Asuntos 
indígenas.

11. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la ley 
para la Coordinación de la educación Superior. 

24-04-03
Gregorio Urías Germán

CePSe

12. De reformas a los artículos 3º y 115 constitucionales. 24-04-03
Bonifacio Castillo Cruz

Comisión de Puntos 
Constitucionales. 

13. Que reforma el artículo 3º de la Constitución Política de 
los estados Unidos mexicanos, para que, como obligación 
constitucional, el estado proporcione útiles gratuitos a los 
estudiantes.

28-0403
Alejandra Barrales 

magdaleno

Comisiones de Puntos 
Constitucionales y 
CePSe.

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.

El Grupo Parlamentario del prd en la Cámara de Diputados es el que 

realiza, cuantitativamente, más propuestas para el debate educativo. 13 

iniciativas de ley y 22 de puntos de acuerdo. Una gran parte de esos 

últimos tratan cuestiones relativas al presupuesto educativo, sea en sus 

montos generales, en las formas de discusión y aprobación, para nive-

les como educación superior, para instituciones como Conacyt; pero 

también hay sobre becas, salarios magisteriales, uso eficiente de recur-

sos y tecnología, entre otras. 



68

La educación en el Congreso

Puntos de acuerdo propuestos por diputados del PRD

Iniciativa Presentación Trámite

1. Que las comisiones unidas de educación, de Cultura, de Ciencia y tecnología 
y de Presupuesto, tomen las medidas necesarias para que el presupuesto 
asignado a las universidades públicas no sea inferior al presupuesto otor-
gado a las universidades federales, con objeto de dar certidumbre a la 
educación superior pública y estatal en nuestro país.

28-12-00
José Antonio 
magallanes

Presupuesto y 
Cuenta Pública y 
CePSe.

2. Para que las comisiones de Presupuesto y de educación construyan una 
bolsa de compensación para que en tres años todas las universidades 
que se encuentren por debajo de la actual media nacional puedan estar 
dentro de ella.

28-12-00
José Antonio 
magallanes

Presupuesto y 
Cuenta Pública y 
CePSe.

3.  Se solicita a la SeP omita excluir de los programas de becas del Gobierno 
Federal algunas carreras, como derecho y contaduría.

27-04-01
miguel Bortolini 

Castillo

Aprobado el 
27-11-01.

4.  Solicitar a la SeP que considere la cancelación del examen de Ceneval 
como un instrumento de selección en los aspirantes a ingresar a las ins-
tituciones de educación media superior ubicadas en la zona metropolita-
na del Distrito Federal, en tanto no se sustente el principio de equidad, 
contenido en la ley General de educación, consistente en el logro de la 
efectiva igualdad en oportunidades de acceso y permanencia en los ser-
vicios educativos.

27-04-01
miguel Bortolini 

Castillo

CePSe

5.  Para que se destine mayor presupuesto al Conacyt. el incremento deberá 
ser por un monto de recursos superior a los 7 mil millones de pesos adi-
cionales a los ya programados, los cuales se repartirán de la siguiente 
manera: 50% para el Conacyt, 40% para los programas sectoriales de 
desarrollo científico y tecnológico y 10% para el sistema SeP-Conacyt.

15-12-01
Francisco Patiño 

Cardona

Comisión de 
Presupuesto  
y Cuenta 
Pública.

6.   la propuesta (de presupuesto de egresos) enviada por el ejecutivo Federal 
afectaría gravemente la operación institucional, así como el desarrollo de 
proyectos sustantivos no sólo para la UnAm, sino para el país. Por lo tanto, 
se debe asegurar el incremento del subsidio federal asignado a la UnAm.

15-12-01
Alfredo 

Hernández 
raigosa

Comisión de 
Presupuesto  
y Cuenta 
Pública.

7.  llamado a los titulares de SHCP y SeP para definir esquemas de financia-
miento sustentables en el corto, mediano y largo plazos; a todos los 
gobiernos de las entidades del país, para solicitarles que generen es-
quemas de financiamiento propios que lleven a elevar su participación 
en el financiamiento de educación pública, en particular del nivel básico; 
las fuerzas políticas nos comprometemos a promover un incremento sus-
tantivo a los recursos destinados a la educación, de manera particular a 
los del nivel básico.

15-12-01
ramón león 

morales

Comisión de 
Presupuesto  
y Cuenta 
Pública.

8.   Que se incremente la actual propuesta de presupuesto para educación en 
34 mil 625 millones de pesos, para lograr que al final del actual sexenio 
se llegue a una inversión pública de 8% del PiB.

15-12-01
miguel Bortolini

Comisión de 
Presupuesto  
y a la CePSe.

9.  relativo al descuido y deterioro que guarda el subsistema de educación 
normal en nuestro país y, en particular, el que se observa en las escue-
las normales rurales.

06-05-02
miguel Bortolini 
Castillo y luis 

miguel Barbosa 
Huerta

CePSe
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10. Se incrementen los salarios del magisterio. 08-05-02
miguel Bortolini 

Castillo

11. Cita a comparecer al Secretario de educación Pública, a fin de que expli-
que los alcances del compromiso social por la calidad de la educación, así 
como los objetivos, atribuciones y funciones del instituto nacional para la 
evaluación de la educación.

14-08-02
luis miguel 

Barbosa Huerta

Segunda 
Comisión de 
la Comisión 
Permanente.

12. Se exhorta a la Secretaría de educación Pública para que diseñe un nue-
vo esquema de financiamiento público de las instituciones de educación 
superior del país, el cual se discuta con los actores involucrados y sirva 
como base para la distribución de los recursos presupuestales del ejer-
cicio fiscal de 2003.

29-04-02
José Antonio 
magallanes 
rodríguez

Comisiones de 
Presupuesto y 
Cuenta Pública y 
CePSe.

13. Para exhortar a la Secretaría de educación Pública que garantice que 
el Sistema nacional de telesecundarias cuente con médico escolar, un 
especialista en trabajo social, un psicólogo que imparta orientación voca-
cional y que atienda la problemática psicosocial inherente a la población 
escolar.

30-04-02
miguel Bortolini 

Castillo

no aprobado. 
02-04-03.

14. Sobre la educación de las personas con Síndrome de Down en comuni-
dades dispersas.

26-09-02
Adela del 

Carmen Graniel 
Campos

CePSe y Grupos 
Vulnerables.

15. exigir un informe a la SeP y a la Conaliteg, sobre lo relacionado a las 
irregularidades en la edición de libros de texto gratuitos y sobre los fun-
damentos que tuvieron para editar el libro promovido por la Fundación 
“Vamos méxico”.

01-10-02
miguel Bortoloni 

Castillo

Comisión de 
Vigilancia de 
la Auditoria 
Superior de la 
Federación.

16. Para que la Cámara de Diputados convoque a los interesados en discutir 
con el Gobierno y diputados el Presupuesto 2003 destinado a la educa-
ción.

03-10-02
ramón león 

morales

Comisiones de 
Presupuesto y 
Cuenta Pública y 
CePSe.

17. Para la aplicación del fondo extraordinario destinado a las universida-
des públicas con rezagos estructurales aprobado en el Presupuesto de 
egresos de la Federación 2002.

08-10-02
Gregorio Urías 

Germán

CePSe

18. en relación con el Presupuesto de la Universidad nacional Autónoma de 
méxico para el año 2003.

28-11-02
Alfredo 

Hernández 
raigosa

Comisión de 
Presupuesto y 
Cuenta Pública.

19. mediante el cual se incluye a los planteles dependientes de la Subse-
cretaría de educación e investigación tecnológicas ubicados en las en-
tidades federativas como receptores de transferencias previstas en el 
Presupuesto de egresos de la Federación 2003.

12-12-02
ramón león 

morales

Comisión de 
Presupuesto y 
Cuenta Pública.

20. Para que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, conjuntamente con 
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados, 
revisen la situación presupuestal de las instituciones de educación supe-
rior sectorizadas a la Sagarpa.

04-02-03
ramón león 

morales

CePSe; Hacienda 
y Crédito Público, 
Presupuesto y 
Cuenta Pública.



70

La educación en el Congreso

21. Sobre la situación laboral de los trabajadores del instituto nacional de 
Antropología e Historia.

19-02-03
ramón león 

morales
Petra Santos

trabajo  
y Previsión 
Social.

22. Para solicitar información a la SeP respecto de los avances en la transfor-
mación de la educación preescolar, como consecuencia de la reforma que 
acordó el Constituyente Permanente en mayo de 2002.

06-08-03
David Augusto 
Sotelo rosas

CeSP

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.

Partido Verde Ecologista de México

Las fracciones del pvem han señalado preocupaciones sobre el ejercicio 

legal de las profesiones, la incorporación de la educación ambiental en 

los programas de preescolar, primaria y secundaria, así como de garanti-

zar la capacitación y la educación de todos los reos. Su participación no 

es tan extensa para configurar una lógica política particular. 

Iniciativas de ley de los diputados del PVEM

Iniciativa Presentación Trámite

1.  Adición de un segundo párrafo al artículo 2º de la ley reglamentaria 
del artículo 5 Constitucional relativo al ejercicio de las profesiones en 
el DF.

05-04-01
Patricia Chazas

Anteproyecto 
de dictamen en 

sentido negativo.

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.

Puntos de acuerdo de los diputados del PVEM

Iniciativa Presentación Trámite

1.   Se exhorta al Poder ejecutivo Federal para que a través de la Secretaría de 
Salud y de los organismos del sector salud realice acciones de difusión, a 
efecto de que la ciudadanía conozca los peligros que implica el recibir tera-
pia por parte de individuos carentes de la preparación correspondiente.

04-12-01
olga Patricia 

Chozas

CePSe y 
Comisión de 

Salud.

2.   Deberán precisarse con toda claridad la calidad y destino que, conforme a 
su naturaleza jurídica, deben tener los ingresos propios o autogenerados del 
instituto Politécnico nacional, reconociéndoles su carácter patrimonial y la 
libre disposición que de ellos puede hacer la institución educativa para el 
cumplimiento de sus fines.

15-12-01
Grupo 

Parlamentario 
del PVem

CePSe

3.   Para que la Comisión de educación de la Cámara de Diputados retome la 
propuesta del Poder ejecutivo Federal para la creación del instituto nacional 
de evaluación educativa.

13-03-02
José rodolfo 

escudero

CePSe

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.
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Partido del Trabajo

La participación de los diputados del pt en el debate educativo es prác-

ticamente nula; no sólo no hacen propuestas, sino que participan regla-

mentariamente en la contienda, es decir, en tribuna, nada más. Durante 

su periodo sólo prepararon una iniciativa sobre educación preescolar, 

pero en ningún modo fue una propuesta original, todos los demás la ha-

bían hecho en años precedentes o la estaban haciendo en su momento.

Iniciativas de ley de los diputados del PT

Iniciativa Presentación Trámite

reformas y adiciones a los artículos 3º 
y 31 de la Constitución Política de los 
estados Unidos mexicanos sobre edu-
cación preescolar.

18-10-01
Alberto Anaya 

Gutiérrez

Dictaminada junto a las de roberto Pérez de Alva 
Blanco (Pri, 16-oct-01 );
Julio Castrillón (PAn, 22-04-99); Pablo Sandoval (PrD, 
30-04-99); lino Cárdenas Sandoval (Pri, 28-04-00); 
Celita Alamilla Padrón. (PAn, 25-09-01); y
Cutberto Cantorán espinosa (Pri, 18-10-01).
DoF 12-11-02

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.

Comunicaciones de las legislaturas estatales

En la LVIII Legislatura del Congreso de la Unión, los congresos de las 

entidades de la Federación no enviaron ninguna iniciativa de ley en ma-

teria educativa; su participación fue distinta, se limitó a intervenir en las 

discusiones planteadas por las iniciativas federales y, sobre todo, en soli-

citudes, recomendaciones y llamados de atención sobre las repercusiones 

locales de alguna iniciativas iniciada desde la sep o el Congreso Federal. 

En el periodo parlamentario 2001-2003, las comunicaciones enviadas a 

la Cámara de Diputados fueron las siguientes: 
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Comunicaciones enviadas a la Cámara de Diputados

Presentación Comunicación

Congreso del estado libre 
y Soberano de Durango
17-01-01

Solicita al ejecutivo Federal y a la Cámara de Diputados que el incremento al subsidio or-
dinario de las universidades públicas, y en especial, a la Universidad Juárez del estado de 
Durango, sea suficiente para hacer frente al cumplimiento de las prestaciones laborales, 
incluidas en los contratos colectivos de trabajo.

Congreso del estado 
libre y Soberano de 
Guanajuato
17-01-01

Se solicita que la Cámara de Diputados realice las modificaciones presupuestales necesa-
rias al Presupuesto de egresos de la Federación para que tenga un incremento en el rubro 
educativo.

Congreso del estado 
libre y Soberano de 
Quintana roo
13-11-01

Se suma al exhorto que le hiciera la xVii legislatura de Baja California, en el sentido de 
solicitar que en tanto no se tengan los recursos económicos necesarios y el consenso de los 
trabajadores, no es conveniente que se transfieran a los estados del país los servicios de la 
educación tecnológica en los niveles medio superior y superior.

Congreso del estado libre 
y Soberano de Sonora
11-12-01

el Congreso se pronuncia de manera solidaria a favor de los estudiantes de niveles de educa-
ción superior en grados de maestría y doctorado en distintas instituciones académicas de la 
entidad, para que el Consejo nacional de Ciencia y tecnología (Conacyt), cumpla con su res-
ponsabilidad de proporcionar oportuna y regularmente la ministración del monto de las becas 
que debe otorgar a favor de los 47 estudiantes que resultaron seleccionados para cursar la 
maestría en Ciencias Sociales del Colegio de Sonora para el ciclo 2001-2003.

Congreso del estado libre 
y Soberano de Chiapas
15-12-01

Solicita la Cámara de Diputados que se prevea un incremento al presupuesto destinado 
a la educación, en virtud de los planteamientos y demandas formulados por los maestros  
de la sección 7 del Snte de Chiapas.

Congreso del estado libre 
y Soberano de morelos

Solicita al titular del Poder ejecutivo Federal y al H. Congreso de la Unión que hasta en tanto 
no se tengan los recursos económicos necesarios para atender el nivel de educación tecno-
lógica en las entidades federativas, no se transfieran esos servicios en los niveles medio y 
superior al estado de morelos.

Congreso del estado libre 
y Soberano de nayarit
09-01-02

Solicita a la Cámara de Diputados reasignaciones presupuestales que establezcan incremen-
tos significativos a favor del sector educativo nacional; lográndose que dichos recursos garan-
ticen al término del sexenio un presupuesto equivalente a 8% del Producto interno Bruto (PiB). 
Asimismo, se inicien los trabajos tendientes a elevar a rango constitucional la obligatoriedad 
de la educación preescolar; se mejore la calidad educativa; los servicios de la institución de 
seguridad social y el bienestar de los trabajadores de la educación.

Congreso del estado libre 
y Soberano de Jalisco
20-02-02

Solicita que se eleve a rango de ley la obligación para comprometer recursos en proyección, 
para que al final del sexenio del Gobierno Federal se cumpla con la asignación de 8% del PiB 
como mínimo a educación, tal como se signó en la propuesta que se hiciera y se entregó al 
Snte, asimismo promueva la asignación de mayores recursos en términos reales para fortale-
cer a las instituciones de previsión y seguridad social.

Congreso del estado libre 
y Soberano de Sonora
27-02-02

Solicita a la Cámara de Diputados que no disminuyan los recursos destinados a los renglones 
de salud, educación, seguridad pública, desarrollo rural, así como tampoco aquellos recursos 
que se destinan a los estados y municipios del país, como son los comprendidos en el ramo 
33 y de fortalecimiento de las entidades federativas.

Congreso del estado libre 
y Soberano de Chihuahua
25-03-02

Aprobar a la brevedad posible la iniciativa de ley Federal de la Cultura del Sordo, en virtud 
de la urgencia e importancia de que se legisle sobre la materia.
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Congreso del estado 
libre y Soberano de 
Guanajuato
25-03-02

Para que se considere en el Presupuesto de egresos de la Federación para el ejercicio de 
2003, un incremento sustancial al financiamiento a la educación.

Congreso del estado libre 
y Soberano de
Chihuahua
09-04-02

Solicitan al titular del Poder ejecutivo Federal que considere la pretensión de descentralizar 
el servicio educativo que presta el Sistema nacional de institutos tecnológicos.

Congreso del estado 
libre y Soberano de Baja 
California
08-05-02

Por el que solicita se realicen las modificaciones necesarias al Presupuesto de egresos de la 
Federación para el financiamiento de la educación pública.

Congreso del estado 
libre y Soberano de San 
luis Potosí
05-06-02

Se adhiere a las inquietudes del magisterio potosino en relación con las reformas a la legis-
lación laboral.

Congreso del estado 
libre y Soberano de 
michoacán
12-06-02

Solicita no se afecten los rubros de educación, salud, nutrición y satisfacción de las necesi-
dades básicas de los mexicanos, en caso de recortes presupuestales; asimismo, la adecua-
ción de la fórmula de distribución de participaciones a los municipios que impida que éstos 
reciban recursos inferiores a los del año anterior.

Congreso del estado 
libre y Soberano de
Quintana roo
03-07-02

Solicita a la Cámara de Diputados que realice las modificaciones necesarias al Presupuesto 
de egresos a efecto de que en los ejercicios fiscales subsecuentes se incremente gradual-
mente, a razón de 1% anual el financiamiento de la educación Pública, hasta alcanzar al 
término de este sexenio 8% del Producto interno Bruto, que permita atender esta prioridad 
nacional.

Congreso del estado libre 
y Soberano de
Baja California
17-07-02

Se solicita a la Cámara de Diputados que autorice en el Presupuesto de egresos de la 
Federación, un incremento para que el Gobierno del estado reciba el recurso suficiente que 
cubra el sobresueldo de 20% de carrera magisterial a los maestros de esa entidad.

Congreso del estado libre 
y Soberano de
Baja California
17-07-02

Se solicita a la Cámara de Diputados decretar el año 2003 como “el Año del Centenario de la 
educación Preescolar en méxico”.

Congreso del estado libre 
y Soberano de
Coahuila de Zaragoza
24-07-02

la lV legislatura se solidariza con la lucha de los trabajadores de la educación por exigir 
mayor incremento al presupuesto educativo. Se exhorta al legislativo federal para que asigne 
mayores y crecientes recursos presupuestales suficientes para financiar los urgentes requeri-
mientos de la educación Pública. rechaza los recortes presupuestales en las áreas de mayor 
impacto social como educación, salud, vivienda y desarrollo social.

Congreso del estado libre 
y Soberano de tlaxcala
24-08-02

Con el que remite acuerdo a favor de que se incremente el financiamiento a la educación 
pública hasta alcanzar 8% del PiB.

Congreso del estado libre 
y Soberano de
Guerrero
24-10-02

Se pronuncia en contra de la descentralización de los institutos tecnológicos del país en tanto 
éstos no se acompañen de los recursos suficientes para que los estados los operen y atien-
dan, siempre y cuando se haga en acuerdo con los trabajadores de dicho sistema educativo.

Fuente: elaboración propia con información de los diarios de debates y las gacetas parlamentarias 
de las cámaras de diputados y senadores.
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El impacto de las comunicaciones estatales es más político que legisla-

tivo, esto no quiere decir, sin embargo, que no sean tomadas en cuenta. 

El 2 de abril de 2003, por ejemplo, la Comisión de Educación Pública y 

Servicios Educativos de la Cámara de Diputados resolvió varias iniciati-

vas de punto de acuerdo hechas por diputados, y una en particular del 

Congreso de Baja California para que el año 2003 fuera declarado el Año 

de la educación Preescolar en México, para conmemorar el centenario de 

ese nivel educativo. La Comisión resolvió no aprobarlo. 

El debate educativo en la Cámara de Senadores

Las atribuciones educativas del Congreso pertenecen tanto a los dipu-

tados como a los senadores. En las dos instancias se debe formalizar una 

reforma jurídica e institucional para ser enviada al Ejecutivo y alcanzar 

el rango de ley. Sin embargo, los debates en cada una de las cámaras no 

necesariamente corresponden en el tiempo, ni en las prioridades, ni en 

las preocupaciones, ni en los temas. A veces, esta disparidad se utiliza  

en los combates parlamentarios para frenar una disposición, para rele-

garla o sencillamente guardarla en el archivo de los rezagos legislativos. 

Del mismo modo, las prioridades educativas de un mismo partido 

político pueden ser diferentes para los senadores y los diputados, tanto 

en la cantidad de intervenciones como en los temas y la suerte legislativa 

que alcancen. 

Partido Acción Nacional

En la Cámara de Senadores, los representantes del pan hicieron sólo 

una iniciativa de ley, para reformar la lge con el objeto de impulsar 

reformas en cuestiones de derechos educativos de las poblaciones indí-

genas. La iniciativa tuvo éxito, cinco meses después de presentada fue 

aprobada en la misma Cámara de Diputados, junto a otra similar, del 

senador Ismael Hernández Deras del pri.
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Iniciativas de ley de los senadores del PAN

Iniciativa Presentación Trámite

1.  Que reforma y adiciona una fracción xiii al artículo 7 de la ley 
General de educación (lGe); adiciona ley General de Población con 
su Artículo tercero, con una fracción décimo cuarta; y modifica la 
fracción primera, en el artículo séptimo, su fracción primera, al ar-
tículo noveno, y la fracción primera también el artículo octavo de la 
ley General de Asentamientos Humanos, para impulsar reformas 
en materia de derechos educativos, poblacionales y regionales de 
la comunidades indígenas.

17-07-02
luisa maría 

Calderón Hinojosa

Aprobada en la Cá-
mara de Senadores 
el 12-12-02, junto a 
otra similar del sena-
dor ismael Hernández 
Deras, del Pri, presen-
tada el 15-11-01.

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.

Los puntos de acuerdo elaborados por los senadores del pan también 

son muy pocos, únicamente cuatro, todos son exhortos y recomenda-

ciones para brindar apoyos, incluir o aumentar presupuestos. 

Puntos de acuerdo presentados por los senadores del PAN

Iniciativa Presentación Trámite

1.   Para que se exhorte al titular de la SeP a realizar las acciones pertinentes 
que brinden el apoyo necesario a los centros de educación tecnológica 
agropecuaria.

29-04-02
Francisco Fraile García

CeC

2.  Se recomienda al C. Secretario de educación Pública se sirva incluir en el 
próximo presupuesto de egresos de la Secretaría de la cual es titular, los 
salarios de los 511 empleados administrativos que a la fecha representan 
una carga económica para el Hospital Universitario de nuevo león, del 
orden de $40,000,000.00.

25-03-03
Adalberto madero 

Quiroga

CeC

3.   Por el cual se recomienda al Secretario de educación Pública realice una 
respetuosa interlocución ante las dependencias del ramo de cada entidad 
federativa, para que durante los periodos vacacionales y fines de semana 
se mantengan abiertos y disponibles los patios de las escuelas públicas 
de los centros urbanos del país, con el fin de que los niños y los jóvenes 
puedan ingresar y practicar actividades deportivas.

18-06-03
Adalberto madero 

Quiroga

Aprobado 
25-06-03.

4.  Se recomienda al C. Secretario de educación Pública se sirva incluir en el 
próximo presupuesto de egresos de la Secretaría de la cual es titular los 
salarios de los 511 empleados administrativos que a la fecha representan 
una carga económica para el Hospital Universitario de nuevo león, del 
orden de $40,000,000.00.

20-08-03
Adalberto madero 

Quiroga

CeC

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.
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Partido Revolucionario Institucional

El grupo parlamentario del pri en el Senado de la República mantuvo la 

Presidencia de la Comisión de Educación y Cultura, en un primer mo-

mento estuvo encabezada por José Natividad Parás González, después 

por Tomás Vigil, cuando el primero solicitó permiso para la campa-

ña por la gubernatura de Nuevo León y luego para realizar sus funcio-

nes como gobernador constitucional. Presentaron siete iniciativas de 

ley, dos aprobadas en la cámara de origen y otra publicada en el Diario 

Oficial de la Federación, la correspondiente a la educación preescolar. Se 

trata de iniciativas de reforma constitucional, de adición a la ley sobre 

profesiones, gasto público, educación indígena y el funcionamiento y 

estructura del inah.

Iniciativas de ley presentadas por los senadores del PRI

Iniciativa Presentación Trámite

1.   reformas y adiciones a los artículos 3º y 31 de la Constitución 
Política de los estados Unidos mexicanos, para la educación 
preescolar.

16-10-01
roberto Pérez de 
Alva Blanco

Probada con otras simila-
res. DoF. 12-11-02.

2.   Decreto que adiciona el artículo 23 de la ley reglamentaria 
del artículo 5º Constitucional, relativo al ejercicio de las pro-
fesiones en el Distrito Federal. Se pretende establecer la obli-
gación de que en todo acto de control y vigilancia del ejercicio 
profesional, el grado académico sea asentado considerando el 
género del destinatario, es decir, colocar la terminación en “a” 
cuando se trate de mujeres y “o”, cuando se trate de hombres

18-10-01
lucero Saldaña 
Pérez

Aprobada en la Cámara de 
Senadores, el 29-10-02, 
por 93 votos en pro y 1 abs-
tención.

3.   Que modifica diversas disposiciones de la ley General de edu-
cación, para garantizar el acceso pleno de los pueblos y comu-
nidades indígenas a una educación más oportuna y justa.

15-11-01
ismael Hernández 
Deras, Pri

Aprobada con otra similar 
del PAn en la Cámara de 
Senadores el 12-12-02, jun-
to a la de la senadora luisa 
maría Calderón.

4.   reforma al art. 3, primer párrafo; fracción ii, primer párrafo; e 
inciso B de la misma fracción y fracción V de la Constitución. 
regular el derecho al acceso a los servicios culturales. todo 
individuo tiene derecho a recibir educación y acceder a los 
bienes y servicios culturales que detenta y presta el estado 
mexicano.

29-11-01
Addy Joaquín 
Coldwell

Comisiones Unidas de Pun-
tos Constitucionales; CeC; 
y de estudios legislativos, 
Segunda.

5.  De reforma al párrafo segundo del artículo 25 de la ley de 
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal. el gasto 
público federal deberá ajustarse al monto autorizado para los 
programas y partidas.

10-07-02
José natividad 
González Parás

Comisiones de Hacienda 
y Crédito Público y de es-
tudios legislativos, Prime-
ra.
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6.  Se adicionan un segundo párrafo al artículo 2 y a la fracción 
ii; se crean las fracciones Vii Bis, x Bis y xVii Bis todos del 
artículo 2; y se adiciona una fracción xi Bis al artículo 7 la 
ley orgánica del instituto nacional de Antropología e Historia, 
con el propósito de que los pueblos indígenas enriquezcan la 
operación del instituto.

27-03-03
roberto Pérez  
de Alva Blanco

Comisiones Unidas CeC, de 
Asuntos indígenas y de es-
tudios legislativos.

7. Se reforman diversos artículos de la ley General de educación 
para adecuarla a los cambios habidos a partir de la reforma 
constitucional a los artículos 3º y 31 en materia de educación 
preescolar. 

15-04-03
roberto Pérez  
de Alva Blanco

Comisiones Unidas CeC y 
de estudios legislativos, 
Segunda.

Los puntos de acuerdo patrocinados por los senadores del pri desta-

can los problemas presupuestales, de cobertura y uso eficiente de los 

recursos físicos. 

Puntos de acuerdo presentados por los senadores del PRI

Iniciativa Presentación Trámite

1.   Se exhorta a la Secretaría de educación Pública y a la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público a ejercer de manera íntegra los recursos 
aprobados por el Honorable Congreso de la Unión a los ramos 11,25 
y 33 para el ejercicio presupuestal del año 2002, con el propósito de 
que no se limiten los programas educativos y se satisfagan en justi-
cia los derechos y las prestaciones del magisterio nacional.

15-05-02
José natividad Gonzá-
lez Parás y Dip. Fran-
cisco yunes Zorrilla

Aprobada, de 
urgente y obvia 
resolución.

2.   Se exhorta a la SeP a que se ponga en marcha un programa de aten-
ción a los rechazados, se fortalezcan los programas de formación 
abierta, se pongan en marcha programas de enseñanza de idiomas, 
computación, y de otras materias propedéuticas, se establezca un 
sistema de becas, crédito, se forme una bolsa especial de trabajo.

07-08-02
José natividad Gonzá-
lez Parás

Aprobada, de 
urgente y obvia 
resolución.

3.   Por el que se exhorta al Presidente de la república a no aplicar nin-
gún recorte presupuestal al ramo destinado a la educación pública.

29-04-02
José natividad Gonzá-
lez Parás

Aprobada, de 
urgente y obvia 
resolución.

4.  Se solicite a la SeP un programa especial en el que se comprometan 
recursos suficientes para el equipamiento de las escuelas públicas 
más necesitadas sobre la procuración de condiciones ambientales 
favorables a los niños.

05-09-02
roberto Pérez de Alva 
Blanco

Aprobado el 
30-04-03.

5.   Solicitar a la Cámara de Diputados asignación presupuestal a la Uni-
versidad Autónoma de Chapingo para descentralizar a oaxaca.

21-11-02
Sadot Sánchez Carreño 
y lauro Díaz Castro

Aprobada, de 
urgente y obvia 
resolución.

6.  Solicitar a la Cámara de Diputados una partida presupuestal para 
ayuda económica a maestros que recorren grandes distancias por 
laborar en zona rurales.

21-11-02
Fernando Gómez es-
parza

Aprobada, de 
urgente y obvia 
resolución.

7.   relativo al presupuesto del iPn. 05-12-02
miguel Ángel navarro 
Quintero

CeC

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.
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Partido de la Revolución Democrática

Los senadores del prd únicamente hicieron cuatro iniciativas de ley. Sus 

temas no son distintos a los de sus colegisladores, pero se advierte una 

mayor incidencia jurídica en el debate educativo del momento, como los 

que se refieren a las cuestiones presupuestales, institucionales o sencilla-

mente de coyuntura.

Iniciativas de ley propuestas por los senadores del PRD

Iniciativa Presentación Trámite

1.   Que reforma los artículos 29, 30 y 31 y párrafo tercero del artículo 69, 
párrafo segundo del artículo 70, párrafo segundo del artículo 71, y el 
artículo 72, de la lGe, en materia de evaluación del sistema educativo 
y consejos de participación social en la educación.

14-08-02
Armando Chavarría 

Barrera; Jesús ortega 
martínez

Comisiones 
Unidas CeC y 
de estudios 
legislativos.

2.  De ley del instituto nacional de evaluación de la educación como 
un organismo público descentralizado, con autonomía técnica, de 
gestión y presupuestaria, con personalidad jurídica y patrimonio 
propios. 

14-08-02
Armando Chavarría 

Barrera; Jesús ortega 
martínez

Comisiones 
Unidas CeC y 
de estudios 
legislativos.

3.   Que adiciona el artículo 9 bis a la ley de Ciencia y tecnología. 05-12-02
rodimiro Amaya téllez

Aprobada 
en la 

Cámara de 
Senadores
13-12-02
97 en pro.

4.  De ley reglamentaria del articulo 5º constitucional relativo a la 
Formación y ejercicio Profesionales.

29-04-03
Antonio Soto Sánchez, a 
nombre de Jesús ortega

Comisiones 
Unidas CeC y 
de estudios 
legislativos.

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.

Como sus compañeros diputados, los senadores del prd muestran una 

particular preferencia para fomentar debates del momento o dirigir la 

atención hacia instituciones o aspectos muy locales. Destacan las pro-

puestas de creación de la Universidad Indígena, las cuestiones finan-

cieras y actuariales de la educación superior, las relativas al instituto de 

evaluación y la resolución de conflictos particulares. 
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Puntos de acuerdo propuestos por los senadores del PRD

Iniciativa Presentación Trámite

1. Para la creación de la Universidad nacional indígena. 13-12-01
Daniel lópez nelio

CeC y Asuntos 
indígenas.

2. Atender las necesidades financieras de las instituciones públicas de 
educación superior y definir con claridad y transparencia los criterios  
de asignación de subsidios aplicables a todas las instituciones públicas de 
educación superior; establecer una comisión especial que convoque al 
ejecutivo Federal y a las autoridades de las universidades a crear el Fondo 
para la equidad y el Fortalecimiento de la educación Superior Pública.

20-02-02
Armando Chavarría 
Barrero

CeC y tercera 
Comisión de 
la Comisión 
Permanente.

3.   Que solicite a la SHCP la entrega de los recursos autorizados por el Congre-
so de la Unión a la UnAm para el financiamiento de proyectos de investi-
gación de los años 2001 y 2002.

12-06-02
Jesús ortega 
martínez

Aprobada, de 
urgente y obvia 
resolución.

4.  Para crear el fondo para la equidad y el fortalecimiento de la educación 
superior publica.

16-04-02
Armando Chavarría 
Barrera

Aprobado
07-11-02

5.  Para citar a comparecer al titular de la SeP para discutir los alcances pre-
supuestales y jurídicos de la creación del inee.

05-09-02
Armando Chavarría 
Barrera

CeC

6.  Sobre el presupuesto del inee. 05-09-02
Armando Chavarría 
Barrera

Aprobado
12-12-02

7.   Solicitar a la Cámara de Diputados que considere en el presupuesto de 
egresos para el año 2003 recursos adicionales para otorgar una compen-
sación salarial a trabajadores de la educación del municipio de los Cabos, 
en Baja California Sur.

28-11-02
rodimiro Amaya 
téllez

Aprobado
05-12-02

8.   Para solicitar la instalación de una mesa de diálogo en la escuela normal 
rural de mactumactzá.

20-08-03
leticia Burgos 
ochoa

Aprobado
27-08-03

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.

Partido Verde Ecologista de México

A diferencia de los diputados, los senadores del pvem propusieron cua-

tro iniciativas de ley, todas en 2001, para modificar artículos constitu-

cionales y reglamentarios con el propósito de incorporar la educación 

ambiental en los contenidos de la educación básica. 
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Iniciativas de ley presentadas por los senadores del PVEM

Iniciativa Presentación Trámite

1.   De reforma a los incisos A) y C) y se adiciona un inciso D) al artícu-
lo 3º de la constitución para incorporar los valores del desarrollo 
material y sostenible al concepto de democracia y a los propósitos 
de la educación.

27-03-01
emilia Patricia 
Gómez Bravo

Comisión de Puntos 
Constitucionales.

2.   Decreto por el que se reforman la fracción xi del artículo 7, las frac-
ciones i, ii, iii, del artículo 8, el párrafo segundo del artículo 48, y se 
adiciona una fracción iV al artículo 8 y una fracción v al artículo 47 
de la ley General de educación, para que los criterios educativos ac-
tuales sean modificados para que se incorporen valores ecológicos 
en la educación.

17-04-01
emilia Patricia 
Gómez Bravo

DoF
30-12-02.

3.   Decreto por el que se reforma el segundo párrafo del artículo 18 de 
la Constitución para hacer obligatorio para cada reo el trabajo, la 
capacitación y la educación, con la finalidad de incorporarlo adecua-
damente a la sociedad con fines productivos.

11-10-01
Verónica Velasco 

rodríguez

Comisión de Puntos 
Constitucionales 
y de estudios 
legislativos.

4.  Decreto por el que se modifican los párrafos primero y tercero del 
artículo 48 de la ley General de educación. los programas de edu-
cación primaria, secundaria y normal establecerán la obligatoriedad 
de la educación ambiental, sin perjuicio de las demás asignaturas 
que favorezcan una formación integral del educando.

27-11-01
emilia Patricia 
Gómez Bravo

CeC, medio 
Ambiente, recursos 
naturales y Pesca 
y de estudios 
legislativos.

5.  De creación de la nueva ley General de Cultura Física y Deporte. 18-04-02
Gloria lavara 

mejía

DoF
24-02-03.

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.

Puntos de acuerdo presentados por los senadores del PVEM

Iniciativa Presentación Trámite

1.  Solicitar al Presidente de la Comisión nacional de 
Derechos Humanos y a las secretarías de rela-
ciones exteriores y de educación Pública, una reu-
nión con las comisiones respectivas.

25-04-03
emilia Patricia Gómez Bravo

Comisiones de Derechos 
Humanos, de relaciones 

exteriores, y CeC.

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.

Comunicaciones de las legislaturas estatales

Las comunicaciones estatales a la Cámara de Senadores son similares  

a las que envían a la de diputados, a veces es la misma, sólo para refren-

dar la solicitud o extender el impacto de la solicitud. Sin embargo, du-

rante la LVIII legislatura del Senado de la República son de destacar las 

solicitudes-reclamos-resistencias de los estados de la Federación para 
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continuar con la federalización de los servicios educativos, en particu-

lar de la transferencia de la educación tecnológica en los niveles medio 

superior y superior, como se podrá observar en el siguiente cuadro.

Comunicaciones enviadas a la Cámara de Senadores

Presentación Contenido

Congreso del estado libre 
y Soberano de Querétaro
15-Ago-01

Por el que solicita al titular del Poder ejecutivo Federal y al Congreso de la Unión que 
hasta tanto no se tengan los recursos económicos necesarios para atender el nivel de la 
educación tecnológica en las entidades federativas, no se transfieran esos servicios en los 
niveles medio-superior a los estados de la república. 

Congreso del estado libre 
y Soberano de oaxaca
25-Sep-01

Se suma al punto de acuerdo emitido por el Congreso del estado libre y Soberano de 
morelos, y hace atenta solicitud al titular del Poder ejecutivo Federal y al Honorable Con-
greso de la Unión de que en tanto no se tengan los recursos económicos necesarios para 
atender los servicios de este importante nivel educativo en las entidades federativas, y de 
que se procure el consenso real en tiempo y forma de los trabajadores, no se transfieran los 
servicios de educación tecnológica en los niveles medio-superior y superior.

Congreso del estado libre 
y Soberano de San luis 
Potosí
17-oct-01

excitativa al Congreso de la Unión para retomar el estudio del anteproyecto de la ley 
Federal para el Financiamiento de las Universidades Públicas e instituciones de educación 
Superior, presentado a esta Soberanía por el Dr. Pedro ignacio Puente ortiz, del 14 de mayo 
de 1999.

Congreso del estado libre 
y Soberano de Quintana 
roo
8-nov-01 

Se suma al exhorto que le hiciera la xVii legislatura del estado de Baja California, en 
el sentido de solicitar que en tanto no se tengan los recursos económicos necesarios y el 
consenso de los trabajadores no es conveniente que se transfieran a los estados del país, 
los servicios de la educación tecnológica en los niveles medio Superior y Superior.

Congreso del estado libre 
y Soberano de Chiapas 
11-Dic-01

el pleno de la sexagésima primera legislatura del Honorable Congreso del estado libre y 
Soberano de Chiapas, en sesión de fecha 04 de los presentes, tuvo a bien aprobar un punto 
de acuerdo, por medio del cual la Comisión de educación solicita a la Cámara de Diputados 
del Congreso de la Unión, que en el presupuesto de egresos para el año 2002, se prevea 
un incremento al presupuesto destinado a la educación, en virtud de los planteamientos 
y demandas formulados por los maestros de la sección 7 del Sindicato nacional de traba-
jadores de la educación (Snte) de Chiapas.

Congreso del estado libre 
y Soberano de Chihuahua
09-02-02

remite punto de acuerdo aprobado por esa legislatura, para solicitar al titular del Poder 
ejecutivo Federal que reconsidere la pretensión de descentralizar el servicio educativo que 
presta el Sistema nacional de institutos tecnológicos.

Congreso del estado libre 
y Soberano de Guerrero
15-10-02

remite punto de acuerdo aprobado por esa legislatura, por el que se pronuncia en contra de 
la descentralización de los institutos tecnológicos del país, hasta en tanto no se acompañen 
de los recursos suficientes para cada estado.

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.

El efecto de estas comunicaciones, no es por demás señalarlo, no es le-

gislativo, ni normativo, es estrictamente político. Así se manifestó el 29 

de abril de 2003, cuando reseñando todas las comunicaciones estata-
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les sobre el mismo tema, la Cámara de Senadores aprobó un punto de 

acuerdo por el que:

primero. Se exhorta al titular del Ejecutivo Federal, para que a través del Secretario 

de Educación Pública, a no transferir los servicios de educación tecnológica a las 

entidades federativas, en tanto no se tengan los recursos necesarios para su atención 

adecuada. 

 segundo. Se exhorta al titular de la Secretaría de Educación Pública para que 

realice las acciones pertinentes, que brinden el apoyo necesario a los Centros de 

Educación Tecnológica Agropecuaria, brindándoles las condiciones materiales, 

económicas, administrativas, de personal calificado, de programas educativos, así 

como del reconocimiento oficial ante las instancias pertinentes, para que estos cen-

tros educativos, puedan brindar conocimientos de calidad, acordes a las necesidades 

del país y en beneficio de la población estudiantil.8

Racionalidades político-educativas

Las temáticas son muy diversas. Sin embargo, trazando una matriz que 

recoja las preocupaciones de cada una de las fracciones parlamentarias, 

en las dos cámaras pueden encontrarse ciertas regularidades. El pre-

supuesto y el financiamiento de la educación es el que registra mayor 

número de iniciativas. EL prd y el pri concentran su atención en este 

apartado. Las cuestiones de la educación superior siguen en el número de 

intervenciones. Los mismos partidos las sostienen. La evaluación ocupa 

el tercer lugar; vienen después los salarios y las condiciones laborales de 

los docentes, la infraestructura y la creación de instituciones. Menciones 

recurrentes ocupan la ciencia y la tecnología, la educación normal y es-

pecial, la protección, los valores y diferentes iniciativas curriculares. En 

el siguiente cuadro se encuentra un listado de las principales temáticas 

en el debate educativo del Congreso de la Unión. Refiere iniciativas de 

ley y puntos de acuerdo presentados por miembros de los grupos par-

lamentarios en el Congreso de la Unión, en la Cámara de Diputados y 

8 Artículo 33 de la Ley Orgánica del Congreso de la Unión. 



83

Las intervenciones

de senadores, así como en la comisión permanente. Las iniciativas se 

consideran en una o más casillas, según sea el objetivo, instrumento o 

ámbito educativo. Por ejemplo, el punto de acuerdo para incrementar  

el presupuesto a la Universidad Autónoma de Nayarit, presentado el 29 

de octubre de 2002 por el diputado José Manuel Quintanilla Rentaría, del 

grupo parlamentario del pri, se encuentra tanto en presupuesto como en 

educación superior. 

Resumen temático por grupo parlamentario

Tema PRI PAN PRD PVEM

Ley Punto de 
acuerdo

Ley Punto de 
acuerdo

Ley Punto de 
acuerdo

Ley Punto de 
acuerdo

Presupuesto y financiamiento 3 11 1 2 2 16 1

educación superior 3 8 2 3 1 12 1

evaluación 1 2 4 2 1

Participación social 2 1

Creación de instituciones 1 1 2 1 1 1

educación indígena 2 2 3 1

Protección y seguridad 
al niño

1 1 1

educación normal 2

Condiciones laborales de los 
docentes

2 1 3

infraestructura 1 2 1

Ciencia y tecnología 1 1 1 2 2

Preescolar 3 1 1 1

Discapacitados 1 2 1 1

educación física y deportes 3 1

lectura y cultura 2

Becas 1 1

educación especial

educación ambiental 1 3

Valores y formación cívica 1 1 1 2
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educación tecnológica 1 1

Servicio civil 

rechazados 1 1

Profesiones 4 1 1 1

Planeación y programación 
educativa

2

Capacitación para el trabajo 1 1

Vigilancia Contaduría mayor 
de Hacienda

1 1 1

materiales educativos 1 1

Federalismo 3 1 2 1

Fuente: elaboración propia con información de los diarios de debates y las gacetas parlamentarias 
de las cámaras de diputados y senadores.

El cuadro tiene un valor indicativo, nada más. Trata de marcar regu-

laridades, constantes temáticas, instrumentos de política y de técnica 

jurídica. El conjunto perfila una racionalidad política; dibuja las series 

que conforman una tecnología gubernamental: definición de problemas 

–objetos y objetivos– instrumentos y mecanismos de atención. A partir de 

ellas se definen las agendas educativas de los partidos políticos repre-

sentados en el Congreso. 

La lógica política de las iniciativas del pri podría esquematizarse de 

la siguiente manera: definición de derechos–instituciones–presupuesto–

evaluación. Por ejemplo, en 2001 el pri destacó dos reformas constitu-

cionales al artículo tercero constitucional, una sobre la obligatoriedad 

de la educación preescolar y otra para establecer el derecho de todos 

los mexicanos a tener acceso a los servicios culturales. Además, cen-

tró su atención en problemas de grupos específicos: sordos, indígenas, 

mujeres, rechazados, egresados. En 2002, la mayor parte de sus inter-

venciones fueron en la educación superior; en problemas en el monto, 

distribución y administración del presupuesto; en evaluación y en los 

contenidos en educación básica.

 Las iniciativas del prd elaboran una serie entre ampliación de dere-

chos-instituciones-recursos presupuestales-vigilancia y equidad. En senti-
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do estricto no se diferencia mucho de la del pri, quizá sólo sea más fiel, 

por su insistencia, la frecuencia y la cantidad y variedad de sus propues-

tas. Se trata de garantizar los recursos adecuados para que las institucio-

nes educativas crezcan en cobertura y calidad, para que rindan cuentas y 

funciones con equidad; pero también se abran a nuevos ámbitos, como 

la Universidad Indígena y el Instituto de Lenguas Indígenas. En el año 

2002, el prd incluyó una nueva temática a sus prioridades: la seguridad 

y protección del niño, la lucha contra la pederastia y el abuso sexual a 

los menores, y trató de incidir sobre elementos puntuales de la política 

oficial, como becas, calidad y evaluación. La centralidad en los instru-

mentos de política educativa, más que en los contenidos o en los sujetos, 

se observa en la estrategia del prd para garantizar por ley 8% del pib a 

educación y 1% a ciencia y tecnología, los fondos para educación supe-

rior, la lucha contra los recortes, las denuncias sobre irregularidades en el 

uso de los recursos, el apoyo a las luchas magisteriales y universitarias. 

El pt sigue con el modelo “ampliación de derechos-recursos presu-

puestales”. Presentó iniciativas siguiendo la lógica y la oportunidad de 

las propuestas del pri o del prd, como en la obligatoriedad de la edu-

cación preescolar y 8% del pib a educación. En 2002 y 2003 ni siquiera 

intervino con propuestas educativas. Los diputados de Convergencia 

Democrática (cd), Partido de la Sociedad Nacionalista (psn) y del Par-

tido de la Alianza Social (pas) tuvieron un comportamiento similar.
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as intervenciones son propuestas de debate, son las jugadas ini-

ciales que esperan la reacción de los compañeros-rivales de juego. 

En el capítulo anterior se reseñó el corpus de iniciativas en el Congreso 

durante la LVIII Legislatura. Es un banco detallado de las propuestas de 

debate, por modalidad, presentación, espacio y contenido. Configuran 

lo que podría llamarse la agenda tentativa, las iniciativas para legislar; 

la conforman iniciativas de ley, puntos de acuerdo y comunicaciones, 

son propuestas que podrán ser discutidas y sancionadas, o se quedarán 

en la lista de pendientes de las comisiones, esperando alguna excitativa 

que las levante en las prioridades, o que cambien los tiempos políticos 

para ser retomadas o desechadas. Es un conjunto de posibilidades de 

debate, del que saldrá la agenda efectiva, las iniciativas que se discuten 

y se sancionan, las que siguen el trayecto legislativo hasta convertirse 

en leyes y decretos. La agenda efectiva es el conjunto seleccionado y 

jerarquizado de propuestas consideradas en la discusión de cada una 

de las cámaras, y del Congreso en su conjunto. En sentido estricto, los 

únicos puntos de esta agenda serían aquellos que recorrieron todo el 

proceso legislativo, desde su presentación como iniciativa hasta la pu-

L
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blicación del decreto correspondiente en el Diario Oficial de la Federa-

ción. Sin embargo, la realidad es que cada una de las cámaras elabora 

su propia agenda, que entre la sanción de una propuesta y la discusión 

de la minuta en la colegisladora puede pasar más tiempo del esperado, 

y más aún, que los tiempos del Legislativo y del Ejecutivo no son los 

mismos. Por estas razones integramos tres agendas efectivas: una para 

el Congreso, otra para la Cámara de Diputados y la última para la de 

Senadores, separando la atribución del Ejecutivo de vetar o publicar el 

decreto en el Diario Oficial de la Federación. 

El siguiente cuadro resume las iniciativas de ley discutidas en cada 

uno de los casos. En sentido estricto, las iniciativas discutidas y aproba-

das por el Congreso de la Unión y posteriormente sancionadas por el 

Ejecutivo, hasta su promulgación en el Diario Oficial son decretos de ley. 

Las iniciativas discutidas y aprobadas en una de las cámaras se envían 

como minuta con proyecto de decreto a la cámara revisora. 

Iniciativas presentadas y aprobadas en el Congreso de la Unión

Presentadas Aprobadas

Diputados Senadores Diputados Senadores Congreso

2000 2

2001 9 12 3 3 2

2002 12 4 7 7 5

2003 17 3 1

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.

Del conjunto de iniciativas de ley presentadas y discutidas en el Legislati-

vo, sólo siete recorrieron todo el proceso parlamentario. Cuatro de ellas 

tienen como cámara de origen a la de diputados, otras tres la de senado-

res. En ocasiones, en un mismo decreto de ley se consideran dos o más 

iniciativas con el mismo o similar contenido; por ejemplo, la iniciativa 

para crear la Ley General de Lenguas Indígenas se integró con la inicia-

tiva para crear la Ley Federal de Derechos Lingüísticos, para dar origen  

a la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas y 
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a la reforma de la fracción IV del artículo 7 de la Ley General de Edu-

cación. 

De las iniciativas aprobadas, una fue enviada por el Ejecutivo Fede-

ral, la que reformaba las leyes de ciencia y tecnología; dos más por el 

prd, la de 8% y la de lenguas indígenas; el pan también presentó una 

iniciativa sobre derechos lingüísticos de los pueblos indígenas; el pvem 

presentó dos, la de cultura física y deporte y la de educación ambiental. 

Decretos aprobados por el Congreso de la Unión

Decreto Antecedentes Cámara  
de Diputados

Cámara  
de Senadores

DOF

1.  Por el que se adiciona el 
artículo 163 a la ley del 
impuesto Sobre la renta, 
a fin de que se apliquen 
de manera expedita los es-
tímulos fiscales destinados 
al fomento de la investi-
gación y la tecnología na-
cional.

29-03-01
José marcos moreno
(PAn), a nombre de la 
Comisión de Ciencia y 
tecnología.

13-11-01
407 en pro, ninguno 
en contra.

22-11-01
94 votos en pro.

13-12-01

2.  reformas y adiciones a los 
Artículos 3º y 31 de la Cons-
titución Política de los esta-
dos Unidos mexicanos.

Senadores:

16-10-01 roberto Pérez 
de Alva Blanco (Pri)

Diputados: 

22-04-99 Julio Castillón 
(PAn)
30-04-99 Pablo Sandoval 
(PrD) 
28-04-00 lino Cárdenas 
Sandoval (Pri)
25-09-01 Celita Alamilla 
Padrón (PAn)
18-10-01 Cutberto 
Cantorán espinosa (Pri)
18-10-01 Alberto Anaya 
Gutiérrez (Pt)

Aprobada en periodo 
extraordinario de 
sesiones, el 29-12-01
463 en pro, 3 
abstenciones y 3 en 
contra.

13-12-01, 96 a 
favor, unánime.
la minuta de la 
revisora el 30-
12-01
110 pro.

12-11-02

3.  ley orgánica del Consejo 
nacional de Ciencia y tecno-
logía y reformas y adiciones 
a la ley para el Fomento de 
la investigación Científica y 
tecnológica.

04-12-01
ejecutivo Federal

25-04-02
370 en pro, 1 
abstención.

30-04-02
90 en pro.

5-06-02

4. reformas al artículo 25 de la 
ley General de educación, 
para destinar 8% del PiB a 
educación, ciencia y tecno-
logía.

14-08-00
Hortensia Aragón 
Castillo, PrD 

26-11-02
410 votos en pro, 
9 en contra y 9 
abstenciones.

14 -12-02
67 votos en pro y 
43 en contra.

30-12-02



89

La agenda educativa

5.    ley General de Derechos lin-
güísticos de los Pueblos indí-
genas y reforma la fracción 
iV del artículo 7o. de la ley 
General de educación

1) ley General de len-
guas indígenas

      Uuc Kib espadas
      Ancona, PrD, presen-

tada el 25-04-01.
2)  ley Federal de Dere-

chos lingüísticos;
      iniciativa, presentada 

por de; Gumercindo 
Álvarez Sotelo, PAn, 
presentada el 

       29-04-02.

11-12- 02
443 votos en 
pro, 2 en contra 
y 8 abstenciones 
Dictaminada de 
nuevo el 15-12-02
229 pro, 97 en contra, 
97 abstenciones.

14-12-02
Aprobada con 
modificaciones, 
69 votos en pro y 
36 abstenciones. 
Devuelta a la 
Cámara de 
Diputados.

13-03-03

6.   De creación de la nueva ley 
General de Cultura Física y 
Deporte.

18-04-02
Gloria lavara mejía, 
PVem.

 Aprobada con 
modificaciones, 
el 14-12-02, por 
403 votos a favor, 
7 en contra y 16 
abstenciones. las 
modificaciones 
fueron aprobadas 
por 386 votos a 
favor, 0 en contra y 
16 abstenciones. 

29-10-02
Aprobada por 
unanimidad. 
la minuta 
devuelta fue 
aprobada el 15-12-
02 por 100 votos.

24-02-03

7.  De reforma a la fracción xi  
del artículo 7 y el párrafo 
tercero del artículo 48 de 
la lGe.

17-04-01 emilia Patricia 
Gómez Bravo, PVem.

15-12-02
420 en pro, 2 
abstenciones.

19-11-02
96 votos en pro.

30-12-02

Fuente: elaboración personal a partir del diario de los debates de la cámara de diputados y de 
senadores.

Algunas otras iniciativas se aprobaron en la Cámara de Diputados, pero 

la minuta no fue sancionada en la de senadores.

Iniciativas aprobadas en la Cámara de Diputados

Iniciativa Antecedentes Trámite

1.  reformas y adiciones a los artículos 41 y 75 de la lGe, para realizar 
valoraciones psicopedagógica y médica a los discapacitados para 
determinar qué niños pueden ser integrados, y tipificar como infrac-
ciones el no aceptar en sus planteles a niños con alguna discapacidad 
que deban ser integrados. 

3-10-00
Juan Alcocer Flores, 
PAn

4-12-01
421 votos a 
favor, 0 en 
contra y una 
abstención.

2.  Que reforma y adiciona el artículo 12; las fracciones ii, iii y iV del 
artículo 13; la fracción V del artículo 14; los artículos 17, 27, 29, 34, 
48, 51, 52, 53 y la fracción iV del artículo 75 de la ley General de 
educación, con la finalidad de establecer el consejo nacional de au-
toridades educativas.

29-04-99
José ricardo Fernán-
dez Candia, PAn

23-04-02
dictamen 
en contra, 
aprobado 
en votación 
económica.
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3.   reforma a diversos artículos del Código Penal Federal; el Código Fede-
ral de Procedimientos Penales; la ley orgánica de la Administración 
Pública Federal, y adiciona una fracción xiV al artículo 33 de la lGe 
sobre paidofilia y pederastia.

29-04-02
José elías romero 
Apis, Pri

14-11-02
401 votos en 
pro.

4. Que adiciona los artículos 7, 8, 31, 56 de la ley General de educación, 
la necesidad e importancia de la difusión transparente, oportuna y efi-
ciente de los resultados de las evaluaciones que se hacen al Sistema 
educativo nacional para mejorar la calidad educativa.

29-11-01
miguel Bortolini Cas-
tillo, PrD; y
04-04-02
óscar ochoa Patrón

14-04-03
385 en pro, 0 en 
contra.

Fuente: elaboración propia con información de los diarios de debates y las gacetas parlamentarias 
de las cámaras de diputados y senadores

A su vez, los senadores aprobaron iniciativas que siguen pendientes de 

discusión en la colegisladora:

Iniciativas aprobadas en la Cámara de Senadores

Iniciativa Antecedentes Trámite

1.  Que adiciona el artículo 23 de la ley reglamentaria del artículo 5º 
constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito 
Federal.

18-10-01
lucero Saldaña 

Pérez, Pri 

29-10-02
93 votos en pro 
y 1 abstención.

2.  Que modifica diversas disposiciones de la lGe para garantizar el ac-
ceso pleno de los pueblos y comunidades indígenas a una educación 
más oportuna y justa.

1) 15-11-01
ismael Hernández 

Deras, Pri.

2)  17-07-02
luisa maría Calderón 

Hinojosa, PAn.

12-12-02
98 en pro

3. Que adiciona el artículo 9 bis a la ley de Ciencia y tecnología. 5-12-02
rodimiro Amaya 

téllez, PrD

13-12-02
97 en pro

Fuente: elaboración propia con información de los diarios de debates y las gacetas parlamentarias 
de las cámaras de diputados y senadores.

Los cuadros resumen el debate educativo de la LVIII Legislatura, sin con-

tar las discusiones sobre efemérides, puntos de acuerdo o comunicaciones 

de los estados de la República. Los diputados discutieron y sancionaron 

11 iniciativas de ley, los senadores 10; de ellas, una provenía del Ejecutivo, 

otra de una legislatura anterior y dos eran minutas del Senado; de las 40 

iniciativas presentadas por ellos mismos, produjeron sólo seis decretos, 

que implica la discusión efectiva de nueve de sus iniciativas, pues en el 

caso del debate sobre educación preescolar se sometieron tres iniciativas 
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similares, y en el caso de los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas 

dos. Si se estableciera un indicador de eficiencia entre las iniciativas pre-

sentadas y las sancionadas en la Cámara de Diputados, sería menor a 25%, 

significa que menos de una de cada cuatro iniciativas que se presenta será 

discutida, entraría en la agenda efectiva del parlamento. Por su parte, los 

senadores presentaron 19 iniciativas, aprobaron 10 decretos, de los que 

uno era una iniciativa del Ejecutivo, cuatro minutas de los diputados y 

cinco iniciativas propias, aunque de éstas el Congreso general aprobó sólo 

dos, las otras fueron sancionadas por ellos mismos y la minuta respectiva 

sigue en la colegisladora. Su índice de eficiencia legislativa es más alto, 

pero sólo por efecto del reducido número de iniciativas presentadas. 

La eficiencia terminal del parlamento, medida por un índice depu-

rado de las propuestas de ley realizadas y los decretos sancionados en 

las dos cámaras, es muy reducida: de 57 iniciativas presentadas sólo 10 

recorrieron todo el trayecto legislativo y produjeron siete decretos de ley, 

incluida la iniciativa del Ejecutivo; esto significa que sólo 17% de las ini-

ciativas se puso a discusión, el resto quedará en la papelera de reciclaje. 

En la siguiente Legislatura o en otras, según las circunstancias, se reto-

mará alguna de ellas como antecedente de un decreto, o se incluirá en 

un paquete de dictámenes negativos –como la del diputado José Ricardo 

Fernández Candia, del pan, presentada el 29 de abril de 1999, para crear 

el Consejo Nacional de Autoridades Educativas, con dictamen negativo 

del 23 de abril de 2002–, en el marco de una nueva iniciativa de ley y de 

punto de acuerdo que retomará el espíritu de su propuesta. Desde luego, 

los indicadores de eficiencia siempre son polémicos, se dirá, por ejemplo, 

que en el Congreso no sólo se legisla, sino que se hace política, y que los 

decretos de ley son una de las actividades parlamentarias, no la única, 

que los números, al homogeneizar lo disperso, reducen la realidad, que 

también deberían incorporarse los debates sobre puntos de acuerdo o las 

comunicaciones y las gestorías, todo lo demás; y es cierto, pero los índices 

son signos, indican cosas, procesos de más alcance, en este caso, lo que 

menos interesa es la eficiencia del legislador, sino más bien la reducción 

que realiza. En realidad, el índice de eficiencia refleja el tamizado que 

produce la actividad parlamentaria. Del total de iniciativas, los diputados 

discutieron menos de 25% de las que ellos mismos produjeron, menos de 
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20% del total, por ejemplo, cinco de cada seis iniciativas presentadas en el 

Congreso no se sancionaron. Por eso el indicador es menos de eficiencia 

en relación con un número ideal –que todas las iniciativas se discutan, 

100%–, que esté tamizado de las iniciativas de debate: sólo una de cada 

seis iniciativas entró a la agenda efectiva, aunque todas siguieran el trá-

mite legislativo, sólo nueve lo terminaron, siete más se quedaron en la 

forma de minuta en la colegisladora y el resto sigue en la papelera de 

reciclaje. ¿Por qué estos números de eficiencia legislativa? ¿Cómo se hace 

el tamiz parlamentario? ¿Con qué racionalidades, mecanismos e institu-

ciones? ¿Cómo se definieron estas prioridades? ¿Cómo, en definitiva, se 

elaboró esta agenda? 

Si se observa, en la LVIII Legislatura las únicas iniciativas que pasan 

a la discusión del pleno son las que presentan dictámenes positivos. Este 

es el filtro mayor en la construcción de la agenda efectiva: sólo se discute 

en plenaria lo que ya se encuentra sancionado positivamente en la comi-

sión dictaminadora y cuenta con la fuerza suficiente para que la Junta de 

Coordinación Política lo integre en el orden del día de una sesión. Este 

es un procedimiento que tiene la fuerza de un acuerdo parlamentario: 

Acuerdo de la Mesa Directiva relativo a los dictámenes de Iniciativas de Ley  

o Decreto de las Comisiones de la H. Cámara de Diputados 

La Mesa Directiva de la H. Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto 

por el artículo 20 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 

Mexicanos, al tenor de las siguientes:

Consideraciones 

I. Que en términos del artículo 20 numeral 2, inciso b), de la Ley Orgánica del Con-

greso General de los Estados Unidos Mexicanos, es la Mesa Directiva quien realiza 

la interpretación de las normas de esta Ley y de los demás ordenamientos relativos a 

la actividad parlamentaria que se requiere para el cumplimiento de sus atribuciones, 

así como para la adecuada conducción de la sesión.

II. Que en las comisiones ordinarias de la H. Cámara de Diputados existen Iniciati-

vas de Ley o Decreto, mismas que de conformidad con el artículo 88 del Reglamento 

para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos 

han sido dictaminadas en sentido negativo, y de las cuales su proceso legislativo no 

ha sido concluido y por lo tanto no se ha archivado el asunto respectivo.
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III. Que la Mesa Directiva en su reunión del 25 de febrero del 2002, acordó dar curso 

y determinar el trámite que debe recaer en el proceso legislativo de las Iniciativas de 

Ley o Decreto rechazadas por las comisiones.

Expuestas las consideraciones anteriores, se adopta el siguiente:

Acuerdo

Primero.- Las Iniciativas de Ley o Decreto dictaminadas por las comisiones ordina-

rias de la H. Cámara de Diputados en sentido negativo, es decir que son rechazadas 

las referidas iniciativas, se sujetarán al siguiente procedimiento:

  I. Una vez que la Comisión respectiva, realice el dictamen por el cual se rechaza 

una Iniciativa de Ley o Decreto, y éste se haya recibido en la Mesa Directiva, se 

procederá a su publicación en la Gaceta Parlamentaria.

II. Publicado el dictamen en sentido negativo en la Gaceta Parlamentaria, se dará 

cuenta de éste al Pleno de la H. Cámara de Diputados a efecto de que se proceda 

a votar de manera económica en sus puntos resolutivos el respectivo dictamen.

Segundo.- Publíquese en la Gaceta Parlamentaria de la H. Cámara de Diputados.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los veintiséis días del mes de febrero 

del año dos mil dos.

    Fuente: Cámara de Diputados

A diferencia de otras iniciativas, en las que las votaciones son de algún 

modo inciertas, tal parece que en cuestiones educativas en la LVIII Le-

gislatura sólo se discutió en el pleno lo que estaba aprobado previamen-

te, sólo llegaban las iniciativas que contaban con los votos suficientes 

para ser aprobadas. Esto genera una opacidad parlamentaria muy difí-

cil de sortear, pues no se conocen las discusiones internas de las comi-

siones ni tampoco el modo como se establecen las prioridades en ellas. 

Si los diputados tenían más de 40 iniciativas para discutir en la comisión 

de educación, por qué sólo pasaron 12, ¿y las demás? ¿Por qué esas y 

por qué en ese orden? No se sabe muy bien, sólo puede captarse ex post 

facto, después del fragor de las batallas, después de un tiempo en el que 

puedan aparecer regularidades o conocer los pormenores del debate, las 

transacciones, los acuerdos y negativas, los disensos y las confrontacio-

nes. Hay que ver entonces los resultados de los debates, para descifrar 

las fuerzas de conformación de la agenda efectiva del Congreso, el modo 

como se produjeron los decretos de ley aprobados, para analizar la cons-
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titución de los consensos y el modo como juegan los participantes del 

juego parlamentario.

Historia política de los debates

Las fuerzas para establecer la discusión educativa en la LVIII Legislatura 

son tan diversas, y las iniciativas que recorrieron todo el trámite legislati-

vo son tan pocas, que el tratamiento casuístico es más fructífero que cual-

quier tentativa de establecer patrones y regularidades abstractas. Para eso 

es necesario reconstruir en sus líneas más generales la discusión parla-

mentaria de cada uno de los decretos aprobados, lo que nos permitirá di-

lucidar a posteriori las fuerzas de constitución de la agenda, es decir, de la 

jerarquización y ordenación de las iniciativas presentadas, de los mecanis-

mos de aprobación y las estrategias parlamentarias de los participantes.

Estímulos fiscales al fomento de la investigación y la tecnología

La iniciativa para adicionar la fracción XXVII-A al artículo 27 de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta, a fin de que de que se apliquen de manera 

expedita los estímulos fiscales destinados al fomento de la investigación 

y la tecnología nacional, fue presentada por el diputado José Marcos 

Moreno, del pan, a nombre de la Comisión de Ciencia y Tecnología, el 

29 de marzo del año 2001. Durante la discusión, la comisión dictami-

nadora juzgó cambiar la técnica jurídica y desplazar el contenido de la 

fracción propuesta, al artículo 163 de la Ley del impuesto sobre la Renta. 

El dictamen fue aprobado en la Cámara de Diputados el 13 de noviem-

bre de 2001, por 407 a favor y ninguno en contra; y en la de senadores el 

22 del mismo mes y año, por 94 votos en pro de la minuta. Fue publica-

da en el Diario Oficial de la Federación el 13 de diciembre de 2001, para 

quedar como sigue: 

DECRETO por el que se adiciona el artículo 163 a la Ley del Impuesto Sobre la 

Renta. 

Artículo único. Se adiciona el artículo 163 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, 

para quedar como sigue: 
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Artículo 163. Se otorga un estímulo fiscal a los contribuyentes del impuesto sobre 

la renta por los proyectos en investigación y desarrollo tecnológico que realicen en 

el ejercicio, consistente en aplicar un crédito fiscal de 30%, en relación con los gastos 

e inversiones en investigación y desarrollo de tecnología, siempre y cuando dichos 

gastos e inversiones no se financien con recursos provenientes del fondo a que se 

refieren los artículos 27 y 108 fracción VII, de esta ley. 

Para los efectos de este artículo, se considera como investigación y desarrollo de 

tecnología, los gastos e inversiones realizados en territorio nacional, destinados di-

recta y exclusivamente a la ejecución de proyectos propios del contribuyente que 

se encuentren dirigidos al desarrollo de productos, materiales o procesos de pro-

ducción, que representen un avance científico tecnológico, de conformidad con las 

reglas generales que publique el comité interinstitucional a que se refiere la Ley de 

Ingresos de la Federación.

El monto total del estímulo fiscal a distribuir entre los aspirantes del beneficio, así 

como los requisitos que se deberán cumplir, serán los que contemple la Ley de In-

gresos de la Federación en esta materia.

Artículos Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en 

el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. El Comité Interinstitucional a que se refiere el artículo 15 fracción IX nu-

meral 1, de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2001, deberá 

publicar en el Diario Oficial de la Federación dentro de los 10 días siguientes a la publi-

cación de este Decreto, las Reglas Generales con que operará dicho Comité, así como 

los sectores prioritarios susceptibles de obtener el estímulo fiscal, las características 

que deberán reunir las empresas y los requisitos adicionales que se tendrán que cum-

plir para hacerse acreedores al beneficio que se establece en el artículo 163 de esta ley. 

Dentro del Comité mencionado, el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología ten-

drá voto de calidad en la determinación de los proyectos susceptibles de ser benefi-

ciados con el estímulo fiscal.

Tercero. Por el periodo comprendido entre la fecha en que entre en vigor el presente 

decreto y el 31 de diciembre de 2001, el monto total de los estímulos fiscales a que 

hace referencia el artículo 163 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, ascenderá a la 

cantidad prevista en la fracción IX del artículo 15 de la Ley de Ingresos de la Fede-

ración para el Ejercicio Fiscal de 2001. 

 Fuente: Cámara de Diputados. Gaceta Parlamentaria.
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Se trata de una de las iniciativas consideradas técnicas. Fue presentada 

por un diputado del pan a nombre de la Comisión de Ciencia y Tecnolo-

gía, puesto que los estímulos fiscales contenidos en el artículo 27A de la 

Ley del Impuesto Sobre la Renta, promulgada en 1998, no eran eficaces, 

dados algunos problemas conceptuales derivados de una deficiente ca-

talogación de las inversiones objeto de los beneficios a la investigación y 

desarrollo de tecnología. Estas dificultades habían hecho que a partir de 

1999 se les incorporara en el artículo 15 de la Ley de Ingresos de la Fe-

deración. En ese mismo año se constituyó un Comité Interinstitucional 

responsable de garantizar que los proyectos de más alta prioridad fueran 

los beneficiados con estos estímulos, con un fondo presupuestal de 500 

millones de pesos para ejercer durante el año. La misma estrategia se 

aplicó para el ejercicio fiscal del año 2000, sin embargo, la realidad fue 

que no se logró impulsar de manera importante la inversión productiva 

en este campo y se ejerció menos de 1.7% del monto total autorizado en 

el año 2000, por ejemplo. 

La iniciativa pretendía resolver los problemas de técnica jurídica, 

conceptuales y técnicos para el otorgamiento de los estímulos fiscales a 

la investigación y el desarrollo tecnológico. Primero, planteaba reubicar 

el estímulo fiscal de la Ley de Ingresos de la Federación a la Ley del 

Impuesto sobre la Renta. Segundo, proponía eliminar la aplicación  

del estímulo sobre el gasto incremental y aplicar tal incentivo sobre los 

gastos e inversiones totales efectuadas dentro del ejercicio. Tercero, di-

ferenciaba los montos de estímulos a las empresas por su tamaño; esta-

blecía un crédito fiscal de 35% de los gastos de inversiones totales para 

el caso de las empresas pequeñas y medianas y de 20% para las empresas 

grandes, en la clasificación oficial de la Secretaría de Economía. Como 

dice la iniciativa, el propósito no era exigir mayores recursos presupues-

tales, sino hacer más eficaz y oportuno el uso de los estímulos fiscales 

autorizados por el Congreso. 

En su dictamen, las comisiones unidas de Hacienda y Crédito Pú-

blico y de Ciencia y Tecnología realizaron otro ajuste técnico, jurídico y 

conceptual, al cambiar la propuesta del artículo 27A, que corresponde 

al capítulo II, de las deducciones de las personas morales, al 163, en el 

capítulo específico de estímulos fiscales. También modificaron el crédito 
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fiscal diferenciado, al proponer un crédito fiscal de carácter general con 

una tasa de 30% de los gastos e inversiones totales, independientemente 

del tamaño de las empresas; sin dejar de considerar otros beneficios a 

las empresas medianas y pequeñas, según regulaciones generales que 

emitiría el comité interinstitucional, integrado por el Conacyt y las se-

cretarías de Hacienda y Crédito Público y de Economía. 

El carácter técnico de la iniciativa determinó que la discusión en tri-

buna fuera menor, lo fue más en las comisiones. Los grupos parlamen-

tarios del pan, pri y prd mantuvieron la misma posición, sólo glosaron 

los considerandos y las razones de los dictaminadores. Quizá el único 

punto en el que se presentó una discusión conceptual, que motivó el 

debate en las comisiones unidas, fue la diferenciación de los créditos 

fiscales por el tamaño de las empresas. Mientras que la iniciativa de la 

comisión de ciencia y tecnología consideraba conveniente aplicar un 

estímulo mayor a las empresas medianas y pequeñas, en el debate de 

comisiones unidas, los dictaminadores del pan y del pri de Hacienda 

insistieron en la conveniencia de aplicar un monto general, para recono-

cer el esfuerzo de la innovación de las empresas mayores, así como para 

evitar las complejidades en la aplicación contable. Nada más. Se aprobó 

por unanimidad en las dos cámaras y el Ejecutivo rápidamente la publi-

có en el Diario Oficial. Se podría decir, en una probable clasificación de 

iniciativas, como una iniciativa de trámite. 

La reforma constitucional de la Educación Preescolar

La iniciativa para reformar y adicionar el artículo 3º y 31 de la Cons-

titución Política, en materia de derechos y obligaciones educativas, re-

ferentes a la educación preescolar, tiene una larga historia y muchos 

participantes. Desde las reformas de 1991, cuando se integró la edu-

cación secundaria a la normal, diversas voces plantearon que el ciclo bá-

sico desde preescolar hasta secundaria debía ser gratuito y obligatorio. 

En ese entonces se paró la discusión sobre preescolar, aduciendo los 

costos fiscales y la inconveniencia de que desde muy temprana edad  

los niños fueran educados por el Estado y no por la familia.

Como en otros casos, las condiciones cambiaron en la alternancia. 

El 16 de octubre de 2001, Roberto Pérez de Alva Blanco, a nombre de 
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un grupo de senadores del pri, presentó una iniciativa para reformar y 

adicionar los artículos 3º en su párrafo primero, fracciones III, V y VI 

y el artículo 31 en su fracción I, de la Constitución, para que la educa-

ción preescolar fuera impartida por el Estado de forma laica, gratuita 

y obligatoria. En justicia, debía decirse que en la Cámara de Diputados 

ya se habían presentado iniciativas con anterioridad, que no fueron so-

metidas al debate y se quedaron en espera de nuevas condiciones polí-

ticas, las que dio la alternancia. El 22 de abril de 1999, el diputado Julio 

Castillón presentó una similar a nombre del pan, ocho días más tarde 

presentaron la suya los diputados del prd, en voz del diputado Pablo 

Sandoval. En plena campaña electoral del año 2000, el diputado del pri 

Lino Cárdenas Sandoval presentó la suya el 28 de abril. Ya iniciada la 

LVIII Legislatura, la diputada Celita Alamilla Padrón, del pan, presen-

tó otra iniciativa similar el 25 de septiembre de 2001, semanas antes de 

la presentada en el senado. Después vinieron más iniciativas de dipu-

tados. A través del diputado Cutberto Cantorán Espinosa, la fracción 

parlamentaria del pri presentó la suya el 18 de octubre y el mismo día 

hasta el pt presentó la suya, con la iniciativa del diputado Alberto Ana-

ya Gutiérrez. La coyuntura político-jurídica era propicia: el consenso 

era amplio entre los partidos y las dos cámaras del Congreso. 

A pesar de que las iniciativas se habían presentado con anterioridad 

en la Cámara de Diputados, fueron los senadores quienes discutieron 

primero la iniciativa del senador Alva y elaboraron su dictamen. El 6 de 

diciembre de 2001, menos de dos meses después de presentada la inicia-

tiva, las Comisiones Unidas de Estudios Legislativos-Primera, de Puntos 

Constitucionales y de Educación y Cultura de la Cámara de Senadores, 

llevaron el dictamen a la plenaria en primera lectura. El 13 de diciembre 

de 2001 fue discutido en el pleno y aprobado por unanimidad.

El dictamen modifica los artículos 3º y 31 constitucionales para es-

tablecer como obligatoria la educación preescolar y que sea responsabi-

lidad del Estado impartir también la educación inicial. Las comisiones 

consideraron ampliar los derechos educativas y las responsabilidades  

del Estado hasta los primeros años del niño, pues 
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[…] a lo largo de la vida del mandato constitucional de la educación, siempre se ha 

buscado asegurar la preparación mínima para poder comprender el entorno social 

de la niñez y de la juventud mexicana, por ello hasta ahora el actual artículo 3º cons-

titucional había consagrado la educación primaria y secundaria como obligatorias, 

considerándolas como la preparación mínima que los padres han de proveer, dentro 

de las instituciones educativas para sus hijos.9 

Las comisiones adoptaron las investigaciones psicopedagógicas sobre 

la formación y estimulación temprana, en la que se establecen condi-

ciones ambientales adecuadas para la introducción de los niños al ciclo 

escolar. Lo novedoso de la iniciativa no es tanto la ampliación del de-

recho de la educación al nivel preescolar, sino la concepción de que la 

educación responsabilidad del Estado empieza desde los tres primeros 

años del niño: la educación inicial sería entonces el paso primero de la 

formación temprana, para permitirle a los niños una adecuada intro-

ducción en el mundo intelectual. Recientes investigaciones realizadas 

en diversos países han demostrado que en esta etapa, que se da hasta los 

tres años, los educandos deben desarrollar un conjunto de habilidades, 

hábitos, actividades y destrezas que les permitirán mejorar su desarro-

llo psicomotriz redundando ello en un niño más maduro, capaz de en-

frentar su realidad de mejor manera. Asimismo, los centros de atención 

temprana deberán impulsar el desarrollo de la parte afectiva y social 

que es fundamental para el equilibrio emocional del infante.10 Una vez 

aceptadas estas premisas, lo siguiente era extenderlas para incorporar 

la obligatoriedad de la preescolar. Así, el ciclo de la educación básica 

sería obligatorio desde la preescolar hasta la secundaria. 

Las condiciones y pertinencias de que la preescolar sea obligatoria y 

gratuita están dadas por el bajo nivel de cobertura de esta cohorte po-

blacional, pues los datos del Consejo Nacional de Población (Conapo) 

indican que de los 6,590,446 que podrían cursar preescolar, sólo están 

matriculados 3,423,608, poco más de la mitad, con las consecuentes 

9 Diario de los Debates, Cámara de Senadores, LVIII Legislatura, 29 abril de 2003.
10 “Dictamen de Primera Lectura. Diario de los Debates. México. Cámara de Senadores, 6 de di-
ciembre de 2001.
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desigualdades educativas y personales que esto genera. Si se desagregan 

los datos, se encuentran las razones de equidad educativa que representa 

el hecho de que los 2,175,789 niños de 3 años, sólo 16.5% está matricu-

lado. La obligatoriedad de preescolar permitiría garantizar que el acceso 

a la educación primaria de todos los niños fuera igual, proporcionán-

doles las herramientas cognoscitivas elementales e igualitarias para el 

inicio de su desarrollo académico y personal. Por otra parte, la modi-

ficación de la fracción I del artículo 31 constitucional es el correlato de 

los de los nuevos derechos educativos, transformados en obligaciones  

de los padres de que sus hijos concurran a obtener la educación preesco-

lar, además de la primaria, secundaria y militar. 

El debate en la aprobación del dictamen no fue significativo, las frac-

ciones parlamentarias sólo glosaron los puntos del dictamen e hicieron 

señalamientos sobre la viabilidad de la reforma. La senadora Sara Caste-

llanos, del pvem, destacó las características del rezago educativo: la falta 

de infraestructura necesaria para cubrir la demanda y el fuerte desnivel 

entre la educación pública y la privada. El senador Armando Chavarría 

Barrera, del grupo parlamentario del prd, abundó en la inequidad edu-

cativa de las zonas urbano-marginales y rurales, donde el acceso, perma-

nencia y conclusión exitosa de la formación básica, son particularmente 

difíciles. Marco Antonio Adame Castillo, del pan, fue más explícito en 

las dificultades que la misma reforma podría traer, en términos de reza-

gos y de insuficiencias de recursos, por lo que era necesaria una refor-

ma del dictamen para prever los plazos de la obligatoriedad. Sobre este 

punto se hizo la única modificación del pleno al dictamen. El senador 

Salvador Becerra Rodríguez presentó una propuesta de modificación a 

los transitorios a nombre de la comisión, para establecer el calendario 

de la obligatoriedad de la educación preescolar, así como los estudios 

técnicos, pedagógicos, presupuestales y de personal que fueran necesa-

rios. El dictamen fue aprobado por unanimidad el 13 de diciembre y la 

minuta enviada a la Cámara de Diputados.

Las discusiones de una minuta en la cámara revisora, como en este 

caso era la de diputados, siguen el mismo procedimiento de cualquier ini-

ciativa de ley. De hecho, en ocasiones pueden quedar congeladas –como 

se dice en el argot legislativo– igual que cualquier otra iniciativa, a pe-
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sar de estar aprobada por la otra cámara. No fue el caso de la reforma 

constitucional sobre educación preescolar. La cuestión eran los tiempos 

parlamentarios. La minuta fue recibida en la Cámara de Diputados el 14 

de diciembre, un día antes del término del primer periodo ordinario de 

sesiones. Fue turnada a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucio-

nales y de Educación Pública y Servicios Educativos, pero había que es-

perar hasta el segundo periodo del segundo año, en marzo de 2002, para 

que fuera sancionada, o solicitar un periodo extraordinario de sesiones. 

Esta fue una de las razones para que se convocara a un periodo extraor-

dinario de sesiones. El 28 de diciembre, en medio de los enfrentamientos 

sobre las leyes de ingresos y las reformas fiscales, las comisiones unidas 

se reunieron para dictaminar la minuta, un día después fue sometida 

discusión en el pleno.

Los diputados hicieron modificaciones de forma y fondo a la minuta 

del Senado; tratan los aspectos conceptuales y pedagógicos de la refor-

ma, sobre todo en lo que refiere a las responsabilidades educativas del 

Estado. En el dictamen reconocen que la obligatoriedad de la educación 

preescolar contribuye a la igualdad de oportunidades para el aprendizaje 

y a compensar las diferencias provocadas por las condiciones económi-

cas, sociales y culturales del ambiente del cual provienen los alumnos, 

pero difieren en el tratamiento de la educación inicial. La modificación 

que realizaron es de técnica jurídica y conceptual. La incluyeron en la 

fracción V del artículo 3º constitucional, para que el Estado la promueva 

y atienda, pero sin que sea una obligación. El cambio jurídico es concep-

tual: la educación inicial no cae dentro de las obligaciones del Estado, 

aunque sea su responsabilidad atenderla y promoverla, como lo hace 

con la educación superior. Las comisiones fueron, por lo demás, muy 

explícitas en los beneficios que aportaría la incorporación de la preesco-

lar a la educación básica obligatoria:

Primero. Elementos pedagógicos para que se estimule en los niños sus capacidades 

cognoscitivas, el desarrollo de sus habilidades psicomotrices y se favorezca su so-

cialización. 

Segundo. Reducir los índices de deserción y reprobación en la escuela primaria y 

secundaria. 
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Tercero. Elevación de la calidad educativa y los resultados del proceso en toda la 

carrera escolar hasta el nivel de superior. 

Cuarto. Impulsar la equidad educativa reduciendo desventajas de los escolares que 

ingresan a la primaria con uno, dos o ningún grado de educación preescolar cur-

sado con respecto a los que tienen la oportunidad de cursar hasta tres años de este 

nivel, que como siempre son las minorías acomodadas. 

Quinto. Apoyar a las madres que se ven en la necesidad de dejar sus hijos, ya sea 

dentro o fuera de procesos institucionales, al cuidado de personas poco aptas para 

favorecer el desarrollo armónico de la personalidad de los niños. 

Sexto. Como consecuencia, el mejoramiento de la situación socioeconómica de las 

familias cuyos niños hayan asistido a educación preescolar.11 

Las posiciones estaban muy bien establecidas; el consenso parecía ser 

total, pero las intervenciones de la diputada del prd Hortensia Aragón 

Castillo y las reservas del prd al tercero transitorio revelaron las con-

diciones de la negociación. ¿Por qué la unanimidad conseguida en el 

Senado no se mostró en la Cámara de Diputados, a pesar de estar re-

presentados los mismos partidos políticos? ¿Autonomía relativa en las 

decisiones? Sin duda, pero sobre todo, condiciones de la negociación 

entre la minuta y la racionalidad política-educativa de las iniciativas 

presentadas en la Cámara de Diputados. Después de todo, los senado-

res sólo habían considerado la propuesta del senador Pérez de Alva, de 

la burocracia del snte, mientras que los diputados habían presentado 

más iniciativas, con posiciones diferentes. Así lo dijo la diputada Ara-

gón Castillo: 

El partido del gobierno, que no en el gobierno, apostó porque la reforma de la Cons-

titución se limitara a la obligatoriedad de un año, proponiendo que la medida fuera 

obligatoria hasta el año 2010, en clara concordancia con el Gobierno del presidente 

Fox, como lo consigna su Programa Nacional de Educación. Este regateo resultó di-

ferente a su demanda histórica de hacer obligatoria a dos años tal como quedó claro 

durante la LVII Legislatura, propuesta que fue perdida y esta iniciativa, no obstante 

11 Idem.
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que fue promovida y apoyada decididamente por nuestro partido entonces y por el 

resto de los partidos opositores, fue rechazada en abril del año pasado por no contar 

la mayoría calificada que requiere una reforma constitucional, pues el Partido Revo-

lucionario Institucional se opuso a ella argumentando falta de recursos financieros 

para hacerla realidad. ¿Por qué un cambio tan fuerte en ambos partidos? Simple, el 

matiz del poder y la debilidad ante el pragmatismo. Pero las inconsistencias políti-

cas no pararon ahí, en las sesiones de las comisiones que se abocaron a la revisión 

de la minuta del Senado, que es la Cámara de origen, por iniciativa del pri y del 

pan se acotó el alcance de la reforma por medio del dictamen que hoy discutimos 

y que dejó de lado cuestiones sustantivas como la referida a la educación inicial y 

a la educación preescolar en lengua materna para los pueblos indios. No obstan-

te, como anotamos anteriormente y con fundamento en los artículos 124, 125 y 

133 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados 

Unidos Mexicanos, nuestro partido solicita a la mesa directiva que se reserve para 

la votación en lo particular por considerarlo en estricto sentido constitucional, el 

transitorio tercero referido a la obligación de las autoridades de garantizar que la 

impartición de la educación preescolar a los nativos de los pueblos indios sea en su 

lengua materna.12 

La denuncia de la diputada Aragón no tuvo repercusiones. El deba-

te no prendió en el pleno, porque ya se había acallado en comisiones.  

Un nuevo intento del prd por rediscutir la cuestión de la educación 

inicial no tuvo éxito tampoco, a pesar de que sólo planteaba las res-

ponsabilidades del Estado en educación inicial, y de que nunca propuso 

incorporarla a la básica, menos aún volverla obligatoria o gratuita. El 

diputado Miguel Bortolini decía

[…] Qué bueno que ahora aprobamos este paso (se refiere a la educación preesco-

lar), pero desgraciadamente en las comisiones unidas de Puntos Constitucionales 

y de Educación de la Cámara de Diputados, se llevó a cabo una sesión de trabajo, 

12 “Dictamen de la Minuta con Proyecto de Decreto que adiciona el artículo 3º en su párrafo pri-
mero, fracciones III, V y VI, y el artículo 31 en su Fracción I de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos”. Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y Educación Pública 
y Servicios educativos. México. Diario de los Debates. 29 de diciembre de 2001. 
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que culminó con la decisión de regresar al Senado de la República, la minuta que 

modifica los artículos 3º y 31 de la Constitución al no aceptarla en su conjunto. En 

la propuesta original del Senado se buscaba resolver un doble problema, que era y es 

una debilidad de nuestra Carta Magna, al incorporar el Sistema de Educación Básica 

a la Educación Preescolar y al considerar que tanto ésta como la educación inicial 

para niños menores de tres años, debe estar bajo la rectoría del Estado. Con esto se 

resolvía en primer lugar un elemental problema de justicia, solamente una minoría 

de los niños mexicanos podía acceder a la educación preescolar. La base para lograrlo 

era la capacidad monetaria para poder pagar una colegiatura. De esta manera, se 

lograría que todos los niños de nuestro país tuvieran la posibilidad de acceder a este 

tipo de educación, que no está por demás repetir, es esencial para la formación fu-

tura. Por otro lado, cerraba un hueco muy grande que existía en nuestra legislación, 

sobre el contenido de los planes y programas de estudio para la educación preesco-

lar pero también para la educación inicial, con lo cual se aseguraba la rectoría del 

Estado en algo tan esencial como quién es el encargado de normar los contenidos 

de la enseñanza en los niños menores de tres años. Las Comisiones Unidas de Pun-

tos Constitucionales y de Educación y Servicios Educativos de la Cámara de Dipu-

tados, desdeñaron esta segunda parte y decidieron cambiar la minuta del Senado, 

eliminando casi todas las referencias a la educación inicial, bajo la coartada de que 

esto podía crear cierta confusión, sobre el hecho de que se pensara que también  

se estaba estableciendo la obligatoriedad en la enseñanza inicial por parte del Estado. 

Decimos que es una coartada, en tanto que se resolvía con una simple modificación 

gramatical, la realidad era otra. Tanto los diputados del pan como los del pri habían 

llegado a un acuerdo para dejar en la indefinición quién determina el contenido 

de la enseñanza inicial, lo que en la práctica significa y va a significar, dejar en ma-

nos privadas el contenido de dicha enseñanza de la educación inicial, con todas las 

consecuencias que de ahí se emanan. La discusión en esa sesión, no era si el Estado 

debía de proveer la educación inicial o no, eso nadie lo planteaba por el momento, 

pero en cambio, sí se buscaba que quedara en claro que la rectoría del Estado sobre el 

contenido de la enseñanza, debe de establecerse desde la educación inicial. Ese era  

el fondo de la esencia de lo que se discutió.13 

13 Diario de los Debates, México, Cámara de Diputados, 29 de diciembre de 2001.
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El prd apostó a una discusión que ya se había perdido de antemano. 

Aunque después del diputado Bortolini se inscribieron Celita Alamilla 

Padrón, del pan, y José Manuel Correa Ceseña, del pri, no obtuvo res-

puesta: se retiraron. El debate se cerró. La presidencia preguntó si estaba 

suficientemente discutido y se pasó a la votación. Fue aprobado por 462 

votos en lo general y en los artículos no impugnados. El prd impugnó el 

tercero transitorio. Intervino el diputado Uuc-kib Espadas Ancona para 

proponer una adición que decía: “se garantizará que los hablantes nativos 

de lenguas indígenas, reciban la educación preescolar en su lengua ma-

terna”. Eso sí prendió un debate muy significativo entre los representantes 

indígenas y los diputados del pan y del pri. La cuestión, por supuesto, se 

remitía a la nacionalidad y a la preponderancia del castellano. Mientras 

los diputados del prd insistían en las razones constitucionales históricas 

y pedagógicas de que la educación preescolar debía ser en la lengua ma-

terna, los panistas se negaban arguyendo problemas de técnica jurídica 

–el diputado Fernando Pérez Noriega decía que si era tan importante la 

modificación por qué no se hacía una reforma sustantiva, o por qué no se 

proponía una reforma constitucional al artículo 2º referido a la ciudada-

nía y los vínculos socializantes. Después de varias intervenciones, la mis-

ma Presidencia de la Cámara informó que el presidente de la Comisión 

de Educación Pública y de Servicios Educativos haría una propuesta para 

solventar la cuestión de la educación preescolar en las poblaciones indíge-

nas. El diputado Enrique Meléndez Pérez leyó la propuesta en tribuna: 

Tercero transitorio. La autoridad educativa federal deberá, a la entrada en vigor del 

presente decreto, instalar comisiones técnicas y de consulta con las demás autorida-

des educativas del país que resulten pertinentes, para iniciar un proceso tendiente 

a la revisión de los planes, programas y materiales de estudio para establecer, en el 

ejercicio de sus funciones constitucionales, los nuevos programas de estudio de la 

educación preescolar obligatoria para todo el país, así como preparar al personal 

docente y directivo de este nivel de acuerdo con la nueva realidad educativa que 

surge en este decreto. La educación preescolar se impartirá en forma bilingüe e in-

tercultural en las comunidades indígenas.14

14 Idem.
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La discusión parecía zanjada; con la introducción de la modalidad bi-

lingüe e intercultural, los diputados del pan y del pri pretendían calmar 

una breve revuelta legislativa contra la hegemonía del castellano y la 

imposición de la cultura occidental en las comunidades indígenas. Pero 

no fue así. El diputado Nahum Ildefonso Zorrilla Cuevas se sostuvo. 

Argumentó que la educación preescolar debía ser en la lengua materna; 

lo mismo hizo el diputado Uuc-kib Espadas. Desde la Mesa Directiva se 

quiso votar la propuesta del Presidente de la Comisión de Educación, 

pero el prd argumentó que se estaba debatiendo la modificación de un 

artículo transitorio, el tercero, de una iniciativa ya votada, por lo que  

en todo caso esa propuesta tendría que hacerse en otra iniciativa, que se 

tendría que votar tal y como se había hecho la impugnación. Así se hizo. 

En votación económica la mayoría denegó la propuesta. 

Cuando se regresó la minuta a la Cámara de Senadores, no hubo más 

debate. Se aprobó por 110 votos a favor y ninguno en contra, el 30 de 

diciembre, y se pasó a las legislaturas de los estados. El trámite terminó el 

12 de noviembre de 2002, cuando el decreto respectivo fue publicado en 

el Diario Oficial de la Federación: 

Decreto que adiciona el artículo 3º en su párrafo primero, fracciones III, V y VI, 

y el artículo 31 en su fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos.

ARTÍCULO PRIMERO: Se adiciona el artículo 3º constitucional para quedar como 

sigue:

Artículo 3º.- Todo individuo tiene derecho a recibir educación. El Estado –Federa-

ción, estados, Distrito Federal y municipios–, impartirá educación preescolar, pri-

maria y secundaria. La educación preescolar, primaria y la secundaria conforman la 

educación básica obligatoria […].

III. Para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto en el segundo párrafo y en la frac-

ción II, el Ejecutivo Federal determinará los planes y programas de estudio de la 

educación preescolar, primaria, secundaria y normal para toda la República. Para 

tales efectos, el Ejecutivo Federal considerará la opinión de los gobiernos de las en-

tidades federativas y del Distrito Federal, así como de los diversos sectores sociales 

involucrados en la educación, en los términos que la ley señale […].
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V. Además de impartir la educación preescolar, primaria y secundaria señaladas en 

el primer párrafo, el Estado promoverá y atenderá todos los tipos y modalidades 

educativos -incluyendo la educación inicial y a la educación superior- necesarios 

para el desarrollo de la nación, apoyará la investigación científica y tecnológica, y 

alentará el fortalecimiento y difusión de nuestra cultura.

VI. Los particulares podrán impartir educación en todos sus tipos y modalidades. 

En los términos que establezca la ley, el Estado otorgará y retirará el reconocimiento 

de validez oficial a los estudios que se realicen en planteles particulares. En el caso 

de la educación preescolar, primaria, secundaria y normal, los particulares debe-

rán: […].

ARTÍCULO SEGUNDO: Se adiciona el artículo 31 constitucional para quedar 

como sigue:

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

I. Hacer que sus hijos o pupilos concurran a las escuelas públicas o privadas, para 

obtener la educación preescolar, primaria y secundaria, y reciban la militar, en los 

términos que establezca la ley […].

TRANSITORIOS

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 

el Diario Oficial de la Federación.

Segundo.- La autoridad educativa federal deberá, a la entrada en vigor del presen-

te Decreto, instalar comisiones técnicas y de consulta con las demás autoridades 

educativas del país que resulten pertinentes, para iniciar un proceso tendiente a la 

unificación estructural, curricular y laboral de los tres niveles constitucionales obli-

gatorios, en un solo nivel de educación básica integrada.

Tercero.- La autoridad educativa federal deberá, a la entrada en vigor del presente 

Decreto, instalar comisiones técnicas y de consulta con las demás autoridades edu-

cativas del país que resulten pertinentes, para iniciar un proceso tendiente a la revi-

sión de los planes, programas y materiales de estudio, para establecer, en el ejercicio 

de sus funciones constitucionales, los nuevos programas de estudio de la educación 

preescolar obligatoria para todo el país, así como preparar al personal docente y 

directivo de este nivel, de acuerdo a la nueva realidad educativa que surge de este 

Decreto.

Cuarto.- Con el objetivo de impulsar la equidad en la calidad de los servicios de 

educación preescolar en el país, la autoridad educativa deberá prever lo necesario 

para dar cumplimiento a lo que dispone el artículo 2º de la Ley Reglamentaria del 
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artículo 5º constitucional en materia de profesiones, en el sentido de que la imparti-

ción de la educación preescolar es una profesión que necesita título para su ejercicio, 

sin perjuicio de los derechos adquiridos de quienes a la fecha imparten este nivel 

educativo.

Quinto.- La educación preescolar será obligatoria para todos en los siguientes pla-

zos: en el tercer año de preescolar a partir del ciclo 2004-2005; el segundo año de 

preescolar, a partir del ciclo 2005-2006; el primer año de preescolar, a partir del ciclo 

2008-2009. En los plazos señalados, el Estado mexicano habrá de universalizar en 

todo el país, con calidad, la oferta de este servicio educativo.

Sexto.- Los presupuestos federal, estatales, del Distrito Federal y municipales inclui-

rán los recursos necesarios para: la construcción, ampliación y equipamiento de la 

infraestructura suficiente para la cobertura progresiva de los servicios de educación 

preescolar; con sus correspondientes programas de formación profesional del per-

sonal docente así como de dotación de materiales de estudio gratuito para maestros 

y alumnos. Para las comunidades rurales alejadas de los centros urbanos y las zonas 

donde no haya sido posible establecer infraestructura para la prestación del servicio 

de educación preescolar, las autoridades educativas federales en coordinación con 

las locales, establecerán los programas especiales que se requieran y tomarán las 

decisiones pertinentes para asegurar el acceso de los educandos a los servicios de 

educación primaria.

Séptimo.- Los gobiernos estatales y del Distrito Federal celebrarán con el gobierno 

federal convenios de colaboración que les permitan cumplir con la obligatoriedad 

de la educación preescolar en los términos establecidos en los artículos anteriores.

Octavo.- Al entrar en vigor el presente Decreto, deberán impulsarse las reformas y 

adiciones a la Ley General de Educación y demás disposiciones legales aplicables en 

la materia.

 Fuente: Diario Oficial de la Federación.

Las leyes de regulación científica y tecnológica

Se trata de la única iniciativa con temática educativa, científica y tecno-

lógica planteada por el Ejecutivo Federal durante la LVIII Legislatura 

del Congreso de la Unión. Fue presentada el 4 de diciembre del año 

2001, en la Cámara de Diputados y turnada a la Comisión de Ciencia y 

Tecnología, presidida por la diputada Silvia Bruneliere Álvarez, del pan. 
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El trayecto legislativo de esta iniciativa fue muy corto. Se presentó en 

diciembre de 2001 y para el 30 de abril del año siguiente ya había sido 

aprobada en diputados y en senadores. Se publicó en el Diario Oficial 

el 6 de junio. En poco más de seis meses se presentó, se discutió y se 

promulgó. A diferencia de otras iniciativas que tardaron años y muchas 

más que nunca se someterán a la discusión. 

El 24 de enero, la Comisión de Ciencia y Tecnología acordó realizar 

una consulta nacional con los sectores científico, tecnológico y produc-

tivo para conocer sus opiniones acerca de la iniciativa. La consulta se 

hizo en reuniones por sectores, como por convocatoria abierta en tres 

periódicos nacionales, pero también una subcomisión responsable del 

análisis y el seguimiento, hizo una convocatoria abierta a través de pe-

riódicos de circulación nacional, por correo electrónico y por mensa-

jería directa a directores de instituciones de investigación, de empresas 

con desarrollos científicos y tecnológicos y funcionarios gubernamen-

tales del área. Se realizaron seminarios, mesas redondas, debates y se 

recibieron posiciones, planteamientos y propuestas de reforma. 

La iniciativa enviada por el Ejecutivo tiene dos artículos, el primero 

crea una nueva Ley Orgánica del Consejo Nacional de Ciencia y Tec-

nología (Conacyt), el segundo propone diversas reformas y adiciones a 

la Ley para el Fomento de la Investigación Científica y Tecnológica. La 

nueva ley propone una reordenación institucional del Conacyt; las re-

formas y adiciones a la Ley para el Fomento proponen la creación de un 

Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología. En el dictamen los diputados 

cambiaron la denominación de esta última por la más simple e integral 

de Ley de Ciencia y Tecnología. La nueva denominación resulta de un 

cambio conceptual, incorporado en un nuevo artículo 1º, que establece 

las finalidades y objetos de la ley, destacando de forma explícita estable-

cer las bases de una política de Estado que conduzca a la integración del 

Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología, además de cumplir con los 

propósitos de promoción, fomento y desarrollo de la investigación cien-

tífica y tecnológica.

Al ser el nuevo propósito eminentemente coordinador, las discu-

siones más frecuentes se dieron en la organización y funcionamiento 

de los órganos consultivos en materia científica y tecnológica, creados 
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en diversas normas jurídicas. En la nueva ley se propone una instan-

cia aglutinadora, con funciones y atribuciones establecidas. El Foro 

Consultivo Científico y Tecnológico es el nuevo órgano de consulta en 

materia de ciencia y tecnología del Poder Ejecutivo Federal, del Con-

sejo General de Investigación Científica y Desarrollo Tecnológico y de 

la Junta de Gobierno del Conacyt; estará conformado de manera am-

plia, plural, equilibrada regionalmente, que abarque todas las áreas y 

disciplinas; su estructura interna se basará en comités especializados y 

una mesa directiva, con un coordinador y un secretario técnico. Ten-

drá también representación propia en el Consejo General de Investi-

gación Científica y Desarrollo Tecnológico y en la Junta de Gobierno 

del Conacyt. 

Un segundo conjunto de propuestas, todas relacionadas con la es-

tructura del Sistema Nacional, son las relativas a la regionalización y 

descentralización de la ciencia y la tecnología, para lo que se plantea la 

creación de una Conferencia Nacional de Ciencia y Tecnología, como 

instancia de coordinación entre el Conacyt, los consejos estatales y los 

organismos para el apoyo a la investigación científica y tecnológica. En 

el plano académico e institucional, se propuso también la conformación 

de una red nacional de grupos y centros de investigación, a la cual se 

podrán adscribir los grupos de investigadores de instituciones de inves-

tigación públicos, sociales y privados. 

Un tercer aspecto está relacionado con los apoyos financieros a la 

ciencia y la tecnología. No se establecen taxativas presupuestales, como 

se hará más tarde en educación, sino una serie regulaciones jurídicas, 

institucionales y administrativas sobre los fondos para la investigación. 

Se propone, por ejemplo, que la constitución, modificación o extinción 

de los fondos del Conacyt no requerirán de la aprobación de la Secre-

taría de Hacienda y Crédito Público, pero sí de su registro; que se precise 

el momento en el que los recursos públicos se consideran devengados; 

prever la captación de recursos por conceptos tributarios de los fondos 

mixtos y sectoriales, así como especificar que el fideicomitente sea el 

Conacyt; mecanismos de selección de beneficiarios más flexibles; que 

la evaluación técnica y científica de los proyectos se lleve a cabo por 

investigadores científicos y tecnólogos del sector correspondiente; el 
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otorgamiento de becas como parte de los fondos de investigación, etc. 

También se consideran los aspectos relativos a la autonomía de gestión 

técnica, administrativa y presupuestal a los centros públicos de investi-

gación y un artículo fundamental, para que se establezca la vinculación 

de la investigación tecnológica con el sector productivo. 

En los artículos transitorios, el dictamen incorpora disposiciones 

para que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público realice adecua-

ciones en la estructura programática del gasto público para la consti-

tución de un ramo general específico de ciencia y tecnología; así como 

plazos determinados para la constitución, integración y funcionamiento 

de los distintos órganos creados y/o modificados por la ley. 

En el artículo segundo de la iniciativa, se crea la nueva Ley Orgánica 

del Conacyt, que abroga la de 1970. Aquí, otra vez, la nueva estructu-

ra responde a cambios conceptuales y a la readecuación institucional 

de las funciones y atribuciones que el Conacyt fue desarrollando en su 

historia. Según la iniciativa, el Consejo llegó a ser un organismo ope-

rativo, como una institución del sector educativo, el eje del subsector 

administrativo de la ciencia y la tecnología. Ahora, con la propuesta de 

la nueva Ley de Ciencia y Tecnología, el Conacyt debe estructurar un 

Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología que abarque los sectores pú-

blico, social y privado, para la promoción, el fomento y la coordinación 

de los apoyos del gobierno federal a la ciencia y tecnología. Se trata de 

un cambio conceptual en las funciones y objetos del Conacyt. De una 

institución operativa, sectorizada en la sep, el nuevo arreglo institucio-

nal pretende conferir al Conacyt el estatuto de entidad especializada 

en materia de ciencia y tecnología responsable de promover e impulsar  

la investigación científica y tecnológica, la innovación, el desarrollo y la 

modernización tecnológica del país. Según el dictamen, las principales 

características de las reformas institucionales al Conacyt son:

• Establecer expresamente el carácter del Conacyt como entidad no sectorizada 

y asesora del Ejecutivo Federal y especializada en la promoción y fomento de la 

investigación científica y tecnológica, la innovación, el desarrollo y la moderni-

zación tecnológica del país. 
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• Como entidad no sectorizada se estima indispensable establecer que la Secre-

taría de Hacienda y Crédito Público deba realizar las adecuaciones necesarias 

para el tratamiento de ramo presupuestal del Conacyt. 

• Se precisa que el Conacyt ejerza las funciones de coordinación sectorial en ge-

neral y en lo particular respecto de las entidades paraestatales que formen parte 

del subsector denominado actualmente Sistema sep-Conacyt. 

• Prever un mecanismo de evaluación externa del Conacyt a cargo de la Junta de 

Gobierno. 

• Incluir una atribución del Conacyt específica para apoyar la investigación cien-

tífica básica y aplicada, las que incluyen las ciencias exactas, naturales, de la 

salud, de humanidades y de la conducta, sociales, biotecnología y agropecua-

rias, así como el ramo de las ingenierías. También para apoyar la formación y 

consolidación de grupos de investigadores en todas las áreas del conocimiento. 

• Otorgar al órgano de gobierno del Conacyt la facultad de emitir las reglas de 

operación de programas sustantivos, así como la reglamentación interna que los 

mismos requieran. 

• Se propone que la ley incluya como miembros del órgano de Gobierno del Co-

nacyt a las secretarías del Medio Ambiente y Recursos Naturales; de Energía; de 

Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación, y de Salud, así como a un repre-

sentante del Foro Consultivo Científico y Tecnológico, a dos investigadores del 

Sistema Nacional de Investigadores y a dos representantes del sector productivo, 

con el propósito de dar mayor participación a la comunidad científica, tecnoló-

gica y empresarial en este órgano de decisión. Asimismo, se precisan algunas de 

las atribuciones de la Junta de Gobierno.15

Uno de los aspectos que recibió más atención en el Dictamen fue la 

propuesta de la no sectorización del Conacyt. Esto tiene repercusiones 

jurídicas, institucionales y presupuestales. Se detiene largamente en la 

constitucionalidad de la propuesta, por las posibles implicaciones de una 

institución descentralizada no sectorizada, pero no encuentran ningu-

nas razones constitucionales o en la Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal o en la de Entidades Paraestatales que determinen la 

obligatoriedad de la sectorización. Una vez garantizada su tratabilidad 

15 Idem.
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jurídica, lo consecuente es demandar un ramo presupuestal específico 

para ciencia y tecnología y la consolidación presupuestal. 

El 24 de abril de 2002 se llevó el dictamen al pleno. Una vez dispen-

sada la segunda lectura, iniciaron los posicionamientos de las fracciones 

parlamentarias para la discusión en lo general. Debate prácticamente no 

hubo. Todas las intervenciones glosaron el dictamen e insistieron en los 

conocidos rezagos nacionales sobre las cuestiones científicas y tecnoló-

gicas. La diputada Silvia Álvarez Bruneliere, del pan y presidenta de la 

Comisión de Ciencia y Tecnología señaló que la época actual es la del co-

nocimiento y la información, que la autodeterminación e independencia 

de las naciones se sustenta en la capacidad de una sociedad para crear co-

nocimiento y para innovar y avanzar en el desarrollo tecnológico, que es-

tos son los objetos verdaderos de la iniciativa, que la posición de México 

en el mundo no corresponde con los gastos en ciencia y tecnología, que 

son actualmente de 0.4% del pib; que los científicos mexicanos producen 

apenas 0.64% de los artículos publicados, que sólo hay 0.7% de investi-

gadores por cada mil habitantes. Las cifras del rezago son contundentes, 

la iniciativa las reconoce y pretende que con las reformas institucionales 

al sector y al organismo central se corrijan, con una coordinación de es-

fuerzos de todos los sectores, público, privado y social. Este es el asunto 

fundamental de la iniciativa que nunca fue puesto a prueba por nadie. La 

coordinación institucional entre sectores, regiones e instituciones, que es 

el objeto central de la iniciativa, trata fundamentalmente de la construc-

ción de mecanismos, instituciones y procedimientos para que en el gasto 

en ciencia y tecnología no sólo participen las instituciones públicas, sino 

también participen las empresas privadas, que el gasto público sea dis-

tribuido en todas las instituciones que desarrollen ciencia y tecnología, 

entendida ésta de modo tal que las acciones productivas de empresas 

particulares también sean reconocidas como tales, y a los departamen-

tos de investigación y desarrollo de las empresas serían beneficiadas con 

porciones del presupuesto estatal, ahora no sectorizable.

Este punto no fue debatido de fondo. Sólo el diputado León Morales, 

del prd, señaló sus preocupaciones de que en el Capítulo III, relativo a 

los principios, en el apartado 6, se habla de una manera muy general que 

se procurará la concurrencia de aportaciones de recursos públicos y pri-
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vados. La concurrencia sería lo de menos, si estuvieran especificados los 

criterios y las instancias de distribución, que como se vio antes, pueden 

ir muy bien a los centros lucrativos. No es una cuestión, como creía el 

diputado del prd, que podría resolverse en los reglamentos, motivo de su 

preocupación, sino en el diseño estructural y conceptual de la iniciativa. 

El diputado del prd observó el problema, pero no lo pudo ni conceptuar 

ni tampoco resolver, propuso que el principio de la concurrencia debería 

de subsanarse en un reglamento en el que de alguna manera se pudiera 

obligar a los particulares que se beneficien con la ciencia y la tecnolo-

gía producida con los fondos públicos a concurrir al financiamiento de 

la ciencia. “No nos gustaría –dijo de manera enfática– que del esfuerzo 

que están haciendo todos los mexicanos para el desarrollo de su ciencia y 

tecnología, se vieran fortalecidas instituciones privadas, lucrativas sin que 

éstas se vieran de alguna manera conminadas, incluso digo yo, forzadas a 

concurrir con recursos para el desarrollo de la ciencia y la tecnología. En 

fin, queremos decirles, nos parece un gran avance en cuanto a ciencia y 

tecnología, consideramos que los recursos que se han destinado para este 

rubro son recursos insuficientes, tal como se demostró aquí en el pasado 

diciembre con la aprobación del presupuesto para este renglón y es por 

eso que creemos que debiera de alguna manera, si no en esta ley, sí en los 

reglamentos subsecuentes, facilitar, incluso digo yo, obligar a las institu-

ciones privadas que se verán beneficiadas con la ciencia y la tecnología, a 

concurrir con recursos propios para el desarrollo de este importante ren-

glón en nuestro país. Asimismo, no queremos dejar abierta ninguna po-

sibilidad de que posteriormente se pueda con recursos públicos fortalecer 

instituciones privadas, ya sea en el ámbito de la educación u otros, de ahí 

que esperamos, aquí confiamos mucho en las autoridades del Conacyt, 

para que nos tome en cuenta en la reglamentación subsecuente y poda-

mos constatar de que se pongan los candados pertinentes para evitar que 

instituciones privadas se beneficien, instituciones privadas lucrativas se 

beneficien de los recursos públicos”.16

16 Dictamen de Primera Lectura de la Iniciativa con proyecto de Decreto de la nueva Ley de Ciencia 
y Tecnología y Orgánica del Conacyt. Diario de los Debates. Cámara de Diputados. México, 24 de 
abril de 2002. 
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Por supuesto, la cuestión no era de gustos, ni de recomendaciones 

o advertencias, sino de votaciones, de posiciones claras. Al final, todos 

votaron a favor. La iniciativa fue aprobada por 371 diputados con 1 abs-

tención, y en la que han participado en dicha comisión, su entusiasmo, 

su apoyo, su comprensión para llegar a este consenso, a los compañeros 

del Partido de la Revolución Democrática, a los compañeros del Partido 

Acción Nacional, a los compañeros del Partido del Trabajo, de todos los 

partidos y por supuesto a los compañeros del Partido Revolucionario 

Institucional. 

Ocho por ciento del pib al presupuesto educativo 

El 26 de noviembre de 2002, la Cámara de Diputados aprobó una inicia-

tiva de reforma al artículo 25 de la Ley General de Educación (lge), 

con objeto de alcanzar un presupuesto federal destinado a la educa-

ción, ciencia y tecnología equivalente al 8 por ciento del Producto In-

terno Bruto, en el año 2006. El Senado de la República la ratificó el 14 

de diciembre y el decreto correspondiente fue publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 30 de diciembre de 2002. A la letra, el decreto 

dice así: 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el artículo 25 de la Ley General de Educación 

para quedar como sigue:

ARTÍCULO 25. El Ejecutivo Federal y el gobierno de cada entidad federativa, con 

sujeción a las disposiciones de ingresos y gasto público correspondientes que resul-

ten aplicables, concurrirán al financiamiento de la educación pública y de los servi-

cios educativos. El monto anual que el Estado-Federación, entidades federativas y 

municipios-, destine al gasto en la educación pública y en los servicios educativos, 

no podrá ser menor a ocho por ciento del producto interno bruto del país, destinado 

de este monto, al menos 1% del producto interno bruto a la investigación científica y 

al desarrollo tecnológico en las Instituciones de Educación Superior Públicas.

Los recursos federales recibidos para ese fin por cada entidad federativa no serán 

transferibles y deberán aplicarse exclusivamente en la prestación de servicios y de-

más actividades educativas en la propia entidad.

El gobierno local prestará todas las facilidades y colaboración para que, en su 

caso, el Ejecutivo Federal verifique la correcta aplicación de dichos recursos.
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En el evento de que tales recursos se utilicen para fines distintos, se estará a lo pre-

visto en la legislación aplicable sobre las responsabilidades administrativas, civiles 

y penales que procedan.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 

en el Diario Oficial de la Federación.

SEGUNDO.- Para dar cabal cumplimiento a esta disposición, los presupuestos del 

Estado, contemplarán un incremento gradual anual, a fin de alcanzar en el año 

2006, recursos equivalentes a 8% del Producto Interno Bruto que mandata la pre-

sente reforma.

 Fuente: Diario Oficial de la Federación.

Destinar 8% del pib a educación, ciencia y tecnología no es una pro-

puesta novedosa. Ni en México, ni en el mundo. Los antecedentes se 

remontan a las conferencias de países miembros de la unesco, entre 

1979 y 1981, que culminaron con un documento titulado “Proyecto 

Principal de Educación en América Latina y El Caribe”, en el que se 

propone asignar a la educación presupuestos que lleguen a alcanzar 

gradualmente hasta 7 u 8% del Producto Nacional Bruto.17 Era una 

recomendación muy general, que debía ser atendida según las condi-

ciones económicas de cada país. Empezó a tomar forma de demanda 

política a mediados de los años ochenta, en los largos periodos de aus-

teridad presupuestal. Se incluyó en los programas de lucha del ma-

gisterio, de los sindicatos universitarios, de académicos y de algunos 

partidos políticos. Desde entonces, ha servido como denuncia y como 

objetivo. Se cumple o debe cumplirse; está por alcanzarse o sigue muy 

distante. Es ya un índice del compromiso estatal en educación. Un 

referente en el financiamiento educativo. Define las condiciones del 

debate y perfila los objetivos: es ya una norma conceptual y política.

Sin embargo, 8% nunca tuvo expresión jurídica, ni siquiera formó 

parte de una agenda política o legislativa. Antes de la alternancia en el 

Ejecutivo Federal, el pri y los gobernantes lo utilizaron en la retórica 

17 Diario de los Debates. Cámara de Diputados. México, 24 de abril de 2002.
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presupuestal, como un objetivo cada vez menos lejano, en tanto que para 

la oposición sirvió de denuncia: otra de las mentiras del gobierno. Nada 

más. En esas condiciones, a pesar de que los candados económicos ya 

empezaban a incorporarse en la legislación, con la autonomía del Banco 

de México, la política monetaria y los diferentes esquemas de rescate, 

nunca se consideró imponer una taxativa social al presupuesto. Para de-

cirlo en breve: mientras el pri fue el partido de y en el gobierno, 8% a 

educación nunca pasó de referente conceptual a ley. Y si alguien habló 

de una iniciativa, no llegó a discutirse.

Las cosas cambiaron más tarde. Como demanda y denuncia formó 

parte de los compromisos de campaña de Vicente Fox. Por ejemplo, ante 

el Comité Nacional de Acción Política del Sindicato Nacional de Traba-

jadores de la Educación (snte): 

[…] deberemos incrementar el presupuesto para la educación pública, laica y gra-

tuita de calidad. Pasar del cinco por ciento de producto interno bruto a por lo menos 

el ocho por ciento en lo próximos seis años, a fin de hacer una cruzada por la infra-

estructura educativa de calidad que pueda generar educandos de calidad.18

No quedó ahí, la propuesta fue incorporada al Programa Nacional de 

Educación 2001-2006 (pne). Entre sus metas establece 

[…] alcanzar, en 2006, una proporción de 8% del pib destinada a educación. De 

acuerdo con los criterios internacionales esta proporción refiere al total de la in-

versión en educación, que incluye el gasto público y el privado. No incluye el gasto 

en ciencia y tecnología. Dado que la aprobación de los presupuestos de egresos es 

facultad exclusiva del Legislativo, la tarea del Ejecutivo será proponer al Congreso 

un esquema que permita alcanzar la meta y proporcionar la información que se 

requiera para la construcción del consenso necesario.19

18 “Dictamen con proyecto de decreto, que adiciona el artículo 25 de la Ley General de Educación”, 
en Diario de los Debates. Cámara de Diputados. México, 21 noviembre 2002.
19 “Dictamen con Proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 25 de la lge”, op. cit. 
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El paso de una demanda política a un objetivo programático del go-

bierno, hizo que 8% inicial, sin adjetivos, pasara a tener tres determi-

naciones: es una sumatoria de la inversión gubernamental y privada; 

no incluye el gasto en ciencia y tecnología; y la responsabilidad del 

cumplimiento recaerá en la Cámara de Diputados, el Ejecutivo Fede-

ral propondría el esquema y la información para alcanzarla. Y es aquí 

donde aparecen las condiciones del debate, y las particularidades de la 

reforma del 26 de noviembre de 2002. Si 8% ya tiene el valor de una 

norma, que nadie disputa, los modos de asegurarlo, de distribuirlo e 

incluso de concebirlo son diferentes. La primera cuestión es la de su 

garantía. Es la pregunta de ¿cómo y quién garantiza que se dedique 8% 

del pib a educación? El pne lo dice claramente: es un objetivo a alcan-

zar, una meta de un programa gubernamental, restringido en el tiempo, 

que delega la responsabilidad a la Cámara de Diputados, por ser ella  

la que sanciona el Presupuesto de Egresos de la Federación; por supues-

to, previa información y propuesta del Ejecutivo Federal. Pero una meta 

es algo a conseguir, con un esquema, ciertamente, pero que depende de 

muchas restricciones en su cumplimiento, particularmente de la polí-

tica fiscal, de las condiciones macroeconómicas y de las modalidades 

de regulación educativa en general. Una meta es parte de un programa, 

que puede o no cumplirse, algo muy distinto de un mandato, de una 

regla institucional, de una ley. Son cosas diferentes: la meta depende 

de condicionantes externos, la ley es una institución. La meta es pro-

gramática, temporal y gubernamental, la ley no, trasciende al tiempo, 

forma parte de las reglas del juego político, es ya una restricción. Por 

eso, mientras el Ejecutivo planteaba una meta, la diputada Hortensia 

Aragón Castillo, a nombre del Grupo Parlamentario del Partido de la 

Revolución Democrática, presentó el 14 de septiembre de 2000, una ini-

ciativa para reformar el artículo 25 de la lge con objeto de alcanzar un 

presupuesto federal destinado a la educación equivalente a 8 por ciento 

del Producto Interno Bruto de México para el año 2006. La iniciativa 

fue la primera que se presentó en la LVIII Legislatura, se turnó a las 

comisiones de Educación Pública y Servicios Educativas, Presupuesto y 

Cuenta Pública, Cultura y Ciencia y Tecnología, y en tres ocasiones se 

presentaron excitativas para su dictamen. Durante más de dos años no 
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pasó nada. Por fin, en noviembre de 2002, después de una serie de acon-

tecimientos extraparlamentarios, pudo dictaminarse, luego discutirse y 

aprobarse, hasta ser sancionada por el Ejecutivo Federal en condiciones 

en las que vale la pena detenerse, porque seguramente van a afectar su 

destino mediato.

Recordemos brevemente, la iniciativa fue presentada por la diputada 

Hortensia Aragón Castillo, a nombre del grupo parlamentario del prd 

en la Cámara de Diputados, para garantizar una propuesta contenida en 

el pne y una demanda levantada años atrás por sectores académicos y 

sindicales del magisterio. En dos años se hicieron tres excitativas para 

elaborar el dictamen; se realizaron estudios con las comisiones de edu-

cación pública, presupuesto y cuenta pública y ciencia y tecnología; 

se consultaron expertos y se debatió con representantes del Ejecutivo 

Federal; pero el dictamen no se elaboraba. A pesar de que no existía 

contradicción alguna entre el contenido de la propuesta y el discurso 

presidencial, incluso en su expresión programática –aparece como ob-

jetivo del Programa Nacional de Educación–, fue hasta que formó par-

te del Compromiso para Elevar la Calidad de la Educación, firmado el 

8 de agosto de 2002, cuando empezó a tomar forma la posibilidad de 

un dictamen favorable. Primero, con la presentación de una iniciativa 

muy similar, presentada el 22 de octubre del año 2002, por el diputado 

Cutberto Cantorán, del grupo parlamentario del pri; luego con una ini-

ciativa del pan, presentada por la diputada Silvia Álvarez Bruneliere, el 

29 de octubre. La del pri era prácticamente igual a la presentada por la 

diputada Aragón, pero estableciendo un calendario para alcanzar 8% 

del pib con incrementos reales y sostenidos hasta el año 2006, etique-

tando las partidas y sin permitir recortes al gasto. La del pan fue una 

respuesta para matizar los alcances de las iniciativas que la precedieron, 

pero sobre todo para reorientarla a los criterios y racionalidades del pa-

nismo y del gobierno. 

La iniciativa del pan atendía la segunda cuestión relevante de la 

iniciativa. Si la primera cuestión era garantizar 8% por ley, no como 

meta, sino como mandato; ahora la interrogante es la de su integra-

ción. ¿Qué se incluye en 8% del pib? ¿Gasto público solamente, o tam-

bién inversión privada y social en educación? Las iniciativas del prd 
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y del pri no dejaban lugar a dudas: se trata del presupuesto público 

a educación. El pan lo planteaba diferente. Por eso intervino cuando 

la discusión del dictamen estaba ya avanzada, con la propuesta de la 

diputada Álvarez Bruneliere para reformar el artículo 27 de la lge, 

que dice: 

[…] el Ejecutivo federal y el gobierno de cada entidad federativa tomarán en cuenta el 

carácter prioritario de la educación pública para los fines del desarrollo nacional […] 

Se procurará destinar un monto equivalente a 8% del Producto Interno Bruto del 

país, para inversión en educación, ciencia y tecnología que considere tanto el gasto 

público como el privado, a fin de introducir cambios sustanciales hacia la calidad, la 

eficiencia y la equidad en estos sectores […] En todo tiempo procurarán fortalecer 

las fuentes de financiamiento a la tarea educativa y destinar recursos presupuestarios 

crecientes, en términos reales, para la educación pública.20 

La divergencia es muy clara. El Ejecutivo procurará destinar 8%. Es un 

compromiso moral o político, no una regla institucional. En él se con-

sidera tanto el gasto público como el privado. Destinado a educación, 

ciencia y tecnología, de los sectores público y privado. Y, por supuesto, 

procurando destinar recursos reales crecientes a educación. El pan po-

nía el acento en la participación de los particulares en 8%, abriendo una 

diferencia radical con las otras dos propuestas, que consideraban úni-

camente el presupuesto público dedicado a instituciones de educación 

pública. 

La diferencia es de fondo e irreductible, refleja concepciones diferen-

tes del rol estatal en educación. Y es este punto el que definió las tácticas 

parlamentarias de todos los participantes. Los grupos parlamentarios 

del pri, prd, pvem, pt, los diputados independientes y de cv, pas y psn, 

formaron una alianza de facto para hacer pasar una iniciativa en los tér-

minos presentados por la diputada Castillo. El pan discrepó de mane-

ra radical, pero no podía negarse a aprobar una iniciativa formalmente 

muy parecida a la que aparece en el discurso presidencial. De ahí su 

20 Programa Nacional de Educación, México, 2001, sep, p. 94.
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dilema: no aprobar, implicaba un alto costo político, prácticamente una 

contradicción con los postulados del partido y el discurso del presidente 

Fox; aprobarla, sin más, una negación de sus postulados ideológicos y 

una desviación de su racionalidad política.

Después de los debates propios del estudio de la iniciativa, cuando el 

dictamen en comisiones había desechado sus propuestas, el pan diseñó 

un conjunto de tácticas que tendrían como primer objetivo postergar 

la votación, luego denunciar las prácticas parlamentarias de sus adver-

sarios, más tarde reorientar el sentido y el espíritu de la reforma y, por 

último, apropiarse de ella, como lo hizo el Presidente de la República 

(La Jornada, 3 de diciembre de 2002). Mientras que el pri, al frente de 

la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, mostraba su 

empeño por sacar el dictamen; el pan, en la Junta de Coordinación Po-

lítica y en la presidencia de las comisiones de Presupuesto y Cuenta Pú-

blica y de Ciencia y Tecnología, reclamaba que el dictamen tendría que 

haber sido elaborado y aprobado por comisiones conjuntas, que éstas 

no se habían reunido nunca, por ausencia del quórum reglamentario, 

que los diputados del pan no habían firmado el dictamen, en fin, que los 

procedimientos legislativos no se habían cumplido en tiempo y forma. 

Sin embargo, a juicio de otros diputados, ésta no era sino una estrategia 

parlamentaria. En realidad, las convocatorias a las comisiones si existie-

ron, y en más de una ocasión los diputados del pan no se presentaron 

para impedir la firma del dictamen (Diario de los Debates. Cámara de 

Diputados, 19 noviembre, 2002).

En dos ocasiones se objetó la inclusión del dictamen en primera lec-

tura, con una discusión procedimental que sólo velaba las discrepancias 

de fondo; el 26 de noviembre, cuando se presentó el dictamen a segunda 

lectura, el pan incluyó un voto particular. De ahí la peculiaridad del 

consenso alcanzado en una iniciativa con tan grandes discrepancias  

y con tantos obstáculos en su trayecto legislativo. 410 votos a favor, nue-

ve abstenciones y nueve en contra de la votación en lo general es el efec-

to de una táctica parlamentaria del pan para evitar el costo político de 

mostrarse en contra de una iniciativa que formalmente aceptaba, pero 

que realmente aborrecía. En la discusión particular de la iniciativa re-

servó el único artículo en disputa, el 25 de la lge, y formuló una nueva 
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propuesta para incluir la inversión de la sociedad civil en 8% del pib 

destinado a educación. La moción fue desechada por 235 votos a 190, 

con cuatro abstenciones.

Cuando se envió la minuta a la Cámara de Senadores se repitieron 

las mismas posiciones, ahora matizadas por la insistencia del pan en los 

bloqueos fiscales y la negativa del pri-prd a admitirlos como un límite 

infranqueable. El proceso parlamentario no se pudo detener, a pesar de 

las propuestas de reforma a los transitorios, intentada por el pan y la 

votación recogió una sorprendente unanimidad para la tozudez argu-

mental de unos y otros. Se emitieron 112 votos a favor y ninguno en 

contra. Sólo faltaba que el Ejecutivo Federal vetara la reforma. No fue 

así. Más aún, reclamó su parte (“Celebra Fox a los diputados por apro-

bar 8 a educación”, Diario de Nuevo Laredo, 3 de diciembre de 2002). 

El consenso es un efecto de las estrategias políticas y parlamentarias. 

No es un resultado de la discusión, que mantuvo posiciones irreduc-

tibles, sino el producto de juegos de poder. Y son estos juegos los que 

deben atenderse en el debate legislativo –entendido como propuestas 

estratégicas de fuerzas en disputa–. Además, ni siquiera las leyes que re-

sultan están definidas o garantizadas: son otros campos de batalla, nue-

vos márgenes de la acción gubernamental. Por ejemplo, en el destino del 

nuevo artículo 25 de la lge siguen pesando los argumentos –o adver-

tencias– del pan y de los funcionarios estatales: “será difícil conseguirlo”, 

“es prácticamente inalcanzable dada la estructura de las finanzas públi-

cas”. La diputada Silvia Álvarez Bruneliere, en la exposición de motivos 

de su iniciativa de ley sobre 8%, lo señaló de manera inequívoca: 

El artículo 25 de la Ley General de Educación es claro al señalar que deben suje-

tarse a las correspondientes disposiciones de ingresos y gasto público que resulten 

aplicables, razón principal por la que no puede establecerse una meta fija obligatoria 

de cuánto destinar sin la certeza de que existirán los ingresos necesarios para cubrir 

este compromiso, pero también otros indispensables para el desarrollo nacional. 

Hoy, el Programa Nacional de Educación 2001-2006, así como el compromiso social 

por la calidad de la educación signados por el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo, 

el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación, han propuesto como meta 

para el 2006 destinar 8% del Producto Interno Bruto a la educación, la ciencia y la 
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tecnología. Sin embargo, este esfuerzo requiere, desde su origen, condiciones de 

viabilidad para que sea una realidad y no sólo un intento político consensuado o 

por consensar […].

Existen intentos de anclar el gasto hacia determinado sector como un 

equivalente del pib. No obstante esta pretensión pondera en demasía la 

referencia del gasto como porcentaje del pib, y soslaya las magnitudes 

reales de la asignación del gasto, las cuales en no pocas ocasiones pre-

sentan una variación negativa en términos porcentuales del pib, pero  

a la vez reflejan un incremento en términos reales –es decir descon-

tando la inflación– del mismo gasto. En suma, anclar la asignación de 

recursos a un porcentaje del pib permitiría, en caso de un menor creci-

miento económico del país, destinar en términos reales menores recur-

sos que el año precedente.

Con el propósito de ilustrar nuestra postura sobre la equivalencia de 

lo que representa 8% del pib, conviene conocer lo siguiente para evaluar 

con mayores elementos el esfuerzo, o recorte en otros rubros, que habría 

de realizarse en caso de obligarse normativamente la asignación presu-

puestal hacia un determinado rubro. Para 2001, los ingresos ordinarios 

del Sector Público fueron equivalentes a 22% pib. De éstos, 16.3% son 

ingresos del Gobierno Federal, y 5.8% ingresos propios de las empre-

sas de control presupuestario directo. El gasto neto total público es del 

orden de 23.7% del pib. El gasto primario alcanza 20.3% (que se com-

pone del gasto programable, participaciones a entidades federativas y 

municipios, y ADEFAS). De aquí, sólo 16% es gasto programable. De tal 

forma, tenemos que de los 937, 213,900 millones de pesos que compren-

dieron el gasto programable para 2001 equivalieron a 16.23% pib, de los 

cuales se asignaron de la siguiente manera: para funciones de Desarrollo 

Social: 10.05% pib; Gasto Público en Educación: 5.3% pib; para funcio-

nes productivas: 4.20% pib; y para funciones de gestión gubernamental, 

1.97%. Las funciones productivas incluyen: desarrollo agropecuario, 

energía, comunicaciones y transportes, y otros servicios y actividades 

económicas; las de gestión gubernamental incluyen legislación, impar-

tición de justicia, organización de procesos electorales, procuración de 

justicia, soberanía del territorio nacional, gobierno, medio ambiente y 
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recursos naturales y protección y promoción de los derechos humanos. 

De darse la asignación de 8% del pib exclusivamente a educación, es-

taríamos hablando que de mantenerse el mismo ritmo de recaudación 

tributaria y no tributaria del Estado, se destinaría casi la mitad del gasto 

programable a esta función, limitando los recursos a otras funciones; 

sería tanto como no destinar recursos al Poder Legislativo, al Poder 

Judicial o al Instituto Federal Electoral. Por ello habría que reflexionar  

en torno a los alcances y logros que en materia de gasto social logre un 

gobierno, ya que van de la mano del crecimiento de la economía del país 

y de su gobernabilidad democrática”.21

Estas consideraciones avisan el destino de la reforma. Dentro y fue-

ra del parlamento, los comentaristas y los funcionarios públicos siguen 

cuestionando su viabilidad. Han señalado problemas jurídicos, procedi-

mentales y financieros. Los jurídicos se refieren a que siendo el presu-

puesto una atribución de los diputados, regulada en la Constitución, 

resulta extraño que una ley secundaria le imponga un límite al texto 

fundamental. Desde el punto de vista financiero, dicen, la reforma es 

utópica e irresponsable. Utópica, pues ni siquiera los países más  desa-

rrollados dedican 8% del pib a educación. Francia, por ejemplo, dedica 

algo menor a 7%. Hacerlo por ley sería también irresponsable. Impli-

caría, sin reformas fiscales de fondo, una reasignación presupuestal ne-

gativa para rubros sociales o productivos, como lo mostró el ejemplo 

de la diputada panista. Además, los problemas en la elaboración del 

dictamen por comisiones conjuntas, muestran la ineficacia de los pro-

cedimientos parlamentarios en un Congreso dividido, con normas que 

datan de principios de los años treinta (La Crónica, 1 de diciembre de 

2002).

La reforma sigue en entredicho. La dinámica financiera y fiscal del 

país la hace muy difícil de cumplir. Para muchos, es peligrosa. En el 

corto plazo, significaría que muchos programas sociales y productivos 

dejarían de recibir recursos, además de que pone en riesgo al mismo 

presupuesto educativo, sujeto ahora a los ciclos de la economía. ¿Qué 

21 Cfr. “Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el artículo 27 de la Ley General de Educa-
ción”, en Diario de los Debates. Cámara de Diputados, México, 29 de octubre de 2002. 
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sucederá en las crisis y en las recesiones? ¿Qué pasará cuando las de-

mandas presupuestales derivadas de programas emergentes sobrepasen 

el crecimiento del pib? 

El consenso es un efecto del debate, un momento en las batallas del 

poder. Como se acaba de ver, los acuerdos podrían ser destrozados por 

la realidad financiera, la cultura política, el entorno económico, la co-

yuntura nacional o internacional. La ley, lejos de su imperio o de su 

majestad, siempre está en disputa: no sólo en su definición, también en 

su cumplimiento. Y peor, no sólo de los que la violan, sino de los que la 

observan, los que corren sus límites, los que amplían su cobertura, los 

que prorrogan su actuación. A fin de cuentas, la ley no es más que la 

regla de un juego estratégico que los mismos jugadores pueden cambiar, 

o no cumplir, observar de vez en vez, de cuando en cuando, pero eso sí: 

nombrándola siempre.

Los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas

Un Decreto a horcajadas, dos iniciativas de procedencia teórica y polí-

tica distinta, producidas entre la efervescencia de la marcha zapatista al 

Distrito Federal para el cumplimiento de los Acuerdos de San Andrés, 

los debates de su participación en la tribuna del Congreso y las preocu-

paciones de la derecha sobre las iniciativas autonómicas de los pueblos 

indígenas. La primera, la “Iniciativa que crea la Ley Federal de Dere-

chos Lingüísticos”, fue presentada el 25 de abril de 2001, por el dipu-

tado Uuc-kib Espadas Ancona, de la Fracción Parlamentaria del prd; 

la segunda, “Iniciativa de Ley General de Lenguas Indígenas”, por el 

diputado Gumercindo Álvarez Sotelo, del pan, el 29 de abril de 2002. 

Otra vez, como en el caso de 8% del pib a educación, el pan respon-

de a una iniciativa presentada un año antes, para encuadrar el debate, 

para limar las propuestas, para reducir los efectos, para reorientar las 

intervenciones, para establecer límites infranqueables. Lo hizo después 

de que se celebraron foros, páneles, conferencias y consultas para dis-

cutir la iniciativa del prd. El 9 de mayo de 2001, se celebró un panel 

sobre la “Protección de las Lenguas Indígenas de México”, con la parti-

cipación de académicos del Instituto de Investigaciones Antropológi-

cas de la Universidad Nacional Autónoma de México, del Colegio de 
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México, y de la Dirección de Lingüística del Instituto Nacional de An-

tropología e Historia. En esa misma sesión de trabajo, se pusieron en 

evidencia los mecanismos constitucionales de restricción a las iniciati-

vas de ley, cuando la “Asociación de Escritores en Lenguas Indígenas” 

envió un proyecto de Ley de Derechos Lingüísticos para los Pueblos 

y Comunidades Indígenas. En octubre del mismo año, las comisiones  

de Asuntos Indígenas y de Educación Pública y Servicios Educativos de 

la Cámara de Diputados, organizaron otro panel sobre “Los Derechos 

Lingüísticos de los Pueblos Indígenas de México”, ahora en la Universi-

dad Autónoma Indígena de México, en Mochicahui, El Fuerte, Sinaloa. 

El pan presentó su iniciativa después de esas discusiones, en abril de 

2002. En los meses siguientes se realizaron diversos “Foros de Consulta 

Sobre Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas de México”. El 

8 de junio de 2001 se organizó el primer foro en Chilapa, Guerrero, 

con la asistencia de indígenas tlapanecos, mixtecos, nahuas y amuzgos 

de Guerrero; tlahuica y nahuas de Morelos; el segundo en Zacapoaxtla, 

Puebla, el 15 de junio, con la participación de representantes de los pue-

blos náhuatl y ñahñu de Tlaxcala; náhuatl, popoluca, ñahñu, mixteco, 

mazateco, tepehua y totonaco de Puebla; ñahñu, tepehua y náhuatl de 

Hidalgo y náhuatl del Distrito Federal; el tercero en Ciudad Obregón, 

Sonora, el 21 de junio, con la participación de representantes de los 

pueblos pai pai, kiliwa, cochimi y cucapá de Baja California Sur; seri, 

guarijío, pima y pápago de Sonora; rarámuri de Sinaloa; yaqui y mayo 

de Sonora y Sinaloa; cora, huichol y tepehuano de Nayarit; el cuarto en 

Guachochi, Chihuahua, el 26 de junio, con la participación de represen-

tantes indígenas de los pueblos rarámuri, pimas y tepehuano de Chi-

huahua; kikapú de Coahuila; tepehuano y mexicanero de Durango; el 

quinto en San Cristóbal de las Casas, Chiapas, el 29 y 30 de junio, con la 

participación de representantes indígenas de los pueblos tzeltal, tzotzil, 

tojolabal, mochó, mam, chuj, chol, zoque, jacalteco, lacandón, kanjobal 

y cakchikel de Chiapas; chontal y chol de Tabasco; el sexto en Pátzcuaro, 

Michoacán, el 6 de julio, con la participación de representantes indíge-

nas de los pueblos purépecha, ñahñu y náhuatl de Michoacán; ñahñu y 

chichimeca jonás de Guanajuato; cora, huichol y náhuatl de Jalisco; ná-

huatl de Colima; mazahua, tlahuica, matlatzinca y ñahñu del Estado de 
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México y Querétaro; el séptimo en Mérida, Yucatán, el 13 de junio, con 

la participación de representantes mayas de los estados de Campeche, 

Quintana Roo y Yucatán; el octavo en Papantla, Veracruz, el 16 de julio, 

con la participación de representantes indígenas de los pueblos totona-

co, popoluca y náhuatl de Veracruz; tenek, náhuatl y pame de San Luis 

Potosí, y náhuatl de Tamaulipas; el noveno en Oaxaca, Oaxaca, el 20 de 

julio, con la participación de representantes indígenas de los pueblos 

amuzgo, cuicateco, chatino, chinanteco, chontal, ixcateco, mazateco, 

chocholteco, mixteco, mixe, triqui, zoque y zapoteco.; el último se llevó 

a cabo en Cuernavaca, Morelos, con la participación de representantes 

indígenas de los pueblos nahuas y tlahuicas del estado de Morelos el 30 

de julio de 2002.22 

Los páneles y foros eran una de las partes de legitimación de la ini-

ciativa, en realidad, las condiciones de su emergencia no son legislati-

vas, sino políticas y también militares. Se encuentran en la irrupción 

zapatista de 1994, en las luchas indígenas anteriores y posteriores a ella 

y, de acuerdo con el dictamen de las comisiones unidas de Asuntos In-

dígenas y Educación Pública y Servicios Educativos, a los Acuerdos de 

San Andrés. En el numeral 6, inciso 1, del Pronunciamiento Conjunto 

del ezln y del gobierno federal, dado a conocer en 1996, en San Andrés 

Larráinzar, Chiapas, se establece que:

Se propone al Congreso de la Unión y a las legislaturas de los estados de la Repú-

blica que, en el reconocimiento de la autonomía indígena y para la determinación 

de sus niveles, tomen en consideración los principales derechos que son objeto de 

la misma; estableciéndose las modalidades que se requieran para asegurar su libre 

ejercicio. Entre dichos derechos podrían destacar los siguientes: 

Inciso i. Promover y desarrollar sus lenguas y culturas, así como sus costumbres y 

tradiciones tanto políticas como sociales, económicas, religiosas y culturales”.23

22 Cfr. “Dictamen de las comisiones unidas de Asuntos Indígenas de Educación Pública y Servicios 
Educativos, con proyecto de Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas y re-
forma la fracción IV del artículo 7o de la Ley General de Educación”. Diario de los Debates. Cámara 
de Diputados, 12 de diciembre de 2002.
23 “Dictamen de las comisiones unidas de Asuntos Indígenas de Educación Pública y Servicios 
Educativos, con proyecto de Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas y 
reforma la fracción IV del artículo 7o. de la Ley General de Educación”, op. cit. 
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Más adelante, en las propuestas conjuntas establecen que: 

[…] Punto 3. Conocimiento y respeto a la cultura indígena. Se estima necesario 

elevar a rango constitucional el derecho de todos los mexicanos a una educación 

pluricultural que reconozca, difunda y promueva la historia, costumbres, tradi-

ciones y, en general, la cultura de los pueblos indígenas, raíz de nuestra identidad 

nacional. 

 El Gobierno Federal promoverá las leyes y las políticas necesarias para que las 

lenguas indígenas de cada estado tengan el mismo valor social que el español y pro-

moverá el desarrollo de prácticas que impidan su discriminación en los trámites 

administrativos y legales. 

 El Gobierno Federal se obliga a la promoción, desarrollo, preservación y prácti-

ca en la educación de las lenguas indígenas y se propiciará la enseñanza de la escrito-

lectura en su propio idioma; y se adoptarán medidas que aseguren a estos pueblos la 

oportunidad de dominar el español. 

 El conocimiento de las culturas indígenas es enriquecimiento nacional y un 

paso necesario para eliminar incomprensiones y discriminaciones hacia los indí-

genas. 

 Punto 4. Educación Integral Indígena. Los gobiernos se comprometen a res-

petar el quehacer educativo de los pueblos indígenas dentro de su propio espacio 

cultural. La asignación de los recursos financieros, materiales y humanos deberá ser 

con equidad para instrumentar y llevar a cabo acciones educativas y culturales que 

determinen las comunidades y pueblos indígenas. 

 El Estado debe hacer efectivo a los pueblos indígenas su derecho a una educa-

ción gratuita y de calidad, así como fomentar la participación de las comunidades y 

pueblos indígenas para seleccionar, ratificar y remover a sus docentes tomando en 

cuenta criterios académicos y de desempeño profesional previamente convenidos 

entre los pueblos indígenas y las autoridades correspondientes, y a formar comités 

de vigilancia de la calidad de la educación en el marco de sus instituciones. 

 Se ratifica el derecho a la educación bilingüe e intercultural de los pueblos in-

dígenas. Se establece como potestad de las entidades federativas, en consulta con 

los pueblos indígenas, la definición y desarrollo de programas educativos con conte-

nidos regionales, en los que deben reconocer su herencia cultural. Por medio de la 

acción educativa será posible asegurar el uso y desarrollo de las lenguas indígenas, 



129

La agenda educativa

24 Idem.

así como la participación de los pueblos y comunidades de conformidad con el es-

píritu del Convenio 169 de la oit.24 

El Dictamen sigue enumerando las consideraciones constitucionales y 

los tratados internacionales firmados por el Estado mexicano sobre el 

reconocimiento y promoción de las lenguas indígenas. El artículo 2°, 

señala que 

Apartado A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las 

comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía 

para: 

 Fracción IV. Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los ele-

mentos que constituyan su cultura e identidad;

del mismo modo, el artículo 26 inciso 2 de la Declaración Universal de 

Derechos Humanos, dicta que 

[…] la educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y 

el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamen-

tales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y 

todos los grupos étnicos o religiosos; y promoverá el desarrollo de las actividades de 

las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz; 

y, también el artículo 28, numeral 3 del Convenio 169 de la Organiza-

ción Internacional del Trabajo, establece que deberán adoptarse dispo-

siciones para preservar las lenguas indígenas de los pueblos interesados 

y promover el desarrollo y la práctica de las mismas, así como el ar-

tículo 17 de la Convención sobre los Derechos del Niño, establece el 

derecho de los niños indígenas a que los medios de comunicación to-

men en cuenta sus necesidades lingüísticas y, el artículo 29, numeral 1, 

incisos c y d, señalan que la educación deberá encaminarse al respeto a 

la identidad propia y al idioma del niño. 
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La nueva Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos In-

dígenas resulta de una transacción entre las iniciativas del prd y del 

pan. La primera, Iniciativa de Ley Federal de Derechos Lingüísticos, 

proponía la derogación de la fracción IV del artículo 7 de la Ley General 

de Educación; las condiciones de igualdad, entre las lenguas indígenas 

habladas por los pueblos preexistentes al Estado Mexicano y a la lle-

gada de la lengua española a nuestro territorio; la prohibición expresa  

a cualquier tipo de discriminación resultante de la lengua que se hable; 

la reconversión lingüística del Estado, acorde con la pluralidad lingüísti-

ca de la nación, sin importar la proporción de sus hablantes. La segunda, 

la Ley General de Lenguas Indígenas, propone el reconocimiento de las 

lenguas indígenas como mexicanas y patrimonio cultural y lingüístico 

de la nación; que ninguna persona sea discriminada por usar su lengua 

indígena; la validez de la principal lengua indígena en los municipios 

mayoritariamente indígenas; los derechos de los hablantes de lenguas 

indígenas. Las diferencias se observan desde la denominación hasta 

el carácter, el objeto y los postulados que las rigen. La cuestión de la 

denominación afecta el carácter general o federal, mientras que el prd 

apostaba por lo federal, el pan señaló la conveniencia de que afectara los 

tres órdenes de gobierno, dada la importancia del ámbito municipal en 

la atención de los problemas indígenas. Este movimiento, que rescata la 

ordenación territorial y jurisdiccional del Estado mexicano, en realidad 

realiza un desplazamiento profundo en el reconocimiento de la plurali-

dad lingüística del país y los derechos que esto prohija. Según la iniciati-

va del prd, se trataba de “normar el derecho igualitario de los mexicanos 

al uso pleno de la lengua nacional de la que fueren hablantes”; para el 

pan, sin embargo, la cuestión era “regular la protección, promoción, de-

sarrollo, enriquecimiento y uso de las lenguas indígenas”. Esto provoca 

una suerte de manifiesto hegemónico del castellano respecto a las de-

más lenguas indígenas que se hablan en el país, pues mientras que en la 

primera iniciativa reconoce como “lenguas nacionales las de los pueblos 

indios […] el castellano y las que […] sean en el futuro incluidas con 

tal carácter en la presente ley”, la segunda explícitamente señala que si 

bien todas las lenguas indígenas... son mexicanas y patrimonio cultural 

y lingüístico de la nación, el español es la lengua nacional oficial y me-
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25 Idem. 

dio de comunicación de todos los mexicanos, aunque en los municipios 

mayoritariamente indígenas, la principal lengua indígena –determinada 

por el número de hablante mayores de 5 años, de acuerdo con los datos 

oficiales–, será válida igual que el español. Obsérvese, sólo la principal 

lengua, sólo en esos municipios, es decir, una suerte de clasificación or-

dinal y territorial del reconocimiento jurídico de las lenguas, abriendo 

con esto, una diferenciación efectiva de las lenguas, una discriminación 

jurídica de las minorías etno-lingüísticas del país. 

Sobra decir que la intención estratégica de la iniciativa del pan se lo-

gró: el dictamen lo dice en el lenguaje propio de los eufemismos y las 

negociaciones político-parlamentarias 

A pesar de la diferencia en las consideraciones en torno a las lenguas indígenas con 

respecto al español; ambas propuestas coinciden en reconocer el valor de las lenguas 

indígenas como lenguas de nuestra nación, y en la segunda se hace una acotación 

real y pertinente de otorgar a dichas lenguas la misma validez en sus territorios de 

uso.25 

La Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas se 

divide en cuatro capítulos. En el primero, Disposiciones Generales,  

se encuentran las características de la Ley, de orden público, interés so-

cial y observancia general en toda la República; el objetivo, regular el 

reconocimiento y protección de los derechos lingüísticos, individuales 

y colectivos de los pueblos indígenas de México; la definición de las len-

guas indígenas como aquellas que proceden de los pueblos existentes en 

el territorio nacional antes del establecimiento del Estado Mexicano; se 

atribuye el mismo valor a las lenguas indígenas nacionales y el español, 

en su territorio, localización y contexto en que se hablen; y el principio 

de no discriminación por la lengua que hable. En el capítulo II, se con-

sagra el derecho de todo mexicano a comunicarse en la lengua de la que 

sea hablante sin restricciones en el ámbito público y privado, en forma 

oral o escrita; dispone que el Gobierno garantizará el derecho de los 

pueblos y comunidades indígenas al acceso a la jurisdicción del Estado 
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en la lengua indígena nacional de que sean hablantes; determina el de-

recho de la población indígena para acceder a la educación obligatoria 

en ambas lenguas, la materna y el español; y establece una corresponsa-

bilidad de los habitantes de los pueblos y comunidades indígenas en la 

consecución de los objetivos de la Ley en el ámbito familiar y comuni-

tario. En capítulo III se establece la distribución de competencias, en un 

nivel de concurrencia y coordinación, entre la Federación, los estados 

y los municipios, para la creación de instituciones y la realización de 

actividades, en sus respectivos ámbitos de competencia, para lograr los 

objetivos generales de la presente Ley. En capítulo IV trata de la creación 

del Instituto Nacional de Lenguas Indígenas (inll), organismo descen-

tralizado de la administración pública federal, que tendría a su cargo el 

desarrollo de las tareas necesarias para proveer al cumplimiento de la 

ley y a la realización de sus objetivos. 

Además de la nueva ley, el diputado Uuc-kib Espadas Ancona, pro-

puso la derogación de la fracción IV, del artículo 7°, de la Ley General 

de Educación, para hacerla congruente con la nueva ley, de forma que 

se promueva el conocimiento de la pluralidad lingüística de la Nación  

y el respeto a los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas, así como  

el derecho de los hablantes indígenas de tener acceso a la educación 

obligatoria en su propia lengua y español. 

En la discusión general, las fracciones parlamentarias no realizaron 

ningún debate particularmente importante, sólo una pequeña disputa 

sobre el reconocimiento del origen y la promoción de la nueva ley, como 

regularmente se hace, sin que se cuestionara el dispositivo de conten-

ción regulatoria que la iniciativa del pan había propuesto. Por eso el dic-

tamen fue aprobado por una amplia mayoría de 443 votos en pro, dos en 

contra y ocho abstenciones. El debate fue en lo particular, los diputados 

del pan y del prd, en particular, se enfrascaron en discusiones sobre 

las características, conveniencia, funciones e integración del Instituto de 

Lenguas Indígenas, es decir, lo correspondiente al capítulo IV de la nue-

va ley, de los artículos 14 al 25, aunque también presentaron objeciones 

a los artículos 4º. y 7º, que luego de una pequeña consulta quedó úni-

camente en una reordenación del artículo 7º, a propuesta del diputado 

Jorge Alberto Lara Rivera, del pan, con el objetivo de distinguir los tipos 
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de trámites o asuntos que es diferente un asunto público que involucra 

al Estado o a los órganos del mismo, o que un asunto entre particulares. 

La propuesta fue aceptada. 

La reserva más importante fue hecha por el diputado Carlos Ray-

mundo Toledo, del pan, en relación con el capítulo IV, artículos del 14 al 

25 y sus vinculaciones con el segundo, tercero y quinto transitorios, re-

ferentes a la creación del Instituto Nacional de Lenguas Indígenas, más 

específicamente sobre su carácter de órgano descentralizado. El pan ar-

gumentó razones de eficiencia, en la revisión del Instituto Nacional in-

digenista, no revisado desde 1948, razones presupuestales, al exigir una 

partida propia y razones político-administrativas, al refutar la lógica de 

creación de organismos, sin revisar y reorganizar los existentes. Sin em-

bargo, aprobaron la creación del inll pero como órgano desconcentra-

do de la Secretaría de Educación Pública, pues resulta más funcional y 

económico. La frase final de su discurso resume muy bien su posición: 

“Nosotros no creemos sinceramente que con mayor burocracia se les  

dé respuesta a los pueblos indígenas”. La respuesta vino del pri. El dipu-

tado J. Melitón Morales Sánchez señaló que la distinción entre los or-

ganismos descentralizados y desconcentrados de la administración 

pública estriba en su naturaleza jurídica y por tanto sus características y 

peculiaridades dependen del grado de autonomía o del grado de subor-

dinación, por lo que para comprometerse de manera congruente con los 

objetivos de la nueva ley, el grupo legislativo del Partido Revolucionario 

Institucional, emitirá su voto a favor para que el Instituto Nacional de 

Lenguas Indígenas se constituya como organismo descentralizado. La 

propuesta del pan no recibió el apoyo de la otra fuerza mayoritaria y fue 

rechazada por evidente mayoría. En otras reservas del mismo capítulo 

se aprobó la inclusión de un representante del Instituto Nacional de An-

tropología e Historia en el Consejo del inll. 

En el Senado de la República la iniciativa fue aprobada el 14 de di-

ciembre de 2002, con una serie de adiciones al capítulo V, referente al 

inll, específicamente con los artículos 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 

23, 24 y 25, así como los transitorios correspondientes. La minuta fue 

aprobada por 69 votos a favor y 36 abstenciones, hechas por los sena-

dores del pan. Fue devuelta a la Cámara de Diputados en la que, sin 
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mayor discusión, fueron aprobados los cambios un día después, por 229 

votos en pro, 97 en contra, 97 abstenciones. Una votación que revela 

más las intenciones de los diputados que la de días antes, en la que se 

había puesto en evidencia que la verdadera intención estratégica era la 

de regular y efectuar una verdadera discriminación legal de las lenguas 

indígenas minoritarias, y en la que la discusión sobre el estatuto jurídico 

del inll fue sólo una referencia táctica e ideológica del pan una vez que 

había logrado su cometido de fondo. 

Ley de cultura física y deporte

Es una ley que tiene como cámara de origen a la de Senadores; la ini-

ciativa fue presentada el 18 de abril de 2002, por Gloria Lavara Mejía, 

del pvem, a nombre de la Comisión de Juventud y Deporte. Se trata de 

una iniciativa consensada desde su formulación. Tiene antecedentes en 

la mesa de trabajo organizada por la misma comisión, el 27 de junio del 

2001 para revisar y analizar el marco jurídico del deporte en México. Las 

características generales de la iniciativa son: 

• Cambiar la naturaleza jurídica de la Comisión Nacional del De-

porte (Conade), de un órgano administrativo desconcentrado a 

un órgano público descentralizado de la Administración Pública 

Federal; con el propósito de que goce de una mayor autonomía de 

gestión. 

• Definir el término de cultura física, como el conocimiento que un 

individuo debe tener para estar bien con su cuerpo y con su men-

te, y así entonces poder interactuar dentro de una sociedad desa-

rrollándose en un ámbito de igualdad, de equilibrio y de hábitos 

que favorezcan esa inserción en la participación de la sociedad en 

general.

• Integrar el concepto de cultura física, para que sea una misma ley 

la que abarque tanto el deporte como la cultura física, con el fin de 

que también se protejan, promuevan y fomenten las actividades 

físicas de los particulares.

• Establecer un marco de regulación y clasificación de las instancias 

deportivas. 
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• Incluir los temas de las ciencias aplicadas al deporte, con el fin de 

promover el desarrollo e investigación en medicina deportiva, el 

dopaje, la psicología del deporte, nutrición, biomecánica y otras 

disciplinas científico-deportivas. 

• Regular el Sistema Nacional del Deporte, para su integración y 

funcionamiento. 

• Establecer claramente la coordinación en materia de cultura física 

y deporte entre la Federación, los estados y los municipios, así 

como la participación de los sectores social y privado. 

• Establecer normas para la aplicación de los recursos públicos 

transparentes, rentables y de impacto social, así como emitir linea-

mientos para garantizar el mantenimiento sostenido de las activi-

dades deportivas. 

• Modificar las bases de funcionamiento de los programas civiles 

del deporte, garantizando su legalidad electoral y propiciando 

mecanismos de financiamiento con la participación de toda la 

sociedad. 

El objeto de la nueva ley es la cultura física y el deporte, se trata de pro-

moverlos facilitando las condiciones para su organización y desarrollo, 

pero también estableciendo los mecanismos de coordinación adecuada 

entre las modalidades y niveles de la práctica del Deporte y de la cul-

tura física, así como las tareas de los agentes públicos y privados. Una 

de sus funciones centrales, como en las leyes de ciencia y tecnología, 

es el establecimiento del Sistema Nacional del deporte y de la Cultura 

Física, que sería el organismo central en las funciones normativas y de 

coordinación. 

En la discusión general, la iniciativa prácticamente no despertó nue-

vos debates sustantivos, sólo algunos referidos a cuestiones puntuales. 

Por ejemplo, el senador Moisés Castro Cervantes, del prd, propuso una 

modificación al artículo 20, para que las relaciones de trabajo entre la 

Conade y sus trabajadores se rijan por el apartado “A” del artículo 123 

constitucional, así como por la Ley Federal del Trabajo. Del mismo modo, 

en representación de las comisiones dictaminadoras y de las fracciones 

parlamentarias, el senador Héctor Michel Camarena, del pri, presentó 
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un acuerdo modificatorio con el objeto de mencionar expresamente en 

el texto de la ley a los Consejos Nacionales del Deporte Estudiantil, al 

Deporte para Personas con Algún Tipo de Discapacidad y al Depor-

te para Personas Adultas Mayores en Plenitud. Se trataba de modificar 

una serie de artículos para incluir ciertas modalidades deportivas y de-

finir mejor el carácter y las funciones del Sistema Nacional del Deporte 

y la Cultura Física (Sinade). El artículo 3º incluía la fracción VII para 

los efectos de la presente ley, se entenderá por fracción VII, Conde, los 

Consejos Nacionales del Deporte Estudiantil. El artículo 9º, en el que se 

define al Sistema Nacional de Cultura Física y Deporte como el conjun-

to de dependencias, organismos, instituciones, sociedades, asociaciones 

nacionales y Consejos Nacionales del Deporte Estudiantil, que es lo que 

se incluye, reconocidos por esta ley, que en los tres niveles de gobierno 

tienen como objetivo generar las acciones, financiamientos y programas 

necesarios para la coordinación, fomento, ejecución, apoyo, promoción, 

difusión y desarrollo de la cultura física y el deporte, así como el óptimo 

aprovechamiento de los recursos humanos, financieros y materiales. El 

artículo 10, para incluir en la fracción VII a los Consejos Nacionales 

del Deporte Estudiantil (Conde), como integrantes del Sinade; y otros 

artículos relacionados con los Conde. 

La iniciativa fue aprobada por unanimidad el 29 de octubre de 2002, 

tanto en lo general como en el acuerdo modificatorio y la proposición 

del prd sobre las relaciones laborales en la Conade. Fue enviada a la 

cámara revisora, en este caso la de diputados, quien la turnó el 5 de 

noviembre del mismo año a la Comisión de Juventud y Deporte para su 

estudio y dictamen. El debate en la comisión se centró en aclaraciones 

y cuestiones de forma. En el dictamen se reconocen las propuestas de 

los senadores, en particular la incorporación del concepto de cultura 

física, el cambio en el estatuto jurídico de la Conade, la especificación 

y clasificación de las entidades de administración deportiva, el sistema 

nacional del deporte y las cuestiones de autorregulación, transparencia 

y rendición de cuentas; sin embargo, se reservaron muchos artículos 

de la nueva ley para la discusión en lo particular, lo que dio pie a un 

pequeño debate de procedimiento legislativo, pues se reservaron tantos 

artículos que hacía prácticamente impensable votar a favor en lo general 
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con tantas reservas en concreto. Por ejemplo, el diputado Esteban Da-

niel Martínez Enríquez reservó el artículo 14 para modificar el primer 

párrafo y el artículo 29 para modificar las fracciones I, II, III y XVI; la 

diputada Raquel Cortés López, el artículo 12 para modificar la fracción 

I, adicionar una nueva fracción VI y una nueva fracción VII; pero fue la 

diputada Olga Patricia Chozas y Chozas quien advirtió de un documen-

to suscrito por la mayoría de los miembros de la Comisión de Juventud 

y Deporte en donde avalan diversas modificaciones a la minuta de los 

senadores, por lo que solicitaba leerlo para obviar el trámite de discu-

sión y pasar directamente a la votación. El Presidente en turno, Jaime 

Vázquez Castillo, aceptó la lectura pero reclamó el procedimiento, ad-

virtiendo que se votaría la minuta en lo general y luego sustanciarían las 

reservas en lo particular. Así se hizo después de un breve altercado con 

Amador Rodríguez Lozano, del pri, y de leer los artículos reservados en 

el documento anunciado por la diputada Chozas. 

Los cambios propuestos al dictamen de la Comisión de Juventud y 

Deporte, que ya habían alcanzado el consenso en la comisión y en las 

coordinaciones parlamentarias eran al artículo 6º., 8º. con modificacio-

nes ambos; en el título segundo el artículo 9o., modificado; el artículo 

10, el artículo 11, el artículo 12, el artículo 13 en el capítulo I, sección 

primera, el artículo 14, artículo 29 fracción II, fracción III, fracción VI, 

fracción XIV, fracción XVI y fracción XXIV; artículo 31 modificación al 

primer párrafo, segundo párrafo, tercer párrafo; artículo 32, artículo 33, 

34, de la sección IV, artículo 38, artículo 39 en su fracción IV, artículo 

40, artículo 47, artículo 48, artículo 52, artículo 55 fracción sexta; artí-

culo 58, 84, 89 y artículo 139. 

La minuta fue aprobada en lo general por 403 votos a favor, siete en 

contra y 16 abstenciones; y el conjunto de modificaciones propuestas 

fueron aprobadas por 386 votos a favor, 0 en contra y 16 abstenciones. 

Ese mismo día fue enviada a la Cámara de senadores para su dictamen. 

En un procedimiento de fast track, los senadores conocieron, discutie-

ron y aprobaron las revisiones de los diputados, las consideraron de for-

ma sin afectar el contenido de la ley, por lo que las aprobaron el 15 de 

diciembre de 2002 por 100 votos a favor y ninguno en contra. 
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Los valores ambientales en la educación básica

La iniciativa de reforma a la fracción XI del artículo 7 y el párrafo ter-

cero del artículo 48 de la lge, fue presentada el 4 de abril de 2001, por 

la senadora Emilia Patricia Gómez Bravo, del pvem. Se trata de una ini-

ciativa puntual, que busca “garantizar que se impartan los conceptos y 

principios de la ciencia ambiental y del desarrollo sustentable, así como 

la valoración del medio ambiente como un elemento fundamental para 

el desenvolvimiento armónico e integral del individuo y de la sociedad”.26 

Se turnó a las Comisiones de Educación y Cultura, de Estudios Legis-

lativos, Segunda y Estudios legislativos. El 14 de noviembre de 2002 se 

presentó la primera lectura y el 19 del mismo mes, en una votación en lo 

general y lo particular, el Senado de la República la aprobó por 96 votos 

a favor y ninguno en contra. El debate prácticamente no existió, en tri-

buna los senadores glosaron la iniciativa y proclamaron su compromiso 

con el medio ambiente y el desarrollo sustentable. 

El 21 de noviembre, la Presidencia de la Mesa Directiva turnó la mi-

nuta correspondiente a la Comisión de Educación Pública y Servicios 

Educativos, para su estudio y dictamen. El 15 de diciembre presentó el 

dictamen en segunda lectura al pleno de la Cámara, que lo aprobó sin 

mayor discusión ese mismo día con 420 votos a favor y dos abstencio-

nes. El 30 de diciembre de 2002 fue promulgado el decreto respectivo en 

el Diario Oficial de la Federación.

EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 

D E C R E T A: SE REFORMAN, LA FRACCIÓN XI DEL ARTÍCULO 7 Y EL PÁ-

RRAFO TERCERO DEL ARTÍCULO 48 DE LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman la fracción XI del artículo 7 y el párrafo tercero 

del artículo 48 de la Ley General de Educación.

Artículo 7.- ...

XI. Inculcar los conceptos y principios fundamentales de la ciencia ambiental,  

el desarrollo sustentable, así como de la valoración de la protección y conservación 

del medio ambiente como elementos esenciales para el desenvolvimiento armónico 

e integral del individuo y la sociedad.

26 Diario de los Debates. Cámara de Senadores, 19 de noviembre de 2002.
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Artículo 48.- La Secretaría determinará los planes y programas de estudio, aplica-

bles y obligatorios en toda la República, de la educación primaria, la secundaria, la 

educación normal y demás para la formación de maestros de educación básica.

...

Las autoridades educativas locales propondrán para consideración y, en su caso, 

autorización de la Secretaría, contenidos regionales que -sin mengua del carácter 

nacional de los planes y programas citados- permitan que los educandos adquieran 

un mejor conocimiento de la historia, la geografía, las costumbres, las tradiciones, 

los ecosistemas y demás aspectos propios de la entidad y municipios respectivos.

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 

publicación en el Diario Oficial de la Federación.

México, D.F., a 15 de diciembre de 2002.- Sen. Enrique Jackson Ramírez, Presiden-

te.- Dip. Beatriz Elena Paredes Rangel, Presidenta.- Sen. Lydia Madero García, Se-

cretario.- Dip. Adrián Rivera Pérez, Secretario.- Rúbricas.

 Fuente: Diario Oficial de la Federación

La construcción de la agenda educativa

Después de revisar los debates particulares, de identificar las inicia-

tivas, los jugadores y su comportamiento, cabe preguntarse sobre los 

factores o las fuerzas que fueron construyendo la agenda educativa del 

Congreso de la Unión. De tantas iniciativas, con tantas posibilidades, 

con tantos participantes, ¿por qué se emitieron sólo esos siete decretos? 

¿Cómo se tomaron esas decisiones? ¿Qué conjunción y especificación 

de instrumentos, discursos y tácticas parlamentarias los hicieron posi-

bles? Se trata de una valoración posterior a las batallas, de una síntesis 

elaborada tras el estruendo de los debates; del resultado visto desde la 

confrontación parlamentaria, no de las ideas o las ideologías, sino des-

de las tácticas y estrategias legislativas.

El uso político del tiempo

¿Por qué unas iniciativas tardaron dos o más años en aprobarse, mien-

tras otras lo hicieron muy pronto? La iniciativa del Ejecutivo tardó me-
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nos de seis meses; la de 8% del pib al presupuesto educativo más de dos 

años; las de lenguas indígenas y educación ambiental año y medio; la de 

cultura física y deporte ocho meses. ¿Por qué esta disparidad? En unos 

casos celeridad (ciencia y tecnología); en la de 8% se necesitaron tres ex-

citativas, dos iniciativas adicionales y cuatro periodos de sesiones: ¿por 

qué? ¿El grado de consenso define el tiempo de aprobación, o es la pro-

cedencia, las coyunturas políticas, los arreglos inconfesables? 

La iniciativa de Ley Orgánica del Consejo Nacional de Ciencia y 

Tecnología y de reformas y adiciones a la Ley para el Fomento de la In-

vestigación Científica y Tecnológica fue enviada por el Ejecutivo Federal 

el 4 diciembre de 2001. Era un momento de dificultades en Conacyt y de 

gran debate en la comunidad científica y tecnológica. Los problemas del 

Consejo tenían que ver tanto con los recortes presupuestales, como con 

la definición de sus prioridades y el papel de la ciencia y la tecnología 

en el desarrollo nacional. En enero de 2002 la discusión subió de tono 

cuando se denunció la falta de pagos a los miembros del Sistema Nacio-

nal de Investigadores (sni) y la reducción de los apoyos a investigación. 

Esto impulsó la discusión y el estudio de la iniciativa. En poco tiempo se 

lograron acuerdos con grupos importantes de la comunidad científica 

(La Jornada, 2 de marzo de 2002), y la iniciativa llegó al segundo perio-

do ordinario de sesiones del segundo año de la LVIII Legislatura con un 

alto grado de aprobación. Por eso se discutió de manera rápida y relati-

vamente sin problemas. Desde luego, el consenso logrado fue producto 

de la discusión previa, dentro y fuera del parlamento, en un momento en 

que el Conacyt estaba siendo cuestionado por muchos sectores, desde 

las universidades hasta la prensa, las comunidades de investigación y 

los empresarios. Procedencia, coyuntura y mecanismos de negociación 

extraparlamentarios hicieron que se aprobara en poco tiempo y ocupara 

el primer lugar en la agenda de todo el Congreso durante 2002. 

Una extraña conjunción de factores, de circunstancias y fuerzas po-

líticas hizo que esa iniciativa fuera aprobada relativamente pronto. Lo 

mismo podría decirse de 8%, que se colocó en el primer lugar de las 

prioridades legislativas después de firmado el Compromiso social por la 

Educación. En los dos casos, las iniciativas subieron rápidamente en el 

orden de la agenda tentativa por una ventana de oportunidades surgida 
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por circunstancias identificables. El tiempo, podría decirse, jugó a su 

favor; el tiempo, considerado como una fuerza centrípeta de circuns-

tancias, eventos, propuestas, iniciativas, reclamos, acciones, denuncias, 

etcétera. 

Otro es el caso de las iniciativas que nunca encontraron esa ventana 

de oportunidades, que nunca lograron hacer confluir los elementos que 

la sacaran de la papelera de reciclaje y siguen ahí, guardadas, esperando, 

dormidas. El tiempo, en ese caso, opera como un instrumento en ne-

gativo del poder, resguarda lo que no saldrá a la discusión, lo mantiene 

en secreto, lo deja de lado, lo va subordinando poco a poco, hace que 

se olvide, que no regrese, que se quede ahí, en una listado virtual del 

que, acaso, podrán salir algunas iniciativas que encontraron su ventana 

propicia, pero las demás no, el tiempo legislativo es un receptáculo y 

un instrumento, guarda y utiliza, mantiene vivas las iniciativas que sólo 

serán recuperadas cuando se conjunten los factores precisos, las demás 

no, se quedan ahí: en los cajones, durmiendo, esperando salir o que al-

gún acuerdo parlamentario las deseche en procedimientos rápidos y sin 

discusión, al modo como se hace en el software de Windows, dos teclas 

y desaparecen los elementos de la papelera de reciclaje.

Quizá por este peculiar uso del tiempo, quepa preguntarse: en rea-

lidad, ¿quién lleva la agenda del Congreso de la Unión? Al menos en 

educación, durante la LVIII Legislatura, los diputados y senadores fue-

ron los que determinaron las prioridades, los objetivos y los tiempos de 

la legislación educativa. Con la excepción de las leyes sobre ciencia y 

tecnología, todas las demás iniciativas surgieron de los partidos repre-

sentados en las Cámaras. Incluso podría decirse que algunas de ellas  

son el resultado de la peculiar composición de la LVIII Legislatura. 

Quizá el ejemplo más representativo sea la modificación del artículo 25 

de la lge, para destinar 8% del pib al presupuesto de educación públi-

ca. Esta iniciativa nunca se discutió cuando el pri estaba en el gobier-

no, pero en el 2002 no sólo presentó una iniciativa similar, sino que la 

impulsó en el Congreso, utilizando la presidencia de la Comisión de 

Educación Pública y Servicios Educativos de la Cámara de Diputados, 

y generó una corriente mayoritaria hacia ella, dentro y fuera del Con-

greso –snte, gobernadores, cúpula partidista. 
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Es un caso distinto de la iniciativa sobre ciencia y tecnología, im-

pulsada desde el Ejecutivo y consensuada también fuera y dentro del 

parlamento, con asociaciones, personalidades y científicos. La de cien-

cia y tecnología, como vimos, sigue el modelo anterior de las iniciati-

vas presidenciales, a las que el Congreso prácticamente se suma, con 

los costos políticos y de legitimidad posteriores (Público, 28 septiembre 

2002). Otro caso sería el de las iniciativas sobre lenguas indígenas, que 

los representantes populares recuperaron al calor de un movimiento so-

cial reivindicativo. En una perspectiva únicamente temporal, pareciera 

que la rapidez de la aprobación de las iniciativas está relacionada tanto 

con la procedencia como con la construcción o aparición de coyuntu-

ras políticas favorables; repetimos, en el caso de ciencia y tecnología, 

los debates sobre la eficiencia organizativa y financiera del Conacyt; en 

el caso de 8%, por el gobierno de la alternancia y la reducción del pri  

a fuerza opositora no gobernante pero mayoritaria, así como por la fir-

ma del Compromiso Social por la Educación. 

Las estrategias del consenso

En el cuadro de las iniciativas de ley aprobadas, todas las votaciones 

son casi unánimes. Sorprende la construcción de acuerdos tan cons-

tantes y tan amplios, mientras dentro y fuera del Congreso se denun-

ciaban los bloqueos parlamentarios, la falta de acuerdos y los frenos 

al cambio. Se podría hablar de consenso, de que los mecanismos par-

lamentarios funcionan aun en congresos divididos, de que la nego-

ciación prevalece sobre las posturas irreductibles. No hay ninguna ley 

que no se haya aprobado por una mayoría abrumadora, cercana a los 

400 votos, 80% de la votación total. Y no se trata de decretos menores, 

afectan cuestiones sustantivas: el presupuesto a educación, la ciencia y 

la tecnología, los derechos indígenas. Los datos están ahí. En el tema 

educativo, el Congreso de la Unión parece haber logrado consensos 

importantes. 

Aunque no con la celeridad necesaria, podrían decir algunos, basta 

ver la lista de las iniciativas que esperan el dictamen, las que han sido 

retardadas por la cámara revisora, o las que todavía no son sancionadas 

por el Ejecutivo Federal, como aquella de preescolar que tuvo que espe-
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rar casi un año para que apareciera en el Diario Oficial de la Federación. 

¡Pero se han logrado otras!, afirmarán rápidamente los miembros de la 

Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos de la Cámara de 

Diputados. ¡A pesar de las diferencias políticas, se produjeron acuerdos 

fundamentales! ¡Para mal!, dirán otros, inconformes con las negocia-

ciones alcanzadas, como la de ciencia y tecnología, o la de 8%, porque 

los consensos son el nuevo juego estratégico de la clase política, más 

interesada en conservar sus posiciones que en proponer alternativas a 

los problemas educativos. Y, ya se sabe, en estos tiempos la radicalidad 

no se diferencia de la obcecación –una de las primeras advertencias de 

cualquier especialista en marketing político. Antes, si se movían no sa-

lían en la foto; hoy, si los políticos no logran acuerdos, están fuera de la 

imagen.

Los efectos de la alternancia

El combate por la agenda efectiva se libra alrededor de propuestas especí-

ficas, pero en el marco de un conjunto programático, de una racionalidad 

política que les otorga coherencia y fortaleza. Por ejemplo, es sabido que 

una de las temáticas recurrentes del prd en el Congreso es el presupuesto 

dedicado a educación. Se observa en sus diversas iniciativas de ley, pun-

tos de acuerdo e intervenciones en tribuna. No resulta extraño, entonces, 

que fuera suya la primera iniciativa para destinar 8% del pib a educación 

pública. Sin embargo, no era la única iniciativa presupuestal del prd, se 

complementaba con otras sobre los recursos destinados a instituciones 

y programas educativos, a la investigación científica y también sobre la 

revisión de cuentas de algunas dependencias gubernamentales. Cuando 

confluyen las propuestas temáticas del prd con las del pri, empatan sus 

denuncias sobre recortes presupuestales, carencias en universidades y 

aparece la coyuntura del Compromiso Social para la Calidad Educativa, 

entonces la reiteración temática de dos partidos se convierte en una fuer-

za propulsora de una vieja iniciativa de ley, ahora lanzada al primer lugar 

de la agenda educativa del Congreso. 

De hecho, un buen número de iniciativas no hubiera sido posible sin 

esta peculiar composición de fuerzas parlamentarias. La de 8% es una 

de ellas, pero también preescolar, que había sido desechada en la re-
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forma constitucional de 1991, cuando gobernaba el pri. La alternancia 

funcionó como mecanismo desbloqueador de iniciativas, como fuerza 

determinante para la redefinición de la agenda legislativa, a veces a pe-

sar del mismo Presidente, a veces a pesar de la forma como se hizo, a 

juzgar por las reticencias panistas a varias iniciativas que, sin embargo, 

terminaron aprobando en lo general.

Paisaje después de las batallas: la agenda  

educativa de la lviii legislatura

Después de decenas de iniciativas de ley y de propuestas de debate, al 

final sólo siete decretos educativos terminaron el proceso parlamentario 

en la LVIII Legislatura. ¿Por qué sólo esos? ¿Cómo se seleccionaron sólo 

esos, cómo se terminaron esos y se dejaron cuatro minutas más en la 

Cámara de Senadores, tres en la de diputados y decenas en las gavetas 

de las comisiones educativas? Este es el tema de la agenda efectiva, la 

que realmente se discutió, la que se sancionó y aprobó. Deriva de un 

enfoque empírico, histórico, heurístico, se trataba de analizar el debate 

legislativo como un juego estratégico, en el que las jugadas, las iniciati-

vas, las propuestas no estaban determinadas de antemano, sino surgían 

en la rispidez y rapidez de las batallas, pero no al modo de conflictos 

autónomos, sino interrelacionados por una lógica política y conceptual 

que era necesario desentrañar. De ahí surgieron las propuestas de una 

agenda tentativa, para identificar al conjunto de iniciativas y propuestas 

de debate, es decir, de juego parlamentario, realizadas por los jugado-

res registrados; y de una agenda efectiva, para destacar las iniciativas 

que realmente se discutieron, las que lograron transitar todo el proceso 

legislativo, hasta ser promulgadas en el Diario Oficial de la Federación. 

Ahora es necesario extraer algunas enseñanzas, al modo de re-elaborar 

un modelo histórico, después de las batallas, de cómo se conformó la 

agenda educativa en la LVIII Legislatura.

El debate parlamentario tiene varias características, se señaló antes: 
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• Permanente, puesto que los tiempos para registrar iniciativas y pro-

puestas no se agota, es continuo, pero está reglado por los tiempos 

de sesiones ordinarias, extraordinarias y de receso. Las iniciativas 

pueden surgir en cualquier momento, en cualquier circunstancia.

• Poliforme, el debate puede tomar varias formas, desde iniciativas 

de nueva ley, modificaciones, adiciones o derogaciones de leyes 

existentes, o también de puntos de acuerdo, denuncias, polémi-

cas, comunicaciones, informes, solicitudes; sin embargo, la diver-

sidad de formas están reguladas por procedimientos, sanciones 

y trayectos diferentes, autónomos, pero que pueden articularse 

para generar una fuerza parlamentaria en la ordenación de las 

prioridades parlamentarias.

• Polivalente, los debates tienen efectos múltiples, no sólo los pro-

pios del proceso legislativo, sino también político, al modo de 

reubicar temas en la agenda política nacional, no sólo parlamenta-

ria, o de realizar denuncias, modificar comportamientos, impulsar 

acciones, determinar resultados, formular problemas, impedir so-

luciones.

• Heterogéneo, no sólo en las formas o temáticas del debate, o sus 

usos diversos, sino también porque intervienen muchos jugadores, 

se forman múltiples alianzas, con intereses contrapuestos, a veces 

antagónicos. Se puede concebir las regulaciones discursivas e insti-

tucionales del debate como formas de enfrentar la heterogeneidad, 

pues establecen quién puede intervenir, cuándo, en qué momento, 

en qué formas y qué acciones, por ejemplo, en la patente para for-

mular iniciativas, en el modo de conducirse en las polémicas, en el 

trayecto que seguirán, pero es imposible manejar la discrecionali-

dad en el uso del tiempo, en los acuerdos políticos, en las tácticas y 

estrategias utilizadas dentro y fuera del parlamento.

Es a partir de estas condiciones, heterogéneas, polivalentes, multiformes, 

como se debe pensar la conformación de la agenda, no a partir de un 

modelo preexistente, sino de aislar, individualizar, identificar las fuerzas 

o los factores que se conjunta, utilizan, ensamblan o generan las condi-

ciones para componer un orden de las iniciativas, para jerarquizarlas 
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y debatirlas. Este orden, cambiante y variable, dúctil, flexible, históri-

camente construido, es el que es necesario desentrañar, para tratar de 

identificar, si acaso, algunas regularidades, algunas tendencias, algunos 

elementos que se utilizan, en la historia política de los debates parla-

mentarios, para legislar.

 La construcción de la agenda educativa puede verse como un tra-

yecto que va de la agenda tentativa, considerada como el conjunto de 

iniciativas posibles, es decir, las que traspasaron las barreras político-

parlamentarias para ser consideradas en la discusión, a la agenda efec-

tiva, es decir, el conjunto de iniciativas parlamentarias efectivamente 

sancionadas y/o aprobadas. Este tránsito es el que hay que dilucidar, el 

que construye la agenda que, como se ha dicho reiteradamente, no es 

previo a los debates, no tiene ninguna regla a priori, sino que resulta del 

ordenamiento jurídico e institucional del Congreso y de la actuación 

política de los participantes. Todo el misterio de la construcción de la 

agenda se encuentra aquí, una vez que quedan claros los mecanismos de 

entrada que hacen posible la agenda tentativa.27 

De la agenda tentativa, entonces, se van seleccionando y priorizando 

las iniciativas de debate que serán consideradas para su discusión y even-

tual aprobación. ¿Cómo y a partir de qué se hace? Según los ejemplos 

anteriores, se trata de una difícil colección de razones, que van confor-

mando una ventana de oportunidades, una ocasión para que la iniciativa 

se pueda seleccionar y siga el trayecto parlamentario hasta su promulga-

ción. El problema, entonces, es la construcción de la ventana de oportu-

nidades, del momento preciso para que una iniciativa se pueda convertir 

en un dictamen, luego en una minuta y más tarde en una ley. 

La ventana de oportunidad, el momento adecuado, el tiempo de la 

iniciativa, son un miso término, que define las condiciones para que una 

iniciativa realice el tránsito de la agenda tentativa a la agenda efectiva. 

¿Se genera, aparece o se construye? Desde luego, en política las circuns-

tancias siempre refieren sedimentaciones de luchas, de acontecimientos, 

de fuerzas pasadas, pero si para las reiteraciones, para el aprovechamien-

to, para la sagacidad, para la constancia y las oportunidades. Varias de 

27 Supra. Los capítulos sobre la arena parlamentaria y los participantes
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las iniciativas refieren muy bien esta situación. La de 8% es ejemplar. Se 

había presentado antes, estaba en el ambiente político, pero sólo fue po-

sible en la alternancia, cuando el partido mayoritario del Congreso dejó 

de ser el que ocupaba la Presidencia de la República. Una oportunidad, 

en este caso, histórica, propia de la alternancia, de la LVIII Legislatura. 

Sin embargo, por sí misma esta oportunidad histórica no hizo posible  

la reforma al artículo 25 de la lge, pues la iniciativa se quedó en la agen-

da tentativa por más de dos años, saltó en las prioridades parlamentarias 

por varios factores: la reiterada intervención de las fracciones del prd y 

del pri sobre cuestiones presupuestales en educación y, sobre todo, por 

un peculiar acontecimiento político: la firma del Compromiso Social 

por la educación, un acuerdo de cúpulas, corporativo, insidioso entre 

los que más, por las complicidades que se tejían entre la Presidencia de 

la República y la dirigencia del snte, con una intencionalidad meta-

educativa más que manifiesta, pero una circunstancia que se pudo uti-

lizar para terminar de lanzar la iniciativa tantas veces postergada a un 

nuevo lugar en las prioridades legislativas, después de que tanto el pri 

como el pan presentaran iniciativas similares. 

En este caso, la enseñanza es clara: la ventana de oportunidades es 

una construcción política, un ensamblaje de condiciones históricas del 

régimen político (el gobierno dividido y sin mayoría), una lógica parla-

mentaria focalizada en el presupuesto y la firma del Compromiso Social. 

Se trata de tres fuerzas combinadas, en un momento propicio, que inclu-

yeron esa iniciativa en la agenda efectiva. Por supuesto, el ensamblaje es 

posible por la sucesión de etapas, o las condiciones previas, de modo tal 

que se tiene un modelo estructurado por bloques político-discursivos, en 

el que las demandas sociales por un incremento al presupuesto en edu-

cación vienen de lejos, son un clamor del que surgen iniciativas políticas, 

que se hace posible por el cambio de régimen político en el que el Legis-

lativo puede operar decisiones relativamente autónomas, que es probable 

en las condiciones de la alternancia, con un Ejecutivo que planteó 8% 

como una meta al final del sexenio, y que se hace real en las condiciones 

de un acuerdo político con otras intenciones, pero que sirvió de detonan-

te para la sanción legislativa del proyecto.
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Algo similar ocurrió con la reforma constitucional a preescolar, con 

la de derechos lingüísticos y de otro modo con las leyes de ciencia y 

tecnología; sin embargo, en las leyes de deporte y cultura física y en los 

estímulos fiscales las cuestiones fueron diferentes. La ventana de oportu-

nidades se construyó de manera diferente; fueron iniciativas surgidas de 

las comisiones, fueron iniciativas resultado de un consenso previo, de un 

formato de discusión adoptado previamente del que surge una iniciativa, 

por eso su suerte parlamentaria es distinta, es un resultado de un juego 

pactado previamente, no un acuerdo posterior a la iniciativa, sino que la 

misma iniciativa es el acuerdo del juego, por eso tienen tanto grado de 

consenso y siguen un trámite parlamentario más rápido, en la cámara  

de origen, porque a veces son detenidas en la revisora.

El modelo, en sentido estricto, es imposible: no hay reglas que 

seguir para garantizar un orden preestablecido en las iniciativas de 

ley, no hay ningún procedimiento exitoso en la construcción de una 

agenda educativa, resulta de batallas dijimos, pero también de guerras 

pasadas, de coherencias estratégicas, de circunstancias, de eventos y 

acontecimientos que se van ensamblando para producir una venta-

na de oportunidades que permita la inclusión de iniciativas al debate 

parlamentario. Se pueden, sin embargo, a modo de conclusión enu-

merar las fuerzas de la agenda, a sabiendas que la conjunción, que el 

ensamblaje siempre es producto de la fluidez de los conflictos, de la 

inmediatez de la historia. Las fuerzas a considerar son:

• La procedencia de las iniciativas. Partidos, grupos parlamen-

tarios, comisiones, Ejecutivo, congresos locales, asociaciones, 

luchas populares, etcétera.

• La coherencia estratégica. La ubicación de la iniciativa en el conjun-

to de intervenciones político-parlamentarias de la que procede. 

• El grado de legitimidad con que surge. Si es una iniciativa local, 

nacional, de un grupo de interés, de un grupo parlamentario, de 

un individuo, de una comisión; si sus planteamientos son com-

partidos de fondo o sólo de forma, si concita acuerdos o plantea 

de entrada diferencias irreductibles, etcétera.
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• Las condiciones histórico-políticas. En el caso de la LVIII Legis-

latura, la alternancia, el cambio de régimen político, el gobierno 

dividido y sin mayorías. 

Son elementos a considerar, consejos de prudencia, avisos para una his-

toria política de los debates legislativos centrados en los juegos estraté-

gicos, no en las ideologías, ni en el discurso ni en las intenciones o los 

personajes: en la fluidez de las batallas, en la conducta de los participan-

tes, en las intenciones y objetivos de los que han obtenido la representa-

ción popular para imponer las reglas de conducta, las instituciones de la 

educación en México, sólo eso.



150

Gobernar y legislar  
en la alternancia

n cuestiones educativas, el gobierno del cambio ha propuesto poco 

y dispuesto más. Las estrategias que podrían definir su política 

educativa no han requerido más sanción legislativa que las glosas del 

Plan Nacional de Desarrollo y del programa sectorial. Por supuesto, en 

la asignación presupuestal también se sancionan las políticas educativas. 

La sep elabora el diagnóstico, diseña las políticas, los proyectos y las me-

tas; el Legislativo examina, comenta, otorga recursos y revisa la opera-

ción de los programas. Esa es la dinámica de la planeación educativa. No 

ha cambiado desde que se revisó a principios de los años ochenta. Sobre 

esto, el gobierno de Fox no ha modificado nada, en términos jurídicos o 

institucionales. Las cosas siguen más o menos igual. Lo peculiar de sus 

propuestas no se encuentra aquí; tampoco en la pretendida visión de 

largo plazo -hacia el año 2025- del Programa Nacional de Educación, 

que no deja de ser una mera consideración, ya que la Ley de Planeación, 

en su artículo 21, restringe su vigencia al periodo 2000-2006; mucho 

menos se observa en transformaciones radicales, al modo de propuestas 

macrosistémicas en la educación nacional. No hay nada por aquí. Lo 

singular de la política educativa de los primeros tres años de gobierno 

E
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de Vicente Fox se encuentra en otra parte, en los autodenominados pro-

gramas estratégicos, en algunas instituciones y, acaso, en la celebración 

de alianzas impúdicas con sectores del pri y la burocracia del snte. 

Los decretos del Ejecutivo

Los programas estratégicos del gobierno del cambio son Escuelas de 

Calidad (pec), Becas para la Educación Superior (Pronabes), de Lectu-

ra (pnl), Binacional de Educación para Migrantes (Probem). Son pro-

gramas emergentes, compensatorios, localizados, atienden cuestiones 

puntuales, al modo de ubicar y enfrentar situaciones de riesgo. Nada 

más.  En esto, la crítica educativa ha sido recurrente. Sin embargo, no es 

del todo correcta. Los programas son estratégicos porque insertan una 

racionalidad diferente en el sistema educativo, porque reorientan el go-

bierno de la educación en un sentido distinto, procediendo por partes, 

en islotes si se quiere, pero que tienden a volverse sistémicos. El pec, por 

ejemplo, es un programa excluyente por definición: sólo un porcentaje 

de instituciones pueden entrar. Se le ha criticado su carácter limitado, 

los opositores pretenden que sus beneficios se extiendan a todas las es-

cuelas; esa es una crítica inviable, dejaría de ser lo que es. La limitación 

cuantitativa de los beneficios, las condiciones de entrada, las regulacio-

nes que las escuelas deben cumplir, sólo indican que el pec persigue algo 

más importante que la simple distribución presupuestal: establecer las 

condiciones institucionales, subjetivas y culturales de competencia en la 

educación pública. Ese es el contenido estratégico del pec: generar las 

reglas de competencia en un campo diferenciado socialmente –escuelas 

urbanas, rurales, por sectores, regiones y clases–, pero homogéneo en su 

regulación jurídico-institucional. 

La competencia por el financiamiento, las reglas de entrada y de sa-

lida a las escuelas participantes, la cultura de la evaluación centralizada, 

sólo abren la posibilidad de una reconfiguración del sistema a partir 

de las reglas del mercado, de un mercado educativo, en donde el pre-

supuesto ya no sería exclusivo del sector público, sino para el total de 

escuelas del país, de los sectores social, privado y público. Si ya están las 
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reglas de competencia, si ya se introdujeron en la práctica, en las insti-

tuciones, en la cultura y la subjetividad, pues están dados los primeros 

pasos para crear el mercado educativo: eso es lo estratégico del progra-

ma de escuelas de calidad. 

Ocurre algo similar con el Pronabes. Un programa para paliar los 

efectos del desempleo y los magros ingresos familiares en la educación 

superior, que busca reducir la deserción por carencias económicas. 

Desde luego, un programa que atiende a los mejores estudiantes con 

riesgo de desertar, tiene una legitimidad casi de inicio. Los opositores la 

extienden al criticar la cobertura de las becas –algunas carreras, algunas 

universidades–, pero la cuestión no es ésta, sino configurar un programa 

excluyente para experimentar una modalidad embozada de los vouchers 

educativos, la competencia por captarlos, las condiciones para ganarlos: 

una suerte de darwinismo educativo impulsado desde el lado de la de-

manda, desde los estudiantes y sus familias. Esta es una apuesta mayor: 

introducir los programas de becas, de distribución individualizada del 

presupuesto, es la ambición neoliberal de sustitución de la planeación 

educativa desde el lado de la oferta, es decir, de las instituciones públi-

cas, y llevarla al lado de la demanda, es decir, de los sujetos, para que 

puedan gastar su bono en las instituciones sociales, públicas o privadas, 

de su preferencia. Todavía es un sueño, se sabe, pero por algún lugar hay 

que empezar: los programas compensatorios, en becas, en escuelas, en 

lectura –que introducen las editoriales privadas en las instituciones pú-

blicas, en la modalidad de bibliotecas de aula, con autores restringidos 

y millonarias partidas presupuestales- menos que una visión localizada, 

tienen una apuesta de largo alcance: introducir las reglas de la compe-

tencia, las del mercado, en el sistema educativo. 

Tras su aparente inocuidad, por su facilidad argumentativa, por su 

precisión ante problemas puntuales, estos programas han sido fácilmen-

te reconocidos como justos y necesarios –los elementos básicos de la 

legitimidad– por quienes participan en las decisiones educativas. En el 

Congreso, los grupos parlamentarios sólo han discutido la cobertura, 

los montos o algunas reglas de su composición –por ejemplo, diputados 

del prd cuestionaron que los estudiantes de contaduría, administración 

y otras licenciaturas no estuvieran contemplados en el Pronabes– pero 
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nada más, han sido programas legítimos desde su anuncio. La retóri-

ca neoliberal también es exitosa, sobre todo cuando plantea problemas 

evidentes: la deficiente infraestructura escolar, la deserción por proble-

mas económicos, el analfabetismo funcional de los estudiantes: ¿quién 

los negaría como problemas importantes del sistema educativo? ¿Quién 

podría oponerse a que se dedicaran recursos para atender esos proble-

mas? 

El diablo está en los detalles, se sabe, pero los políticos quieren ale-

jarse de él, quizá por su mala fama, quizá porque quieren velar las ca-

racterísticas de los programas, oscurecer sus implicaciones, eludir las 

preguntas y negar sus intenciones verdaderas. Por eso, al menos en los 

programas estratégicos, el debate entre las fuerzas políticas, entre el Eje-

cutivo y el Legislativo, entre el gobierno y la oposición, prácticamente 

no existió: fueron bendecidos por todos. El Ejecutivo propuso, el Legis-

lativo lo siguió. Así de fácil: hegemonía política y conceptual del presi-

dente. 

Al menos durante los primeros tres años de gobierno, Vicente Fox 

no hizo propuestas educativas de largo alcance. Únicamente los progra-

mas compensatorios, de poca relevancia institucional pero gran apuesta 

estratégica. En términos legislativos sólo propuso la iniciativa para crear 

la Ley de Ciencia y Tecnología y la Ley Orgánica del Consejo Nacional 

de Ciencia y Tecnología. Una iniciativa que, como en otras épocas, fue 

aprobada en poco tiempo, con un alto grado de consenso –de hecho, 

prácticamente se aceptó por unanimidad. Fue presentada el 4 de di-

ciembre de 2001 y para el 30 de abril de 2002 ya había cumplido con el 

trámite legislativo. El decreto correspondiente fue publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 5 de junio de 2002. Sólo en esa ocasión fue fiel 

a su discurso presidencial. El Ejecutivo propuso, el Legislativo dispuso. 

Una ocasión, nada más. Las otras reformas jurídicas fueron propuestas 

del Legislativo que el Ejecutivo aceptó –a veces de buena gana, otras a 

regañadientes. 

En otra oportunidad, el poder del ejecutivo se hizo sentir de manera 

distinta: atajando los debates, eliminando las alternativas, imponiendo 

su decisión. No necesitó del Congreso, ni de la ley: bastó un decreto del 

Presidente. Se trata de la creación del Instituto Nacional de Evaluación 
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Educativa (inee). El decreto fue publicado el 8 de agosto de 2002 en 

el Diario Oficial, el mismo día que se anunció el Compromiso Social 

por la Calidad de la Educación, suscrito por representantes del Con-

greso Federal, gobernadores, el sindicato magisterial, empresarios, rec-

tores de universidades públicas y privadas, jerarcas de distintas iglesias 

y asociaciones de padres de familia. El Compromiso no deja de ser un 

típico listado de intenciones para invertir en el capital humano, con los 

instrumentos necesarios que permitan incrementar su competitividad; 

generar una “nueva cultura laboral” en el snte, que permita mejorar la 

calidad de la educación, eliminando prácticas discrecionales en la pro-

moción de maestros, directivos y supervisores. Pero más que por sus 

propuestas, o sus presuntas innovaciones conceptuales, el Compromiso 

fue relevante en su momento por dos cuestiones: los firmantes y el mo-

mento en que se realizó. 

La firma del Compromiso podría ser vista como una reedición de los 

pactos del Estado mexicano, al modo como se hicieron para el campo, 

la seguridad social o la economía a finales de la década de los ochenta; 

tan sólo el listado de signatarios, el foro y la grandilocuencia con que se 

realizó se parecen mucho a los de antes; con la salvedad de los jerarcas 

religiosos, bien podría haber sido una foto de hace dos o tres sexenios. 

Se dirá: son las fuerzas educativas, las efectivas, las vigentes, las que tie-

nen peso en las decisiones y en la instrumentación de los programas 

educativos; pero también tenía otro significado: los acuerdos entre la 

burocracia sindical del magisterio, una parte del pri –de ahí la alian-

za que prometía compromisos futuros en un congreso sin mayorías–,  

la iglesia católica, los empresarios y los partidos políticos representados 

en el Legislativo. Un pacto inaugural de las fuerzas de la derecha, como 

fue destacado por algunas fracciones disidentes del snte, más aún, una 

alianza que prometía seguir en otros ámbitos para destrabar las refor-

mas de la agenda neoliberal –electricidad, hidrocarburos, laboral, fiscal. 

Otra apuesta estratégica, como en los programas, pero ahora de natura-

leza política, igualmente riesgosa: un pacto entre las élites, entre figuras 

desprovistas de legitimidad, pero deseosas de imponer reformas, progra-

mas e intereses. El compromiso, como tantos otros acuerdos, pactos y 

alianzas del gobierno del cambio, fue una fachada, un diversivo se diría, 
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si no fuera porque representa muy bien los acuerdos y complicidades de 

las fuerzas hegemónicas en el sistema educativo; también el magnífico 

escenario de una imposición: el decreto para crear el inee. 

La creación del instituto de evaluación fue una propuesta del equipo 

de campaña de Vicente Fox. Las discusiones que suscitó no se referían a 

su pertinencia o su viabilidad, sino a su estructura, su estatuto jurídico-

administrativo, sus funciones y su integración. Los partidos políticos, 

los funcionarios de la sep, las asociaciones profesionales y los grupos de 

interés mantenían posiciones diversas, a menudo encontradas, sobre la 

autonomía e independencia del instituto, su sustento legal y su ubica-

ción en la administración pública. Durante casi dos años, las posiciones 

se mantuvieron sin cambio, la sep parecía oscilar: a veces se hablaba 

de un instituto ciudadanizado, autónomo, dependiente del Legislativo 

incluso, otras como un organismo desconcentrado de la sep; el 8 de 

agosto, el Ejecutivo las cortó de tajo, sin avisar, sin preguntar: eligió el 

decreto, creó al inee como un organismo público descentralizado, sin 

más sustento legal que una decisión de Vicente Fox. 

Las reacciones fueron inmediatas: se habló de un ‘madruguete’, de 

una traición y una imposición (La Jornada, 9 de agosto de 2003). El 

presidente de la Comisión de Educación del Senado de la República, 

Natividad González Parás, señaló que todavía el Congreso podría darle 

“sustento legal” al inee; el  presidente de la Comisión de Educación de 

la Cámara de Diputados, miembro del pri y ex dirigente del sindicato 

de los maestros, denunció el “albazo presidencial”, sin embargo, se cuidó 

en declarar que los diputados no se oponían y que en adelante busca-

rían otras formas para que sus propuestas fueran tomadas en cuenta. ¿Y 

dónde quedó lo del Ejecutivo propone, el Legislativo dispone? En un 

decreto presidencial. Más tarde todos se plegaron a él. Sin mayor discu-

sión. El gobierno del cambio no cambió, sólo remozó las condiciones de 

la subordinación del Congreso, y de los maestros, a una decisión suya. 
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Los debates del Legislativo

Un gobierno dividido, y sin mayorías, es una fuente permanente de con-

flictos. Los debates, las polémicas, los cambios en las prioridades, las 

suspensiones y rechazos de iniciativas han sido vistos como frenos al 

gobierno, estorbos para el cambio. En estas condiciones, no es extra-

ño que las tesis de la obstrucción, de la ingobernabilidad, aparezcan en 

los momentos de mayor tensión en las relaciones Ejecutivo-Legislativo. 

Desde luego, son interpretaciones que buscan efectos de poder; no son 

una realidad –cualquiera podría objetarla, con un sólo dato: el Presiden-

te hizo una propuesta de ley, los diputados 37–, son un golpe conceptual 

que tiene objetivos políticos: complementar los decretazos y los pactos 

corporativos para gobernar. ¿Nostalgia del autoritarismo? Podría ser, 

pero en realidad un dispositivo complejo de decisión y legitimación de 

las acciones del Ejecutivo. Un dispositivo en cuatro ejes: los programas 

estratégicos que no requieren más aval legislativo y popular que la ins-

trumentación por la sep; los decretos del Ejecutivo que atajan cualquier 

discusión; las alianzas con la burocracia sindical; y el discurso de los 

obstáculos al cambio. 

Por supuesto, estas estrategias se entrecruzan, se mezclan o se apo-

yan en circunstancias particulares. En educación, el discurso del freno 

al cambio se ha utilizado poco, en comparación con las alianzas y con 

los decretos, pero en cuestiones energéticas y fiscales ha sido funda-

mental, al grado de elaborar complejas interpretaciones para explicar 

las negativas del Congreso a las iniciativas presidenciales. Aquí podría 

decirse lo contrario: ¿a qué se debe la escasísima iniciativa del Ejecutivo 

para propiciar cambios jurídicos e institucionales en educación? ¿Vo-

luntad de no cambiar? ¿Frenos a la modernización? Sin embargo, las 

iniciativas están ahí, si no en cambios jurídicos, si en programas emer-

gentes, en instituciones por decreto, precisamente las que no necesitan 

de más discusión y legitimación que el poder del Presidente. ¿Iniciativas 

estratégicas? Sin duda, las que impulsan las condiciones culturales, ins-

titucionales y subjetivas del mercado en educación. ¿Iniciativas consti-

tucionales, jurídicas, institucionales? Sólo una, para qué, basta la firma 
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del Ejecutivo y el acuerdo con los poderes fácticos en educación para 

llevar a cabo sus propuestas. 

Y, sin embargo, las cosas se mueven. A pesar de la exigua propensión 

legislativa del presidente Fox, el gobierno dividido y sin mayorías ge-

neró una oportunidad para que fueran presentadas muchas iniciativas  

en las cámaras de diputados y de senadores. En lugar de lamentarse por 

las turbias relaciones entre los poderes de la Unión –al modo como lo 

hacen los comentaristas y los asesores desempleados–, las pugnas, divi-

siones, polémicas, enfrentamientos, son una matriz para la formación 

de otras agendas políticas, de otras perspectivas, de otras llamadas de 

atención, de otros problemas, aunque estén tamizados por los intereses 

de los partidos y los representantes populares. 

La agenda educativa de los primeros tres años del gobierno del cam-

bio es un ejemplo de las posibilidades que genera esta nueva situación 

política. En la LVIII Legislatura, los diputados presentaron 37 iniciati-

vas de ley con temática educativa. Los senadores 16. El Poder Ejecutivo 

sólo una. Los congresos estatales ninguna. De las siete iniciativas de ley 

aprobadas sólo una fue propuesta por el Ejecutivo, las otras seis fueron 

hechas por los legisladores. No son iniciativas menores: implican cam-

bios constitucionales, así como definiciones estratégicas para el sistema 

educativo nacional, la investigación, la ciencia y el deporte. Cambios 

que no fueron iniciados por el Ejecutivo, tampoco por el partido en el 

gobierno, sino por las distintas fracciones parlamentarias. 

El gobierno del cambio en la educación

Después de revisar las acciones del Ejecutivo y las discusiones del Le-

gislativo, las preguntas sobre la formación de la agenda educativa y los 

procesos de legitimación arrojan resultados contradictorios en la defi-

nición de un gobierno que tomó al cambio como bandera política y eje 

de transformación gubernamental. 

En educación, los programas estratégicos no tuvieron más consulta 

legislativa que la sanción presupuestal, la glosa de los informes o del 

Programa Nacional de Educación. Becas, evaluación, escuelas de cali-
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dad no han requerido modificaciones legislativas. El caso del inee quizá 

sea paradigmático de las dificultades del nuevo presidencialismo. Acu-

dió a todos los vicios corporativos de antes para firmar el Compromiso 

Social para la Calidad Educativa, y con ello desechó las propuestas par-

lamentarias para que fuera una institución autónoma, ciudadana, quizá 

regulada por el Legislativo. No propuso, utilizó los procedimientos de 

siempre, ahora avalados por comisiones del Congreso, de la iglesia y de 

la sociedad civil filopanista. Más allá de algunas denuncias momentá-

neas de miembros del Congreso, de comentaristas y disidentes del snte, 

no se objetó. Lo mismo sucedió con los programas emergentes. En rea-

lidad, el gobierno y la oposición comparten la misma visión de los pro-

blemas educativos, nadie disputa el horizonte estratégico del programa 

educativo de Fox. No se cuestiona ni su ethos, ni su racionalidad: se que-

dan en críticas puntuales, se quedan en la operación de los programas 

y no en su construcción lógica, menos en su problematización. Por eso 

puede utilizar los decretazos, las sorpresas y los acuerdos con la dere-

cha educativa; por eso puede incluso recuperar iniciativas y decretos de 

ley del Legislativo que no correspondan a su lógica política, pero como 

efectos publicitarios, como efectos de poder derivados de una percep-

ción. No importa que luego, en los hechos, sean cuestionados, muy di-

fíciles de conseguir o inviables, como 8 % del pib y la obligatoriedad de 

preescolar. 

Los partidos políticos no han presentado una agenda de cambio del 

sistema educativo nacional, sino modificaciones en los derechos a la 

educación -en el mejor de los casos-, y en algunas condiciones presupues-

tales, institucionales y jurídicas, que rápidamente quedarán olvidadas 

por los cerrojos administrativos y financieros impuestos por el mismo 

gobierno. Nadie se pregunta, en el espectro político o institucional, sobre 

reformas del sistema educativo, lo educable del sujeto o las modalidades 

educativas del nuevo milenio. Mientras tanto, los programas estratégi-

cos siguen una labor de zapa, destruyendo formas de identidad escolar, 

modalidades de cultura, tradiciones y valores, en provecho de otras, 

vinculadas a la competencia, al mercado o a las exclusiones.  

En cuestiones político-legislativas, el Ejecutivo propuso poco o nada 

en materia educativa, siguió con los programas de siempre, anclado en 
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los amarres corporativos de siempre; sin embargo, privilegió programas 

excluyentes, competitivos. El Legislativo dispuso más, en particular dos 

decretos que no cuadraban bien con las estrategias gubernamentales, 

que corren el riesgo de volverse inútiles o muy difíciles de conseguir. El 

gobierno del cambio depende de los acuerdos con el sindicato, con la 

iglesia y la derecha educativa; los partidos tampoco han podido salirse 

del horizonte de racionalidad política marcado por el gobierno, sólo han 

propuesto modificaciones puntuales a los programas y algunos efectos 

secundarios o nocivos de éstos, sin cuestionar ni el modo en que se 

plantean los problemas, ni su importancia; siguen, sólo siguen, la lógica 

gubernamental. 
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